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Los conflictos armados, además de producir secuelas como las víctimas, la división social 
o la pobreza, también producen una serie de externalidades que, en contradicción con la naturaleza 
de los mismos, son positivas para las ciencias jurídicas. Dichas externalidades son la creación de 
documentos jurídicos, de organizaciones o de diferentes planes para conseguir la paz.  
Lo anterior ocurre toda vez que un conflicto armado es foco de discusiones transversales y 
abarca un conjunto de normas y relaciones, los cuales hacen parte del estudio del Derecho 
Internacional Humanitario y de distintas disciplinas. No obstante lo anterior, este trabajo de 
investigación se concentrará en abordar el estudio del mismo desde la óptica del Derecho 
Constitucional.  
Ahora bien, la palabra conflicto proviene del latín “Conflictus”, término que desde su 
estudio etimológico significa golpe justo, puesto que el prefijo “con” indica convergencia y unión, 
mientras que “flictus” significa golpe o, en pocas palabras, pleito. Así pues, la Real Academia de 
la Lengua Española – RAE, considera que la palabra “Conflicto” tiene seis posibles definiciones, 
pero en el presente trabajo sólo nos enfocaremos en la segunda de ellas, es decir, aquella según la 
cual el concepto de conflicto se circunscribe a “2. m. Enfrentamiento armado”.  
Por su parte, la palabra “guerra” proviene del germánico “Werra”, lo que significa pelea o 
discordia y en alemán antiguo es considerado “medio”, de tal manera que hace referencia al medio 
para pelear. Al respecto, la RAE al definir “Guerra Civil”, hace alusión a la guerra entre los 
habitantes de un mismo pueblo o nación.  
Para el desarrollo de esta tesis, es importante tener en cuenta que el término conflicto 
armado no es equivalente a guerra civil, pues en muchas ocasiones los términos se han empleado 






Es importante aclarar que la relación entre ambos conceptos es de genero a especie, pues 
el conflicto armado puede ser un enfrentamiento donde prevalece el uso de las armas entre grupos 
externos, entre países o territorios diferentes, etc., o la actividad bélica entre los miembros 
pertenecientes a un mismo país o territorio en defensa de sus ideologías, doctrinas, posiciones o 
intereses; siendo este último caso el de las guerras internas o civiles.  
En ocasiones las guerras civiles terminan en revoluciones, tal como la Revolución 
Francesa, la cual inició con la guerra civil entre la clase pobre de Francia y su monarquía. (Sitio 
Web Concepto Definición de, 2014) 
Cabe agregar que, las guerras civiles se caracterizan por los siguientes puntos: (i) se da 
entre los miembros de una misma sociedad, en procura de la defensa de los intereses que 
representan; (ii) se presentan de forma desorganizada, contando con la participación de personas 
no profesionales que se levantan en armas; (iii) tiene su acción dentro del territorio propio, 
generando consecuencias inconmensurables y fatales, pues el grado de peligro de los civiles no 
combatientes es mayor, y (iv) carecen de organización o estrategia planificada para atacar, pues 
sus planes se concretan según se vaya desarrollando el conflicto. (UCHA, Florencia, 2010) 
Sin embargo, lo anterior no implica que dentro de las guerras civiles no puedan participar 
grupos externos, pues en ocasiones se da la intervención de países extraños al conflicto, cuya 
motivación está dada por intereses propios, tales como el fortalecimiento político de una ideología 
o el fortalecimiento económico de su nación, entre otras. (Sitio web QueSignificado). 
Ahora bien, la Corte Constitucional no define el concepto de guerra, pero hace alusión a 
ella en el momento que enlista los Crímenes de Guerra, los cuales son definidos por el Tribunal 
como las violaciones graves del derecho de los conflictos armados, en el ámbito internacional, 






Ahora bien, en el ámbito de Derecho Internacional, los conflictos armados de carácter no 
internacional se rigen bajo el artículo 3 común a los convenios de Ginebra y por el Protocolo II. 
Dicho artículo 3 en su momento fue un gran avance dentro de la legislación internacional, pues 
reafirmó la potestad que tenía el Derecho Internacional Humanitario – DIH, aún en casos de 
conflictos civiles.  
Cabe anotar que los conflictos armados de carácter internacional se refieren a situaciones 
en donde toma parte al menos un sujeto de índole internacional, a saber, puede ser un conflicto 
armado interno que se extienden a otros estados o a próximos conflictos que hagan parte de 
diferentes territorios, en los que terceros estados o una fuerza internacional intervienen junto con 
el gobierno. Por su parte, el protocolo II, es el primer tratado internacional dedicado 
exclusivamente a la protección de las víctimas de los conflictos armados que no tienen índole 
internacional. (Comite Internacional de la Cruz Roja , 1949) 
Es claro que en un conflicto armado que no tiene índole internacional se debe aplicar la 
normativa del DIH, pues solo así se limitan los métodos y medios de una guerra; todo lo anterior, 
con el objetivo de proteger a los civiles no combatientes o aquellos combatientes que dejaron las 
armas.  
De otro lado, el Comité Internacional de la Cruz Roja (en adelante CICR) es la organización 
internacional facultada para evaluar el grado de violencia dentro de un enfrentamiento y decidir si 
se trata de un conflicto armado internacional, no internacional, u otra forma de violencia colectiva 
de menor nivel, entre ellas, los disturbios civiles, los motines, los actos de terrorismo aislados u 
otros actos de violencia esporádicos. Tanto el articulo 3 común a los Convenios de Ginebra y el 
Protocolo II, no se aplican a situaciones que no se originen en un conflicto armado, tales como las 






Así, una vez el CICR encuentre que sí existe un conflicto armado, procederá a recordarles 
a las partes sus obligaciones jurídicas para con el DIH. En este sentido, el CICR debe tener presente 
las condiciones que exige el DIH para determinar si se está ante la presencia de un conflicto armado 
no internacional, a saber: (i) los grupos armados dentro del conflicto deben tener un nivel mínimo 
de organización, donde se identifique la existencia de una cadena de mando, la capacidad de 
transmitir y hacer cumplir las órdenes, capacidad de planificación y despliegue de las operaciones 
militares coordinadas y la capacidad de reclutar, entrenar y equipar nuevos combatientes, y (ii) los 
enfrentamientos armados deben alcanzar un nivel mínimo de intensidad, de cara a la duración y 
gravedad de los choques armados, el número de tropas y combatientes equipados, el tipo de arma 
que utilizan, el número de víctimas y la medida del daño causado.  
Esta valoración se hace a partir de información obtenida por las delegaciones de la 
mencionada organización en el territorio dónde se están produciendo los enfrentamientos, o por 
fuentes secundarias pero confiables que provengan de dicha zona.  
En todo caso, si los grupos dentro del conflicto armado no respetan las obligaciones que 
demanda el DIH y cometen crímenes de guerra, corresponde a los estados someter a juicio penal 
a aquellos que las han infringido e incluso, en determinadas circunstancias le corresponde a la 
Corte Penal Internacional adelantar la respectiva instrucción y juzgamiento, de conformidad con 
lo dispuesto en las normas aplicables del Estatuto de Roma. (LAWAND, Kathleen, 2012) 
La explicación anteriormente dada es importante toda vez desde los orígenes de la 
civilización han tenido lugar un sin número de conflictos armados internacionales, entre ellos las 
guerras mundiales, la guerra del medio oriente, la guerra de Vietnam, entre otros., los las cuales 
han generado además de nefastas consecuencias, la creación de organizaciones y de documentos 






Sin embargo, es claro la existencia de conflictos armados de carácter no internacional, es 
decir, aquellos que se desarrollan dentro de un mismo territorio nacional, también son llamados 
guerras civiles por la participación de los civiles dentro de las hostilidades. (BEMBIBRE, Cecilia, 
2013) 
Ahora bien, trasladando los aspectos antes mencionados al caso colombiano, en el año 2002 
la delegada del CICR, elevó a consulta la posible recalificación de la presencia del conflicto 
armado en territorio colombiano, ya que el gobierno de Álvaro Uribe trataba el enfrentamiento 
como terrorismo, aun cuando el CICR en situaciones anteriores se había pronunciado de forma 
contraria.  
Esto toda reviste de importancia toda vez que los enfrentamientos acaecidos como 
consecuencias de actos terroristas están por fuera de la aplicación del DIH, de tal manera que los 
gobiernos podrían buscar la rendición o la represión de los ejecutores de los mencionados actos.  
Pese a lo señalado por el gobierno del momento, el veredicto del CICR seguía siendo el 
mismo, y ratificó que inclusive cuando existieran ataques terroristas por parte de los civiles 
combatientes, no se modifica el carácter de conflicto armado no internacional, pues tal como lo 
afirmó Yves Giovannoni, Jefe de Operaciones para América Latina y el Caribe del CICR, en un 
mensaje desde Ginebra (Suiza),m“a la luz del DIH, la situación existente en Colombia presenta 
todos los elementos constituyentes de un conflicto armado no internacional". (Periodico El 
Tiempo, 2005). 
Con independencia de la calificación recibida, la violencia en Colombia siguió creciendo, 
y en el año 2004 el jefe de la delegación del CICR en Colombia, Juan Pedro Schaerer, en la 
presentación del Informe de Actividades en Colombia en el año 2003 por la Cruz Roja, y en su 






conflicto armado, en las siguientes palabras: “en Colombia se ha intensificado el enfrentamiento 
entre las partes en conflicto en ciertas zonas del país generando grandes consecuencias 
humanitarias para la población civil”. (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2004) 
 En el marco de este cruento conflicto, y como es de público conocimiento, desde el año 
2012 se iniciaron una serie de diálogos tendientes a buscar una salida negociada al conflicto que 
arreció a Colombia durante aproximadamente cinco décadas, provocado por los combates 
desarrollados entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (en 
adelante FARC-EP) y el Estado colombiano.  
Fruto de estos diálogos, desarrollados en medio de grandes controversias y posturas de 
oposición a los mismos, el 24 de noviembre de 2016 fue promulgado el Acuerdo Final para el Fin 
del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, en el cual se determinó los 
mecanismos que iban a implementarse para lograr la tan anhelada paz en Colombia y la 
satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y garantías de no 
repetición.  
Frente a ello, en el informe anual de 2016 y en la premura de la Firma del Acuerdo de Paz 
con las FARC-EP, el CICR manifestó su preocupación frente a que el conflicto armado no se iba 
a finalizar, pues seguían en guerra otros grupos armados tales como el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN), las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) y el Ejército Popular de 
Liberación (EPL). (Comité Internacional de la Crus Roja, 2017) . En este sentido, Christoph 
Harnisch, jefe del CICR ha afirmado que no es posible entrar en un estado de pos-conflicto, pues 
tan solo nos encontramos en una etapa de pos-acuerdo, la cual aún debe avanzar en gran medida 






Finalmente, en el informe anual de 2017 el CICR insistió y recordó a todos los actores que 
aún hacen parte del conflicto armado existente en Colombia, que están obligados a respetar y 
cumplir las normas del DIH, ya que es preocupante los índices de los casos de desaparición, las 
amenazas, los homicidios selectivos, la violencia sexual, los desplazamientos masivos, la 
existencia de prestamistas “gota a gota”, las extorsiones, el confinamiento, las minas antipersona 
y otros explosivos, el control social y la vinculación de menores de edad a grupos armados y 
pandillas que aún se manejan en el país. (Comite Internacional de la Cruz Roja, 2018) 
Ahora bien, teniendo en cuenta que las negociaciones de paz se adelantaron con el grupo 
guerrillero que contaba con más militantes y más territorio nacional controlado, se hizo necesario 
propiciar medidas de justicia transicional, la cual ha sido definida como “las formas en que países 
que dejan atrás periodos de conflicto y represión utilizan para enfrentarse a violaciones de 
derechos humanos masivas o sistemáticas, de tal magnitud y gravedad que el sistema judicial 
convencional no puede darles una respuesta adecuada” (International Center for Transitional 
Justice). 
De esta manera, dentro del Acuerdo Final se crearon figuras jurídicas especiales, las cuales 
tenían como objetivo facilitar la implementación de lo decidido en La Habana, Cuba, pues era 
claro que los mecanismos disponibles en el ordenamiento jurídico nacional, tenían ciertas 
complejidades que, al momento de necesitar una decisión expedita que condujera a una 
implementación eficiente y efectiva, iban a ocasionar sendas dificultades.  
Así pues, uno de dichos mecanismos fue el procedimiento legislativo Fast Track, cuyo 
estudio será el objeto principal de este trabajo investigativo y, sin perjuicio de la ampliación que 
al respecto que se hará en páginas posteriores, cabe señalar que como su nombre lo indica, se trata 






la Constitución de 1991. El Fast Track fue concebido por el Congreso de la Republica, mediante 
el Acto Legislativo 1 de 2016, como el mecanismo acorde para la implementación del acuerdo de 
paz con las FARC-EP, pues el análisis de diversos casos en derecho comparado arrojó que la 
consumación de los acuerdos de paz con grupos al margen de la ley era mucho más eficiente y 
rápida cuando se contaba con el uso de este instrumento.  
En ese sentido, esta investigación es importante para el Derecho Constitucional actual tanto 
en su teoría como en su práctica, toda vez que el Fast Track es un tema novedoso en nuestro 
ordenamiento Jurídico y por tanto contribuye en alguna medida en la dilucidación de aquellos 
escenarios desconocidos y riesgosos para el momento por el cual atraviesa Colombia y el Acuerdo 
Final de Paz, pues con él se pretende resolver una serie de interrogantes relacionados con el 
mecanismo de implementación.  
 Sobre este, cabe señalar que el Fast Track es el mecanismo de reforma legal y constitucional 
establecido por el Acto Legislativo 01 de 2016 a través de sus 5 artículos, el cual se reitera, fue 
creado para la implementación del Acuerdo Final de Paz. Por lo tanto, la primera característica 
que salta a la vista es su carácter transitorio y excepcional, pues su vigencia será de 6 meses 
contados a partir de la entrada en vigencia del mencionado Acto Legislativo. Entonces, una vez el 
término se cumpla todas las normas se continuarán tramitando a través del procedimiento 
legislativo ordinario.  
  Además de lo anterior, el procedimiento Fast Track dota al presidente de la República de 
una serie de prerrogativas extraordinarias para que pueda expedir decretos con fuerza de ley, 
acordes al objetivo del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 






Así mismo, contiene un plan de inversiones para la paz, donde faculta al gobierno nacional 
para realizar los ajustes institucionales y normativos con el fin de ejecutar y apoyar la paz; plan 
que debe ser implementado por las autoridades territoriales en un término no superior a 6 meses 
contados a partir de la adopción del plan. Además, dicho componente debe estar presente en los 
siguientes 20 años.  
En cuanto a la vigencia del Fast Track, cabe decir que en principio estaba limitada por la 
refrendación popular del Acuerdo Final, concepto que no nos fue fácil desarrollar toda vez que 
desde los debates parlamentarios no se tenía claridad en su significado, ni en el instrumento que 
se debía utilizar para cumplir con esta exigencia. 
Al respecto cabe añadir que la Corte Constitucional en Sentencia C-699 de 2016, no 
decantó el concepto de “refrendación popular” en términos útiles para la interpretación del artículo 
5 del Acto Legislativo 1 de 2016, pues únicamente mencionó de manera general los mecanismos 
a través de los cuales ésta se puede desarrollar, tales como el referendo, la asamblea constituyente, 
el voto, la consulta popular o el plebiscito.  
En relación con ello, cabe resaltar que la refrendación popular es un proceso donde 
intervienen autoridades y órganos de diversa índole, que cuenta con la participación de la 
ciudadanía y que los resultados del mismo deben ser respetados e interpretados con base en el 
principio de la buena fe, en búsqueda del mayor consenso.  
De esta manera se puede llegar a afirmar que el Acto Legislativo 01 de 2016 hoy por hoy 
se encuentra vigente, pues se cumplió la refrendación popular mediante el plebiscito del día 2 de 
octubre de 2016, el cual fue el instrumento elegido por el gobierno y que posteriormente fue 






Sin embargo, los resultados de dicha refrendación fueron adversos, pues el “no” supero la 
votación del “sí”. Como consecuencia de ello se modificó el Acuerdo Final de Paz, incluyendo en 
él las ideas y las sugerencias de los principales representantes de la oposición y tras ello, el 30 de 
noviembre de 2016, el Congreso acudió a la refrendación indirecta para confirmar el nuevo 
Acuerdo de Paz con las FARC-EP.   
Una vez precisado lo anterior, conviene añadir que la Constitución Política de 1991 posee 
una serie de características especiales que la revisten de superioridad dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico, tales como la soberanía y la supremacía constitucional. Entonces, esta no 
puede ser reformada o modificada para sustituirla por otra totalmente diferente.  
Así pues, para evitar detrimentos a la Carta Magna, la Corte Constitucional plantea la tesis 
de la “sustitución de la Constitución”, aplicada cuando el constituyente derivado no guarda los 
limites proporcionales al ejercicio de su poder y abusa de dicha facultad reformatoria. Ahí es 
cuando la Corte interviene y declara la norma como inconstitucional.  
De igual forma, la Corte Constitucional en su arduo estudio ha identificado figuras que no 
son reformas constitucionales pero que también pueden llegar a constituir su sustitución; conceptos 
que son abordados de manera general en el presente documento, a saber: la destrucción, la 
supresión, el quebrantamiento y la suspensión.  
De igual forma, dentro del presente documento de investigación se estudia lo relacionado 
con el Test de Efectividad de la reforma, instrumento que emplea la Corte Constitucional para 
hacer control al poder derivado, con el cual se determina si una modificación a la Constitución es 







El mencionado Test, que se desarrollará en extenso a lo largo de este trabajo, fue aplicado 
por la Corte Constitucional al procedimiento legislativo especial y a las facultades extraordinarias 
que este otorga al presidente.  
En este contexto, y en desarrollo del cuestionamiento de si el hecho de otorgar facultades 
extraordinarias al presidente de la República en el procedimiento legislativo especial para la paz, 
conllevaría a sustituir el principio constitucional de Separación de Poderes, y en consecuencia, 
acarrearía la sustitución de la Constitución Política, se estudiará la evolución de los conceptos de 
“poderes públicos”, “órganos del poder público”, y de “ramas del poder público”, para así poder 
absolverlo.  
Al respecto, uno de los casos en los cuales las funciones de la rama legislativa pasan a ser 
desarrolladas por autoridades pertenecientes a la rama ejecutiva, se presenta cuando se otorgan 
facultades legislativas al presidente de la República. Sobre esta situación, encontramos que es 
compatible con el principio de separación de poderes si no se delega la totalidad de las funciones 
legislativas, pues en tal hipótesis se puede llegar a el vaciamiento de las competencias de una de 
las ramas. El vaciamiento es el fenómeno que acontece cuando una de las ramas del poder publico 
delega la totalidad de las funciones otorgadas por el constituyente a otra de ellas. 
Ahora bien, el Fast Track confiere al presidente de la Republica facultades extraordinarias 
bajo ciertas circunstancias específicas de tiempo, lugar y modo, que podemos resumirlas en los 
siguientes términos: se emplean en la medida de su utilidad para cumplir con el objetivo del 
Acuerdo Final de Paz; tiene carácter temporal porque su uso se limita en el tiempo en un término 
de 180 días a partir de la entrada en vigencia del acto legislativo; las facultades son limitadas, toda 
vez que excluye la posibilidad de decretar Actos Legislativos, Leyes Estatutarias, Leyes Códigos, 






impuestos, y, por último, pero no menos importante, el control constitucional tiene un carácter 
automático y posterior, tanto en sus requisitos formales como en los materiales.  
Así las cosas, tras efectuar un breve recuento de los conflictos armados suscitados en 
Colombia y de los acuerdos de negociación que han tenido lugar en la historia, descenderemos al 
tema concreto, resolviendo los interrogantes antes mencionados, y que se plantean en los siguientes 
términos: 
 
1) ¿Qué es el Fast Track?; 2) ¿Cómo se encuentra integrado este mecanismo y cuál 
es su origen?; 3) ¿Cuáles han sido los obstáculos que no permiten su correcto 
funcionamiento y desarrollo en Colombia?; 4) ¿Existe una sustitución de la 
Constitución de Colombia de 1991 al implementar el Fast Track?, de ser así; 5) 
¿Cuáles son los argumentos que sirven de apoyo para esta afirmación?; 6) ¿Qué 
principios constitucionales contraviene el Fast Track?; 7) ¿es posible proponer, desde 
la investigación, un mejor plan que no viole los fundamentos básicos de nuestro 
ordenamiento jurídico y que de igual forma sea efectivo?; 8) ¿Cuál sería y a partir de 
qué elementos se constituiría?. 
 
El desarrollo de estos interrogantes se verá reflejado a lo largo del documento, de tal manera 
que los interrogantes No. 1, 2 y 3, se resolverán en el capítulo relacionado con la explicación del 
procedimiento Fast Track, abordando temas como su contenido, su origen y como ha sido su 
implementación y eficacia en otros países. 
Los cuestionamientos No. 4 y 5, serán desarrollados en la segunda parte, dónde nos 






además, con el objetivo de conocer el si verdaderamente se están transgrediendo estas 
disposiciones, se precisa el concepto del Test de Efectividad y su uso, aplicado al Acto Legislativo 
01 de 2016.  
De otro lado, la respuesta a la Pregunta No. 6 se abordará dentro del estudio de la separación 
de poderes, su origen, su desarrollo en el tiempo, su clasificación y la manera en la cual se 
estableció en Colombia. Además, se ponen de presente las facultades extraordinarias del presidente 
dentro de la Constitución Política; todo ello, para realizar una comparación con el manejo que se 
le da a estas facultades dentro del Fast Track, y en últimas, disipar la pregunta objeto de esta 
investigación. 
Por último, las soluciones a las preguntas No. 7 y 8, se verán reflejadas en las conclusiones 
de este documento, donde se realizarán reflexiones trasversales sobre los contenidos ilustrados en 









1.- LA EVOLUCIÓN DEL ENFRENTAMIENTO ARMADO EN COLOMBIA Y 
SUS ARTEFACTOS PARA CONSTRUIR UN CAMINO HACÍA LA PAZ – 






INTERCAMBIAN DIÁLOGOS ENTRE EL GOBIERNO Y LOS GRUPOS AL MARGEN 
DE LA LEY 
 
En Colombia han tenido lugar diversos conflictos desde el siglo XX, tales como la guerra 
de los Mil Días, donde se enfrentaron liberales y conservadores o el asesinato del Caudillo Liberal, 
Jorge Eliecer Gaitán, hacia el año de 1949. Al momento de la ocurrencia del último episodio 
mencionado, el poder militar se encontraba fraccionado, debido al bipartidismo, y al margen de 
este, también se presentaba una multiplicidad de pensamientos e ideologías; aspecto que generó la 
formación de muchas células armadas provenientes de distintos grupos tales como el Movimiento 
Obrero, el Partido Social Revolucionario, el Partido Comunista,  la Unión Nacional de Izquierda 
y el Partido Agrario Nacional.  
Para 1970, las distintas ideologías existentes transforman la lucha que habían adelantado 
hasta entonces mediante el uso de ideas, en una lucha a través de las armas, de tal forma que el 
conflicto ideológico se fue convirtiendo poco a poco en un conflicto militar (Sánchez, 
Gonzalo,1969, p.182). Cabe destacar que la mayoría de las confrontaciones se presentaban entre 
las fuerzas armadas del Estado y los grupos de guerrilla –originados en las guerrillas liberales y 
conservadoras (Colmenares, G.,1968, p. 35)-, los cuales buscaban la sustitución del gobierno 
popular en turno y la elaboración de un nuevo sistema.  
Ahora bien, en las diferentes etapas del conflicto armado y con el fin de terminar la 
situación de hostilidad presentada con los diferentes grupos al margen de la ley, el gobierno 
colombiano ha recurrido de manera reiterada a mecanismos de negociación, pues solo a través de 






puntos negativos y los argumentos de cada parte, para finalmente llegar a un acuerdo que solucione 
las diferencias presentadas. 
Al respecto, debe tenerse en cuenta que cada modelo de negociación es diferente, pues 
depende de las circunstancias, características y del contexto en el que se haya desarrollado el 
conflicto y en el cual se adelantará la negociación, de tal manera que no es posible implantar un 
modelo estándar de solución negociada al conflicto armado. 
De otro lado, cabe destacar que en nuestro país no existe una conciencia colectiva de lo que 
en realidad significa el conflicto armado, y tampoco existe una voluntad popular de darle fin a este, 
pues el desarrollo de los enfrentamientos no afecta, en su mayoría, los intereses personales de los 
ciudadanos.  
Además de lo anterior, un aspecto que ha jugado en contra de los procesos de negociación 
adelantados en Colombia, es que los gobiernos encargados de establecer la forma de adelantarlos 
no efectúan un análisis previo y claro del conflicto, su realidad, sus características, o su origen, 
presentándose una imposibilidad cierta y clara: no es posible solucionar aquello que no se conoce.  
En este sentido debe tenerse en cuenta que pasar de una dinámica de confrontación a una 
dinámica de negociación, supone la observancia de aspectos objetivos y subjetivos. Los primeros 
se relacionan con que el inicio de las negociaciones dependerá de las relaciones político militares 
entre las partes; condición que permea la negociación pues solo delimita la voluntad de conciliar 
de los actores y el objeto a negociar. Por su parte, los segundos tienen que ver con la conciencia 
de las partes frente a sus proyectos, perspectivas, fines o intereses, e influyen decisivamente en la 
negociación, porque solo a través de su voluntad se puede llegar a determinar en cuáles aspectos 






Entonces, para llegar a un acuerdo final se necesita, en primera instancia, encontrar el 
instrumento perfecto que permita la aproximación al mismo, enfocándose en la búsqueda de las 
causas y las razones que los llevaron a esa situación de confrontación. Así mismo, es importante 
encontrar soluciones que den respuesta a los intereses colectivos y no únicamente a aquellos que 
se persigan de manera individual. 
Una vez encontrado el instrumento, las partes escogen dentro de varias fórmulas la que se 
adecue en mayor proporción a sus necesidades. En esta parte de la negociación es importante que 
entre los actores en conflicto se realicen acuerdos parciales, pues solo mediante este acercamiento 
se va a generar la confianza necesaria entre ellos.  
De igual manera deben determinarse los mecanismos de verificación de los acuerdos 
pactados, toda vez que a lo largo de su implementación pueden generarse dificultades que podrían 
crear más conflicto y más violencia, y solo de esta manera se estará seguro de que su cumplimiento 
no se verá frustrado. Los precitados mecanismos deben ser aprobados y acordados con la población 
civil, de tal manera que puedan servir como presión social por parte del pueblo. (Núñez, R., p.20).  
Asi mismo, en el camino de construcción del acuerdo final es importante que se resuelvan 
tres preguntas claves, a saber: (i) Quién debe negociar; (ii) Qué negociar, y (iii) Cómo negociar 
(Dana, D.,1992, p.46). La primera pregunta se ve materializada en la determinación de los actores 
del conflicto armado, definiendo quien está facultado para ser parte dentro del acuerdo y de las 
negociaciones; por ejemplo, en caso tal que se esté realizando un proceso de paz con las FARC-
EP del mismo no podría hacer parte el ELN, pues son grupos al margen de la ley con orígenes, 
características y estructuras diferentes.  
En relación con ello, se recomienda que el modelo de negociación disponga la creación de 






sus pretensiones. En el mismo sentido, debe permitir que el gobierno pueda resolver las tensiones 
que se pueden formar en la población civil respecto del proceso de paz; así pues, se hace 
prácticamente indispensable que se cree una comisión de negociación que represente los intereses 
nacionales en el proceso de negociación. 
 La segunda pregunta de las anteriormente mencionadas nos permite fijar el objeto de 
negociación, lo cual se relaciona con el problema de fondo y las incompatibilidades que se 
presentan entre las partes; razón por la cual se resalta la importancia en determinar el origen y la 
naturaleza del conflicto en el caso concreto, así como la situación económica, social y política del 
país.  
 La tercera y última pregunta se enfoca en la manera en la cual se deben adelantar las 
negociaciones, los mecanismos mediante los cuales los diferentes puntos de la misma van a ser 
acogidos y las pretensiones planteadas en las mesas de negociación. En camino a resolver el 
cuestionamiento, todos los aspectos anteriormente enunciados deben ser definidos en búsqueda de 
un punto de equilibrio respecto de todos los intereses en juego. Por la complejidad del asunto, es 
indispensable que exista un mediador imparcial entre las partes del conflicto.  
Ahora bien, una vez señaladas las características ideales que deberían ser tenidas en cuenta 
en el marco de los procesos negociación, es necesario entonces hacer un recuento de cómo se han 
llevado las negociaciones en el marco de conflictos armados en Colombia, refiriéndonos en 
primera oportunidad, a aquella suscitada en el gobierno de Belisario Betancur, Virgilio Barco, 
Álvaro Uribe y, finalmente, Juan Manuel Santos.  
 
1.1.- EL GOBIERNO DE BELISARIO BETANCUR: DE UNA COSTUMBRE DE 






Belisario Betancur llega a la presidencia de Colombia con 59 años de edad, el 2 de agosto 
de 1982, con un total 3.168.592 votos. El mandatario arribó a la Casa de Nariño con ideales claros 
de un político conservador populista, luego de 3 intentos fallidos y con un extraordinario esquema 
de seguridad en pro de la salvaguardia de su vida porque no se desconocía que desde ese entonces 
Colombia se encontraba inmersa en un conflicto con las guerrillas, los paramilitares y el mismo 
gobierno.  
Desde su discurso de posesión, se reflejó el sentimiento de esperanza frente a los procesos 
de paz, haciendo un llamado a negociar, con las siguientes palabras: “ 
Levanto ante el pueblo de Colombia, una alta y blanca bandera de paz: la levanto ante los 
oprimidos, la levanto ante los perseguidos, la levanto ante los alzados en armas, levanto la 
blanca bandera de la paz ante mis compatriotas de todos los partidos y de los sin partido, 
de todas las regiones, de todas las procedencias. No quiero que se derrame una sola gota 
mas de sangre colombiana de nuestros soldados abnegados ni de nuestros campesinos 
inocentes, ni de los obcecados, ni una gota mas de sangre humana. ¡ni una sola gota mas!”. 
(Betancur, 1982). 
 
Así pues, su mayor compromiso como Presidente fue la búsqueda de la paz, la cual debía 
asociarse a un real compromiso entre el Gobierno y el Estado, en el cual se cumplieran a cabalidad 
cada una de las obligaciones contraídas por las partes, pues era de pensarse que las negociaciones 
podrían quedar solo en el papel. 
Entonces, se incorporó una política de paz y se integró un Plan Nacional de Rehabilitación 
a su Plan Nacional de Desarrollo, dirigido especialmente a las zonas donde estuviera en auge el 






por el conflicto armado sobre la existencia del mismo, para que accedieran a todos los programas 
y los subrogados que se estaban creando para ellos.   
En la misma línea, a través del Decreto 2711 de septiembre 19 de 1982 se creó la Comisión 
de Paz, integrada por comisionados de diversos grupos políticos, encargada de darle legitimidad 
política y social al proceso, toda vez que cumplía una función de intermediación entre el gobierno 
y las guerrillas. 
Concretamente, dicha Comisión tenía que presentar alternativas a los problemas 
presentados por ambas partes por medio de recomendaciones de carácter privado, pues se tenía 
cierto recelo en que si se hacían públicas las negociaciones, los grupos rasos tratarían de interferir 
en los diálogos y provocar la ruptura de la misma iniciativa. Cabe destacar que esto fue 
galardonado en 983 con el Premio Príncipe de Asturias para la Cooperación Iberoamericana. 
Cabe agregar que era tanta la inseguridad y el grado de violencia que se vivía en Colombia 
en dicha época que a través del Decreto 3289 de 1892 se hizo obligatorio el servicio militar. 
Entonces, no se entendía con claridad la actitud que estaba tomando el gobierno, pues por un lado 
estaba de acuerdo y no era reacio a los diálogos de paz, pero por otro era mas que obvio que sus 
acciones conducían a entender que quería repeler la guerra con mas guerra.  
En este contexto, a inicios de 1983 se comenzó el dialogo entre las FARC-EP y la Comisión 
de Paz. Esto motivó al grupo M-19 a creer fielmente en que este era un gobierno que orientaba sus 
esfuerzos hacia la reconciliación y el constante dialogo, lo cual influyó para que en abril del mismo 
año, se entablaran comunicaciones con este grupo insurgente. 
 Finalmente, para 1984 se firmó una tregua bilateral entre las FARC-EP y el gobierno 
nacional en Uribe, Meta; aspecto que significó un gran logro para el gobierno Betancur y la 






cuales se refleja el ánimo de cumplir con el prerrequisito de la paz para el desarrollo tanto 
económico como social de una Colombia unida. 
Así mismo, se dejó claro que las FARC-EP no son un grupo armado al margen de la ley 
que delinque únicamente con fines lucrativos, sino que adentró en el conflicto armado buscando 
producir un cambio y presentar su oposición a las ideologías hasta el momento manejadas por los 
regímenes tradicionales y la estructura misma del Estado.  
Uno de los puntos más loables del citado documento, fue la orden de cese al fuego y de 
cualquier otra operación militar en todos los frentes militares, por un periodo de 2 meses, los cuales 
podrían ser prorrogable. Esta orden solo se cumpliría en la medida que el presidente Belisario 
Betancur estableciera un mandato semejante y lo hiciera cumplir a cabalidad, en el mismo modo, 
tiempo y lugar.  
También se pretendía instalar una Comisión de Verificación en cada uno de los frentes de 
las FARC-EP, la cual debía trabajar permanentemente en constatar el cumplimiento de los 
acuerdos y velar por el estudio de la situación y sus respectivas soluciones.  
A su vez se creó una Comisión Nacional de Negociación y Dialogo, con las funciones de 
iniciar conversaciones con el M-19, el EPL y las Autodefensa Obreras – AO; grupos que hasta en 
ese momento no se habían adherido a los acuerdos con el Gobierno pero que habían manifestado 
su voluntad de iniciar procesos para contribuir con la paz, Esto generó que en agosto de 1984 se 
suscribiera el acuerdo de tregua bilateral entre estos movimientos armados. 
Esta Comisión sería la encargada de dictaminar el momento del cese total de los 
enfrentamientos armados y establecer un periodo de prueba de un año para que los dirimentes del 






Por otro lado, en este gobierno se promulgó la Ley 35 de Amnistías del 19 de Noviembre 
de 1982, por la cual el Congreso de la Republica concedió amnistía a los autores y participes de 
los delitos políticos, entiéndase Rebelión, Sedición y Asonada, y conexos; exceptuando aquellos 
crímenes catalogados como atroces, entre ellos, el homicidio con sevicia y el cometido tras colocar 
a la víctima en situación de indefensión o inferioridad, o aprovechándose de ello. 
En consecuencia, 1.384 guerrilleros pertenecientes al M-19, FARC-EP, ELN, ADO y otros 
grupos minoritarios se acogieron a la Ley 35 y accedieron a beneficios tanto económicos como de 
rehabilitación y reinserción a la vida civil.  
En el marco de la mencionada Ley, se creó el Fondo Rotatorio de Amnistía para agilizar 
los desembolsos y giros que conllevaban las ayudas a las que el Estado se había comprometido 
con los miembros de los grupos armados. Por su parte, estos últimos se obligaban a liberar a las 
personas privadas de la libertad que tenían en su poder. 
 Sin embargo, lo idílicamente planteado en las normas legales precitadas no se cumplió 
como se debía. Tiempo después que guerrilleros se acogieron a la Ley 35 de Amnistía, señalaron 
que se sentían perseguidos y denunciaban delitos como allanamiento, desaparición forzada y 
asesinatos contra ellos, miembros de familia y contra la organización misma.  
Entonces, exigieron que la Comisión de Paz desempeñara su papel efectivamente, toda vez 
que solo expedían informes sobre la problemática que ocurría pero sin emitir las recomendaciones 
del caso; así pues, no realizaban mayores aportes y por tanto no se reflejaban progresos. De igual 
forma, los diversos programas y beneficios prometidos no se hacían merecedores de elogios, pues 
no estaban funcionando a cabalidad, eran ineficientes.  
Fue en el marco de la situación antes reseñada, cuando el 28 de marzo de 1984 se creó la 






ley -entre ellos las FARC-EP-, el cual tuvo una función facilitadora de las negociaciones entre el 
grupo guerrillero y el gobierno Betancur. 
Este partido se presentó como una alternativa al bipartidismo que se tenía antes de la 
promulgación de la Constitución de 1991, donde se negaba la posibilidad de participación a 
partidos políticos diferentes al Liberal y al Conservador. Así, la UP pretendía recoger el 
descontento de aquellos que no pertenecían ni a uno ni a otro partido, consolidándose como la 
tercera fuerza política en el país, integrando las luchas campesinas, sindicales, obreras y a los 
populares independientes. En su mejor momento, logro que se eligieran 16 alcaldes, 256 concejales 
y 16 representantes al Congreso.  
Cabe señalar que tras esto, la situación entre el M-19 y el gobierno se tensionó tras el 
asesinato de uno de sus lideres políticos, Carlos Toledo Plata, el 10 de Agosto de 1984, luego de 
acceder a la Ley 35 de amnistía. Posteriormente, es decir, en mayo de 1985, se produjo el atentado 
contra Antonio Navarro Wolf, quien hacía parte de los representantes del M-19 en la Comisión de 
Paz.  
En consecuencia, los diálogos de paz se rompieron y se reinició la actividad bélica y los 
enfrentamientos en territorios como Tolima, Quindío, Valle y Cauca, en el marco de los cuales el 
M-19 se quedó sin sus principales comandantes, los cuales eran Iván Marino Ospina, Álvaro Fayad 
y Gustavo Arias Londoño. Esto produjo el declive total del proceso de la paz, además porque se 
presentaban oposiciones provenientes de todas las clases sociales, aunado a la crisis económica 
por la cual atravesada el país. 
Por su parte, las negociaciones con el EPL no estaban yendo por buen camino, la 
cooperación estaba en declive y, con el asesinato de su vocero político nacional, Oscar William 






Para 1986, las FARC-EP exhortaron al gobierno a la restructuración de las Comisiones de 
Paz, puesto que se estaban tornando débiles y habían sido corrompidas por intereses de terceros. 
Entonces, le hicieron un llamado al presidente Betancur para que no asumiera la guerra preventiva 
como un mecanismo de seguridad nacional, y por el contrario faculte a la nueva Comisión para ser 
intermediaria de nuevos diálogos entre el gobierno y las FARC; todo ello, aclarando que hubieran 
preferido un dialogo directo.  
En este punto de las negociaciones, las FARC-EP, temían por su seguridad pero admitían 
que el terrorismo no era el método más eficiente para hacer oposición al régimen legal y 
constitucional vigente, por lo que rechazaron fielmente los actos cometidos anteriormente por el 
M-19 y EPL.  
Pese a todo lo anterior, el presidente Belisario Betancur, fue incapaz de implementar el 
cambio requerido para obtener el éxito de un proceso de paz efectivo con cualquiera de los grupos 
anteriormente mencionados, pues no tenía ni el poder ni los aliados necesarios para ello.  
No obstante, se le debe reconocer que su gobierno fue el pionero en aspectos de políticas 
de paz, lo que aportó grandes avances no solo para Colombia sino para los demás países que se 
encontraban en situaciones similares, pues reconoció a los insurgentes como actores políticos, 
dándole paso a los diálogos, a las negociaciones y a diferentes acuerdos con las guerrillas. 
 
1.2.- EL GOBIERNO DE VIRGILIO BARCO: EL PROYECTO DE 
REHABILITACIÓN DE LOS MIEMBROS DE LOS GRUPOS AL MARGEN DE LA LEY 






En dicho gobierno (Dana, D.1992, pp. 262-294), el proceso de paz se inició a partir de un 
análisis sobre la situación de orden público y violencia generalizada; diagnóstico que fue liderado 
por el Alto Comisionado para la Paz, Carlos Ossa (Deas, M. & Ossa C.,1994, p.329).  
En él se tuvieron en cuenta principalmente cuatro aspectos. El primero de ellos fue un 
aspecto subjetivo, relacionado con determinar la voluntad de los actores que infringían violencia 
en la población civil; el segundo, la evidente improvisación en los planes económicos estratégicos 
en el país para confrontar la guerra; mediante el tercero, se buscó dejar claro que la solución está 
en institucionalizar la paz, de tal forma que todo lo concerniente a ello se maneje desde la oficina 
del consejero para la reconciliación, normalización y rehabilitación (Deas, M. & Ossa C.,1994, 
p.263), y finalmente, el cuarto aspecto se enfocó en que se encontraba una resistencia por parte de 
la población civil para participar dentro del proceso de paz (Consejeria Presidencial para la 
reconciliación, vol. I, 1990).  
Tras ello vino una segunda etapa del proceso de paz, la cual se enfocó en la búsqueda del 
mejor modelo de negociaciones, esto es, uno que solucione la violencia generalizada, 
institucionalice de la paz, la democracia, la justicia, el uso legítimo de la fuerza y la reconciliación 
social. En general lo que se pretendió fue la rehabilitación en todos los sentidos, es decir no solo 
física sino también moral, en la cual la sociedad civil incluyera a los actores del conflicto y a las 
víctimas, con la participación de todas las regiones en programas de inversión social.  
Fruto de ello, el modelo de negociaciones que al final se acogió estuvo determinado por 
situaciones exógenas al proceso de paz y se instituyó con tres objetivos específicos, lo cual 
marcaría el inicio de una tercera etapa en las negociaciones de paz. (Núñez, R.,2000, pp. 95-121). 
En primer lugar, se tuvo en cuenta que la negociación se desarrollaría en tres fases, denominadas 






una región determinada, donde el grupo actor dentro del conflicto pudiera asentarse y crear 
confianza y credibilidad para con el gobierno y la sociedad. Esta, en un principio, estuvo marcada 
por las cercanías entre las partes, reflejada en las declaraciones públicas donde reinaba su voluntad 
de paz, acompañada de elementos determinantes como el cese al fuego. Con ello, y una vez 
reflejada la voluntad de paz, se iniciaron las negociaciones.  
De otro lado, la fase de transición se vería determinada por la inserción de los guerrilleros 
a la vida democrática y la normalización de las instituciones; aspecto imprescindible pues a través 
de ello se otorgarían garantías para que los guerrilleros puedan vivir nuevamente en sociedad. Este 
proceso se desarrolló con la intervención de entidades de naturaleza tanto pública como privada, 
facilitando la constitución de comités regionales de normalización.  
Finalmente, tendría lugar la fase de reinserción definitiva de los guerrilleros a la vida 
democrática; aspecto que ocurrirá una vez se haya llegado a un acuerdo final. Tras esto, se buscaría 
el mejor mecanismo disponible para garantizar condiciones sostenibles a los guerrilleros y una 
rendición de cuentas por parte de ellos a las víctimas del conflicto. Estos mecanismos podían ser 
la amnistía y los indultos o un sistema de justicia transicional. (Imprenta Nacional, 1989, pp. 2-
111).  
Continuando con los objetivos específicos antes señalados, el segundo de ellos fue el 
dialogo directo con la sociedad, puesto que para efectuar un análisis integral del conflicto se debía 
contar no sólo con la participación de la guerrilla, sino también de la sociedad civil, sin descontar 
que existía delincuencia común que no se estaba teniendo presente (Historia de un Proceso, pp. 
60-64). También se contaría con la intervención de las fuerzas políticas de cada región, quienes 
estarían en libertad de proponer mecanismos para erradicar la violencia generalizada. (Consejera 






Por su parte, el tercer objetivo hace referencia a las negociaciones propiamente dichas, las 
cuales suponen diálogo con guerrillas que tienen un poder militar inferior al del gobierno. Pese a 
ello, se le reconoce el status político al grupo al margen de la ley y el cambio del escenario 
armamentista a uno político (Durango, p.3)  
Ahora bien, tras esto surge una cuarta etapa de las negociaciones, dónde ya se inicia la 
puesta en marcha del modelo diseñado para adelantar las mismas. Esta empieza por un debate con 
los representantes políticos de la sociedad sobre la reestructuración del sistema, una reforma al 
Estado y la apertura del régimen establecido, señalando que se debe continuar con el mismo 
modelo de negociaciones durante todo el proceso, pues la continuidad es algo fundamental. 
(Consejeria presidencial para la reconciliación,vol. I, 1990, p. 311).  
 Finalmente, la última etapa de esta negociación, se caracterizó por plantear una estrategia 
contra la violencia. En ella, el gobierno como cabeza de la rama ejecutiva, tendría que orientar 
todos sus esfuerzos en logar un orden público, para lo cual el presidente Barco decidió designar 
un Consejero de Seguridad Nacional, el cual estaría encargado de mantener el orden público y 
construir una estrategia contra la violencia, mediante el uso de políticas públicas; aspecto nunca 
antes visto en Colombia. (Ríos J. & García P.1997, pp. 71–117). 
 
1.3.- EL GOBIERNO DE ÁLVARO URIBE: DEL CONFLICTO ARMADO A LA 
AMENAZA TERRORISTA 
Desde los inicios de su mandato, Uribe Vélez efectuó particulares declaraciones en relación 
con la situación de violencia que se presentaba en Colombia. En primer lugar, negó la existencia 
de un conflicto armado interno y, en consecuencia, descalificó las negociaciones de paz con grupos 






el establecimiento de una agenda de negociaciones de paz, pues los grupos insurgentes eran 
considerados como terroristas.  
Así pues, su política principal se fundamentó en promover la deserción individual y obligar 
a los grupos armados a un alto al fuego, es decir, a un cese de toda actividad, hostilidad o 
perturbación del orden público, pero de manera unilateral. Para ello, les ofreció estímulos como 
indultos y programas de reincorporación. 
La llamada “Política de Seguridad Democrática”, fue su plan de política central, la cual 
propendía por el sometimiento de los rebeldes ante el gobierno nacional, aún si para ello se 
desconocían los derechos humanos de los insurgentes y ciertos principios rectores del Derecho 
Internacional Humanitario. Esto quiere decir, que Uribe Vélez pretendía buscar la paz a través de 
la guerra, pues si se quería acabar con el terrorismo, los únicos medios admitidos eran el control y 
el combate.  
Sin embargo, a finales del año 2002, el Consejo Mayor de las Autodefensas Unidas de 
Colombia – AUC, liderado por Carlos Castaño, declaró una tregua permanente desde el 1° de 
diciembre de 2002, y le solicitó al Presidente iniciar con las negociaciones para su desmovilización 
y reinserción a la vida civil. Por supuesto, solicitaban que se les otorgara una serie de garantías y 
de beneficios judiciales, además del  acompañamiento de la Iglesia Católica y la participación de 
la Organización de Estados Americanos - OEA, la Organización de las Naciones Unidas - ONU y 
en general, de la comunidad internacional. (Declaración unilateral de cese al fuego de las AUC, 
2002).  
Así pues, para el 23 de diciembre de 2002 fue sancionada la Ley 782, por medio de la cual 
se le otorgaron facultades especiales al presidente para iniciar los diálogos de paz con los grupos 






Ese mismo día se creó la “Comisión Exploratoria de Paz para propiciar acercamientos y 
establecer contactos con los Grupos de Autodefensas Unidas de Colombia, AUC; con las 
Autodefensas Campesinas Bloque Central Bolívar, BCB, y Vencedores de Arauca; y con el Grupo 
de Autodefensas Alianza del Oriente, conformada por las Autodefensas del Sur de Casanare, Meta 
y Vichada”. 
Puesto que existía una petición de extradición sobre Carlos Castaño, jefe político de las 
AUC, como también sobre Salvatore Mancuso y Juan Carlos Sierra, emitida por el Fiscal General 
de Estados Unidos, John Ashcroft, los diálogos entre el Gobierno de Uribe Vélez y las AUC se 
realizaron en el marco de fuertes presiones sociales por las condiciones de alta impunidad, la falta 
de transparencia y las violaciones frecuentes al cese de hostilidades. (Comision Interamericana de 
los Derechos Humanos, 2002).  
Pese a ello, el 15 de Julio de 2003, se firmó el Acuerdo de Santa Fe de Ralito, en el 
departamento de Córdoba. Como resultado de la fase exploratoria, las AUC y el Gobierno de 
Colombia se comprometieron a buscar la paz nacional mediante la desmovilización gradual del 
grupo, la cual finalizaría en 2005, en los siguientes términos: (i) restablecer el monopolio de la 
fuerza en manos del estado; (ii) la desmovilización total de los miembros de las AUC; (iii) seguir 
las recomendaciones de la Comisión de Exploratoria; (iv) la creación de zonas de concentración 
para los desmovilizados, sin despeje militar; (v) el cese de actividades hostiles; (vi) respetar las 
decisiones que tome el gobierno respecto del narcotráfico; (vii) respetar y promover la intervención 
de la Iglesia Católica y, (viii) exhortar a la comunidad Internacional a apoyar este proceso.  
Tras ello, el 31 de marzo de 2004, se conformó la mesa única de negociación de las AUC, 
donde se contó con la participación del Bloque Central Bolívar y del Bloque Vencedores de 






Distensión -con una extensión de 368,79 kilómetros cuadrados-, donde se asentaron la mayoría de 
los miembros de las AUC. Así pues, los diálogos tuvieron iniciaron oficialmente el 1º de julio de 
2004. 
Pese a ello, en el Encuentro Nacional de Victimas se denunció que las AUC seguían 
cometiendo crímenes atroces y de lesa humanidad, y que además, en otras regiones alejadas de la 
zona de negociaciones, aun cuando se estaba dando una desmovilización de los demás miembros 
del grupo, esto no era comparable al número de insurgentes que seguían delinquiendo y a los 
grupos ilegales activos que se continuaban creando. (Encuentro Nacional de Victimas de Crímenes 
de Lesa Humanidad y Violaciones a los Derechos Humanos, 2004). 
No obstante las anteriores quejas, los compromisos comenzaran a cumplirse, y más 
219.000 víctimas -según la Comisión Colombiana de Reparación y Reconciliación-conocerían la 
verdad serían reparadas integralmente. Sin embargo, hasta ese momento solo dos personas habían 
sido condenadas por los crímenes atroces que se cometieron.  
Ante este fracaso, devino una crisis del proceso debido a las fuertes críticas provenientes 
tanto de organismos nacionales como internaciones, relacionadas con la afectación de los derechos 
humanos de las víctimas y con el incumplimiento de los puntos clave de las negociaciones, como 
lo fueron la verdad, la justicia y la reparación a las victimas.  
Entre tanto, el gobierno no exigía de manera inmediata y perentoria el cese de las 
actividades hostiles, no hubo entrega de los bienes de los miembros de las AUC y no se promovió 
un instrumento que sirviera de herramienta para facilitar la implementación de dicho acuerdo sin 






Fue en este ambiente lleno de cuestionamientos que el Congreso aprobó la Ley 975 del 21 
de Junio de 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz, y con ello, se estableció un nuevo marco 
legal para el proceso de reincorporación social de los miembros de los grupos al margen de la ley.  
A pesar que el poder legislativo se esforzó por propiciar herramientas para no vulnerar los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas, no se incluyó ningún mecanismo 
destinado a ello.  
Sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia C-370 de 2006 declaró inexequible 
algunos de los artículos de la citada Ley y condicionó la constitucionalidad de otros a la 
interpretación de los mismos de conformidad con los estándares del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. Dentro de la mencionada providencia, también propuso la confesión como 
condición imprescindible para acceder a los beneficios penales. (Corte Constitucional, sala Plena, 
C-370, 2006)   
Pese a que la Ley de Justicia y Paz no contemplaba amnistías e indultos, otra fue la realidad, 
puesto que los combatientes que al momento de entregar las armas no tenían abierto ningún 
proceso, podrían seguir en libertad; esto, con base en el Decreto 128 de 2003, lo cual produjo que 
sólo el 2% de ellos tuvieran que pagar con cárcel sus crímenes. 
Además, los miembros de las ACU no tuvieron que declarar los crímenes en los cuales no 
habían participado, pero que de igual forma tuvieron conocimiento, pues solo se les exigía la 
confesión de los crímenes propios; razón por la cual muchos crímenes quedaron sin investigar.  
 
1.4.- EL GOBIERNO DE JUAN MANUEL SANTOS: DE LA FIRMA DEL 






CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA A LA MUTACIÓN DE LA 
VIOLENCIA 
Tras muchos años de conflicto armado, se inició en Colombia un proceso de paz entre el 
gobierno del presidente Juan Manuel Santos y la guerrilla de las FARC-EP. Este se estructura en 
tres fases, a saber: exploratoria, de fin del conflicto y finalmente, una fase de construcción de paz.  
La primera fase, denominada “exploratoria” (Equipo Paz Gobierno), tuvo como sede La 
Habana, Cuba, y se desarrolló entre el 23 de febrero y el 26 de agosto de 2012. En ella participaron 
el gobierno de la citada isla y el de Noruega, quienes obraron como agentes internacionales 
garantes del desarrollo de la fase. Así mismo, se recibió el apoyo del Gobierno Bolivariano de 
Venezuela.  
Fruto de esta fase se firmó un Acuerdo General de Paz, documento en el cual se traza un 
mapa de guía para proceso de paz, en el cual se establecen cuáles son las condiciones y las reglas 
de juego, mediante el estudio y análisis de las visiones de las partes convergentes. 
La segunda fase del proceso, llamada “fin del conflicto”, finalizó con la firma del Acuerdo 
Final de Paz, este acuerdo final fija puntos específicos y concretos, provenientes de los seis 
aspectos acordados de manera general en el Acuerdo General de Paz. 
Durante el tiempo que se adelantaron las negociaciones, Arias Trujillo se refirió así a los 
avances que se fueron sucintando en el marco de dichas conversaciones: 
El proceso de paz entre el gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC ha 
avanzado de manera significativa. De los seis puntos que hacen parte de la agenda 
de negociación (“Desarrollo agrario integral”, “Participación política”, “Solución 
al problema de las drogas ilícitas”, “Fin del conflicto”, “Víctimas”, 






y sobre ellos ya hay acuerdos entre las partes. A pesar de las enormes dificultades 
que aún deben superarse, es posible que dentro de unos meses se logre poner fin al 
dramático conflicto que ha vivido el país a lo largo de medio siglo. (Arias, T. 
Ricardo). 
 
Por su parte, la tercera fase, que recibe el nombre de “construcción de paz”, la cual 
comenzó con la implementación del Acuerdo Final, y tiene como propósito que, tras terminar la 
guerra, se logre construir una paz estable y duradera.  
Ahora bien, es preciso señalar que las negociaciones entre guerrilla y gobierno se 
manejaron a través de mesas (Arias, T. Ricardo), de conformidad con lo establecido en el punto 
segundo del Acuerdo General de Paz. Así pues, las mesas estuvieron integradas por 20 delegados 
(10 personas en calidad de representantes del gobierno nacional de Colombia y 10 en nombre del 
grupo guerrillero FARC-EP), los cuales tuvieron facultad para decidir, opinar y señalar 
conclusiones en relación con los debates y los intereses de cada parte negociadora.  
De igual forma, cabe agregar que cada una de las mesas podía consultar expertos externos 
e independientes para tratar el tema que consideren pertinentes; que las mesas fueron financiadas 
con recursos del Estado; que estas tenían la obligación de realizar informes periódicamente 
informando lo concluido tras los debates que se desarrollen en su interior; y que las conversaciones 
que allí se realizaron se orientaron por el principio de “nada está acordado hasta que todo esté 
acordado”.  
Así mismo, a las mesas se les dio libertad para utilizar el sistema que estimen más 
conveniente para su desarrollo. Por ejemplo, en lo tocante al primer punto del Acuerdo General 






delegación y hacer una presentación conjunta de ellas, dando tiempo para que cada parte prepare 
el debate y analice las diferentes posturas. 
Por otro lado, en el desarrollo de los acuerdos también se optó por la creación de 
comisiones, como la Comisión de Redacción, la cual tenía como fin la elaboración del primer 
borrador de los acuerdos conjuntos, y estaba integrada hasta por cinco miembros de cada 
delegación. Cabe agregar que tras cada sesión adelantada por toda comisión, deben levantarse actas 
que describan lo acontecido en dichas reuniones para posteriormente, ser entregadas a los 
representantes de los países garantes.  
 Las mencionadas mesas de negociación llegaron a su fin cuando el 24 de noviembre de 
2016, las delegaciones del gobierno y de las FARC-EP dieron a conocer el Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, dentro del cual, se 
reitera, uno de los mecanismos pactados fue el de un procedimiento legislativo especial 
denominado “Fast Track”.  
 Así las cosas, en páginas posteriores ahondaremos en todo lo relacionado con este 
mecanismo –iniciando por describir sus orígenes y características-, por considerarlo de especial 





































2.- EL FAST TRACK, MECANISMO NOVEDOSO PARA LA 
IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO FINAL DE PAZ: UN RETO PARA EL 
CONSTITUCIONALISMO CONTEMPORÁNEO 
Este segmento del trabajo de investigación tiene el objetivo de resolver todas las dudas 
respecto de este nuevo mecanismo, desde su origen, su utilización y la efectividad que ha tenido 
en países como Angola e India, así como la manera en la cual se desarrolló en Colombia. Para ello, 
también se hará referencia al trámite del proceso legislativo ordinario, pues académicamente, 







2.1.- LA TRANSICIÓN DE LAS FORMULAS JURÍDICAS PARA AGILIZAR 
PROCEDIMIENTOS: DESDE ELEMENTOS DE ORIGEN ANGLOSAJÓN A LOS 
MECANISMOS DE IMPLEMENTACIÓN DE LOS ACUERDOS DE PAZ EN 
COLOMBIA 
El primer registro de mecanismos Fast Track, lo encontramos en la lucha contra la 
acumulación de procesos que se encontraban retenidos y paralizados en los tribunales civiles 
Estadounidenses, debido a que el ritmo de los litigios era muy lento y a la deficiencia en el número 
de jueces, al término de resultar insuficientes. Así, la primera concepción de este mecanismo se 
dio como una propuesta dirigida a reducir las etapas procesales en los juicios (S. Cates H.J..& 
Myers. R. D. l. , 1989).  
Posteriormente encontramos una aparición en materia comercial, pues se necesitaba 
aumentar la demanda y la oferta comercial de Estados Unidos. En este sentido, el Fast Track era 
la solución a la inmediatez y a la rapidez que se necesitaba para llevar a cabo el perfeccionamiento 
de los tratados de libre comercio y de los acuerdos comerciales con otros países, puesto que el 
ordenamiento jurídico estadounidense en materia de comercio internacional era muy complejo y 
extenso (Dispatch, U. D.,1991). Entonces con la implementación de un mecanismo Fast Track, fue 
re direccionada la negociación de los tratados de libre comercio de forma exclusiva al poder 
ejecutivo, quitándole la injerencia al  órgano legislativo.  
De lo reseñado brevemente en los párrafos anteriores, destaca que los primeros usos que se 
le dio a este procedimiento especial no fueron en el marco de negociaciones de paz tendientes a 






de derecho comparado, en las cuales se han implementado mecanismos de Fast Track en escenarios 
similares al Colombiano. 
 
2.2.- LA APLICACIÓN DE UN MECANISMO DIFERENTE AL ESTIPULADO EN 
LA CARTA MAGNA: LA EXPERIENCIA DE ANGOLA, INDIA Y BOSNIA 
En primera medida, es importante tomar la experiencia internacional como guía para 
asentar los conocimientos sobre el tema, analizando los éxitos y los fracasos que tuvieron lugar en 
diferentes países objeto de estudio; todo ello, en punto de la implementación y la efectividad de 
los procesos de paz adelantados.  
En relación con los casos que se presentarán a continuación, es pertinente mencionar que 
la doctrina ha señalado que cuando nos apartamos de los acuerdos como foco del proceso de paz, 
se corre el riesgo que se reabran las negociaciones una y otra vez, y se termine generando más 
guerra.   
Entonces, en primera medida nos referiremos a la Guerra Civil de Angola -la más larga en 
el continente africano-, que comenzó en un contexto de Guerra Fría (1961-1974), pero en dónde 
el conflicto armado se arreció hacia el año de 1975, con la independencia del país africano. Este 
se dio por la imposibilidad de sectores excluidos para ejercer la política, de tal manera que los 
grupos antagonistas, tales como El Movimiento Popular por la Liberación de Angola (MPLA) y 
La Unión Nacional para la Independencia Total De Angola (UNITA), se rebelaron contra el 
gobierno de Luanda (Fortna, V. P. (2003 ).  
A dicho conflicto se buscó darle una salida negociada, y los diálogos se iniciaron 






no fue la mejor, toda vez que en el primer año su implementación estuvo rondando el 1.85%, y 
para el quinto año tan solo se había logrado implementar el 53.7% de lo acordado.  
No obstante, se redactó un segundo acuerdo en el cual se pactó un mecanismo Fast Track, 
fue un éxito. Durante su primer año se logró implementar más del 68.42% del acuerdo, siendo 
clara la influencia positiva del nuevo mecanismo. (Gaceta del Congreso 776, 2015, Informe de 
Ponencia). 
 De otro lado, el conflicto que se presentó en la India se relacionó con el reconocimiento de 
los derechos de los pueblos indígenas, siendo uno de los movimientos más reconocidos el 
denominado “Bodoland”, el cual tenía como bandera de lucha la independencia de su pueblo 
indígena, por considerar que tenían todos los elementos estructurales para ser un Estado 
Independiente. 
Estos reclamos desembocaron en un conflicto civil interno lleno de violencia (Xaxa. V., 
2016, pp.142-147), el cual llegó a su fin tras un periodo de negociación que desembocó en la firma 
de un acuerdo de paz entre el gobierno hindú y el movimiento “Bodoland”.  
En cuanto a la implementación del mencionado acuerdo, en el primer año se logró un 
23.52%.  Sin embargo, 10 años después de la ratificación del mismo, el porcentaje de 
implementación no había avanzado (Gaceta del Congreso 776 (2015), Informe de Ponencia). Es 
así como se puede dilucidar que los compromisos entablados no fueron seguidos, y las 
modificaciones y adaptaciones que debían realizarse en el ordenamiento jurídico interno para 
adaptarlo a lo fijado en el acuerdo de paz, no se realizaron con celeridad y eficacia.  
 Por otra parte, en Bosnia el conflicto armado surgió desde la antigua Yugoslavia, guerra 






conflicto se incrementó, (Yeager. J. D., 2004, pp. 44-51) apareciendo múltiples partidos y 
movimientos políticos con ideologías diferentes a la del gobierno en turno. 
 Este conflicto finalizó con una serie de negociaciones, que llevaron a la firma de un 
acuerdo de paz el 14 de diciembre de 1995. Para el año siguiente, ya se había implementado un 
72% de lo acordado tras realizar las reformas legales necesarias para ello; para el quinto año el 
porcentaje de implementación ascendía a un 84,7% y para el décimo año a un 93%. (Gacetas del 
Congreso 821, 943, 1010 (2015); 118, 276 (2016)).  
 
2.3.- EL TRÁMITE DE LOS PROYECTOS DE LEY DESDE LA ÓPTICA DEL 
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO ORDINARIO 
El término “procedimiento” proviene del latín “processus”, cuyo significado es sinónimo 
de avance, marcha o desarrollo, haciendo alusión a aquellas acciones consecutivas a seguir para 
llegar a un determinado fin. En otras palabras, un procedimiento implica la implementación de un 
método que asume como objetivo final un resultado fijo.  
Por su parte, La Real Academia Española nos señala que la palabra “procedimiento” puede 
llegar a tener tres definiciones reconocidas, así: (i) la acción de proceder; (ii) el método de ejecutar 
algunas cosas, y (iii) la actuación por trámites judiciales o administrativos.  
De otro lado, según la Presidencia de la República de Colombia, un procedimiento implica 
una forma específica de llevar a cabo una o más actividades de un proceso (SIGI, 2012). Esto 
advierte que el concepto de procedimiento está estrechamente ligado al de proceso; conceptos que 
además, en muchas ocasiones son usados de manera similar, sin detenimientos o diferencias.  
 Desde una perspectiva etimológica, ambos términos a pesar de tener raíces iguales, pues se 






procedimiento, es decir, éste último ha cedido su paso al primero. El término "proceso" viene de 
la doctrina alemana y se origina en el término canónico processus judicii, mientras que el término 
procedimiento es de origen francés" (Satta, 1964, p. 28; citado por Romero Montes Montes, p. 
15). 
Ahora bien, jurídicamente hablando, la acepción proceso tiene un significado general y uno 
estricto. Según la teoría pura del derecho, el proceso en su concepto general, está conformado por 
actividades realizadas por las tres ramas del poder público, destinadas a la creación o aplicación 
de la norma, de tal suerte que el proceso puede ser legislativo, administrativo o jurisdiccional. 
Por otro lado, el concepto estricto de proceso, es desarrollado por el profesor Carnelutti, 
quien le da el significado de un “conjunto de actos coordinados y sucesivos realizados por los 
órganos investidos de jurisdicción y los demás sujetos que actúan, con el fin de obtener la 
aplicación de la ley sustancial o material a un caso concreto o particular Características” (Citado 
por Couture, Eduardo J., pp.39 a 70).  
 Así mismo, Calamandrei, nos señala que “"proceso" y "procedimiento", aun empleándose 
en el lenguaje común como sinónimos, tienen significado técnico diverso, en cuanto el 
"procedimiento" indica más apropiadamente el aspecto exterior del fenómeno procesal (en el 
curso del mismo proceso puede, en diversas fases, cambiar el procedimiento)” (p. 318, Nota al 
pie 2). 
Entonces, la relación entre procedimiento y proceso es de especie a género, pues mientras 
el proceso abarca toda una secuencia de actividades realizadas por las ramas del poder público, el 
procedimiento es solo una parte de dichas actividades. Entonces, mientras  el proceso es un 






 El precitado profesor Carnelutti, resalta el temor de que se incurra en el error de confundir 
el proceso con el procedimiento, puesto que aún cuando uno contiene al otro estos no son términos 
sinónimos, en razón que la mezcla de varios procedimientos puede consistir en solo un proceso. 
Para ejemplificar ello, el doctrínate se refiere a la siguiente metáfora: "Para distinguir mejor entre 
proceso y procedimiento se puede pensar en el sistema decimal: el procedimiento es la decena; el 
proceso es el número concreto, el cual puede alcanzar la decena o bien comprender más de una” 
(Ubilex Asociados, Balotario, 2012, p.56). 
Ahora bien, el término “legislativo” por sí solo, hace referencia a la producción de las leyes. 
No obstante, la Real Academia Española, nos advierte que puede llegar a tener tres significados, a 
saber: (i) como referencia al órgano que legisla; (ii) cuando algo pertenece o es relativo a la 
legislación, y (iii) cuando sea autorizado por la ley-. En cuanto a su etimología, la palabra se 
compone por elementos léxicos como lex, legis (ley); lat –de ferre- (producir, llevar), y el sufijo 
tivo (relación activa o pasiva).  
Así pues, en la sección siguiente se abordará de manera extensa todo lo relacionado con el 
componente Ley, desde su concepto, contenido y clasificación en el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
 
2.3.1.- LA LEY 
Este primer componente del término “legislativo” -lex o legis-, significa ley, palabra que 
si bien tiene su raíz latina en lex o legis, “la verdadera raíz latina se encuentra en el verbo “legere” 
que significa escoger, según unos, y leer en opinión de otros; porque la ley escoge mandando unas 
cosas y prohibiendo otras para la utilidad pública, y porque se leía al pueblo, para informarle de 






Ahora, es cabe señalar que la ley ocupa un lugar muy importante dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano, puesto que al igual que los reglamentos, los actos administrativos y la 
Constitución, es una fuente normativa principal; por supuesto, sin desconocer que la constitución 
es la norma de normas (Artículo 4). 
Sobre su definición, destaca lo señalado por Andrés Bello en el Código civil (artículo 4), 
al tenor del cual la “Ley es una declaración de la voluntad soberana manifestada en la forma 
prevenida en la Constitución Nacional. El carácter general de la ley es mandar, prohibir, permitir 
o castigar”. 
De otro lado, si bien en la Constitución no se define explícitamente qué es una ley, ello no 
quiere decir que dicha figura no existe en el ordenamiento jurídico colombiano, sino que las 
alusiones que la Carta Magna hace al respecto deben ser interpretadas.  
Así, el texto constitucional nos trae diversas referencias a la ley. Por ejemplo, donde nos 
conduce al término de ley en sentido amplio, sinónimo de derecho, estableciéndolo como conjunto 
de normas jurídicas emitidas por la autoridad competente (Artículos 6 y 13), o en sus Artículos 
150 y subsiguientes, dónde utiliza el término de “ley” en sentido estricto, para referirse al producto 
del órgano legislativo, “El congreso nacional, como representante del pueblo, ostenta la facultad 
y la titularidad normativa originaria condicionada solo por la constitución” (Sierra Porto, H.,).  
 Fuera de la Carta Política, los conceptos y significados del vocablo “ley” son muy ricos, 
tanto así que la Real Academia Española registra más de 12 usos. En el mismo sentido, para Senado 
de la República de Colombia una ley “es una norma o una regla que nos dice cuál es la forma en 
la que debemos comportarnos o actuar en la sociedad. Las Leyes nos dicen lo que es permitido y 






menos conflictos en la población. Traen solucione. Evitan conflictos” (Senado de La Republica de 
Colombia ).  
 Por su parte, Santo Tomás de Aquino define la ley como “una prescripción de la razón, en 
vista del bien común y promulgada por el que tiene al cuidado la comunidad” (Santo Tomas de 
Aquino, Suma Teológica I y II, cuestión 90, articulo 1), y el doctrinante francés Planiol nos expone 
un concepto de ley que hace evidente su relación con el contrato social, pues señala que la ley es 
la “Regla social obligatoria establecida con carácter permanente por la autoridad pública y 
sancionada por la fuerza” (Valleta, L.).  
Otros sectores de la doctrina han establecido dos clases de concepto entorno a la palabra 
ley con el objeto de diferenciarla de las demás normas: un concepto material y uno formal. El 
primero de ellos hace alusión al contenido de la ley, pues es el legislador quién determina cuáles 
son los temas específicos que una ley contiene, así como su estructura. 
Este concepto material se basa en dos aspectos en particular. Por un lado, se indica que los 
temas regulados por las leyes solo serán los que revisten de mayor importancia dentro de un Estado 
de derecho; y por otro se prohíbe las leyes con contenido particular, pues si llegaran a existir leyes 
para casos en concreto se estarían tomando funciones que le corresponden a los actos 
administrativos, y se adoptarían medidas que van en detrimento del principio de igualdad. Es por 
ello que las leyes tienen un contenido general y abstracto. 
 Ahora, el concepto formal de ley sostiene que “es ley todo lo acordado por el parlamento 
mediante el procedimiento legislativo, independientemente de cuál sea su contenido” (Sierra 
Porto, H.,). Entonces lo que hace diferente la ley de las otras normas jurídicas es el procedimiento 






Sobre esto destaca la opinión de Garrorena, quien manifiesta que “La ley es la principal 
fuente del ordenamiento jurídico, diferenciada de las demás fuentes por su singular forma 
democrática de elaboración, en la que se incluye, como un plus de legitimidad, la necesaria 
intervención de las minorías” (Ley cir, p. 3996). 
De igual forma, formalmente hablando también ha de determinarse el órgano que la 
expedirá -que debe ser el Congreso de la República-, y el nombre que la ley llevará en su 
encabezado; y además debe tenerse en cuenta que el contenido de la ley está limitada por el marco 
constitucional.  
En relación con lo anterior, el Doctor Sierra Porto afirma que el legislador colombiano 
acogió el concepto de ley formal, puesto que no prohíbe las leyes particulares ni específicas, 
inclusive, se podría llegar a decir que admite algunas, citando como ejemplo de su afirmación a 
las leyes de expropiación por motivos de utilidad pública, de interés social o por motivos de 
equidad, las cuales sin duda alguna son leyes para casos específicos.  
 Por otra parte, la ley como tipo de norma jurídica tiene características particulares que la 
hacen diferente a las demás, las cuales son el rango, la fuerza y el valor. El rango hace referencia 
a la posición o nivel que tiene la ley como fuente normativa.  
Al respecto, tal como quedó expuesto anteriormente, es claro que la ley es una fuente infra 
constitucional, o “dicho de otra forma, la ley tendrá limites materiales, en tanto es una norma que 
no debe contradecir lo expuesto en la constitución, como limites formales, su forma de 
manifestación se debe adecuar a las reglas de producción normativa que la misma ha establecido” 






Queda claro entonces que la ley se encuentra limitada exclusivamente por la Constitución. 
Respecto de la Ley, las otras fuentes normativas son fuentes terciarias, ocupan un rango inferior a 
la misma y por tanto deben guardar coherencia con las directrices constitucionales y legales. 
En cuanto al valor, este se relaciona fuertemente con la presunción de validez que goza la 
ley, toda vez que presume que la ley es constitucional en cuanto a su contenido, forma y órgano 
competente para expedirla. Así, se tiene que la ley  de obligatorio cumplimiento para todos los 
funcionarios públicos y los particulares desde que entra en vigor hasta que es declarada 
inconstitucional o derogada por una ley posterior.  
Asimismo, esta característica hace referencia a que la ley no puede ser controlada por otro 
órgano diferente al que fijó el constituyente. Sobre esto, es claro que la competencia la tiene la 
Corte Constitucional; llamada a ser el órgano único que posee la facultad de revisar si las leyes se 
encuentran o no estado de inconstitucionalidad. 
Ahora bien, en relación con la fuerza, el Doctor Sierra Porto ha señalado que la fuerza de 
ley es un elemento que no es exclusivo de ella, como sí lo son el rango y el valor, pues también se 
predica de los Decretos Ley y los Decretos Legislativos. Esta fuerza de ley se deriva de la posición 
que posee dentro del sistema de fuentes normativas, consecuencia de la cual puede modificar, 
derogar o suspender fuentes terciarias; aspecto que no puede ocurrir de manera inversa.  
Por lo anterior, la doctrina ha clasificado a la fuerza en activa y pasiva. La fuerza activa se 
ejerce cuando la ley modifica, deroga o suspende una norma inferior, mientras que la fuerza pasiva 
se relaciona con la impermeabilidad con la cual goza la ley, toda vez que no puede ser modificada, 
derogada o suspendida por una norma jurídica de rango inferior.  
Desde otra perspectiva, debe tenerse en cuenta la clasificación de las leyes, en dónde 






implementar las diferentes categorías de ley existentes, como las Leyes Orgánicas, las Leyes 
Estatutarias y las Leyes Ordinarias. No obstante lo anterior, nuestra Constitución consagra también 
otras categorías de leyes mucho más específicas. 
Dentro de estas leyes específicas se encuentra la Ley de Expropiación por razones de 
equidad o la Ley del Plan Nacional de Inversiones la cual está consagrada en el artículo 341 
Constitucional y se refiere a las inversiones a nivel nacional del plan de desarrollo.  
En cuando a las leyes generales, estas son generales y abstractas y su libertad de creación 
está limitada, toda vez que en este tipo de ley se prohíbe tratar casos específicos y concretos.  
Por otra parte, las Leyes de delegación son aquellas que trasladan la función de legislar al 
Presidente, dotándolo de una facultad extraordinaria, pues las normas que expida el presidente en 
esta calidad tienen fuerza de ley. Formalmente hablando, para la aprobación de esta ley es 
necesaria la mayoría de los votos a favor de una y otra cámara, y es el ejecutivo quien tiene la 
iniciativa legislativa de manera exclusiva. 
No obstante, esta facultad extraordinaria tiene sus límites, pues el Presidente no podrá 
expedir códigos, leyes estatutarias, leyes orgánicas, no podrá decretar impuestos, ni podrá crear 
servicios administrativos o técnicos para cualquiera de las cámaras del Congreso. 
También debe mencionarse que la Constitución le concede al Congreso la función de 
expedir las leyes que conceden amnistías e indultos generales para delitos políticos, las cuales 
podrán promulgarse por motivos de orden público y de conveniencia política para el país. Cabe 
precisar que solo las amnistías requieren de un procedimiento legislativo, pues los indultos los da 






La importancia de una ley de esta categoría se refleja en que necesita la aprobación de la 
mayoría de 2/3 de ambas cámaras; mayoría que se cree que aún más cualificada que aquella que 
se necesita para reformar la constitución. 
También existe la posibilidad de crear leyes que establecen monopolios económicos, con 
las cuales se pretende designar y monopolizar una actividad o un servicio. Este proyecto de ley 
debe provenir del gobierno, y para su aprobación se exige la mayoría de los votos de una y otra 
cámara.   
Otro tipo especial de ley es aquella que convoca una Asamblea Nacional Constituyente, la 
cual debe ser aprobada por la mayoría de los miembros de cada cámara. Una ley aún más específica 
que las anteriores, es aquella que delimita el derecho de locomoción y circulación en la isla de San 
Andrés; ley que, a pesar de no ser una ley estatutaria, rompe con el principio de las reservas que 
sobre los derechos fundamentales hace el constituyente. Para la aprobación de la ley antes 
mencionada, se requiere la mayoría de los votos de los miembros de ambas cámaras.  
 Por su parte, dentro de las leyes ordinarias entran todas aquellas leyes que no tienen 
reservado ninguna materia en especial y no están revertidas de ningún procedimiento en particular.  
De otro lado, las leyes orgánicas son leyes procedimentales, las cuales se distinguen de las 
demás en que tiene un nombre específico, regulan materias asignadas por el constituyente y su 
aprobación requiere un procedimiento particular. 
El constituyente reservó ciertas materias para las leyes orgánicas, las cuales son: (i) 
Regulación de los reglamentos de las cámaras; (ii) Normas sobre preparación, aprobación y 
ejecución de los presupuestos anuales y del plan general de desarrollo, y (iii) Las relativas a las 
asignaciones de competencia normativa a entidades territoriales.  Para su aprobación se exige 






Por otro lado, las leyes estatutarias están consagradas en el artículo 152 de la Constitución 
Política de Colombia, y son las leyes más puntuales de nuestro ordenamiento jurídico, pues además 
de tener un nombre específico, se distinguen por tener un objeto reglado y un determinado 
procedimiento.  
Frente al concepto de ley estatutaria, la Corte Constitucional ha dicho que “Se trata de leyes 
fundamentales para la regulación de asuntos medulares, expresamente señalados por el 
Constituyente, en la construcción del modelo político y jurídico que promueve la Carta Política 
de 1991” ( Sentencia C-013, 1993). 
 En cuanto a las materias que son objeto de las mencionadas leyes, el constituyente las 
circunscribe a las siguientes: (i) Derechos fundamentales y mecanismos de garantía de 
administración de justicia; (ii) Regulación de los partidos y movimientos políticos, estatuto de 
oposición y funciones electorales; (iii) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana y, 
(iv) Estados de excepción. 
Sin embargo, debe tenerse un especial cuidado frente a los temas conexos a los 
anteriormente mencionados, porque su relación con las materias a tratar en la ley estatutaria, no 
los excluye de ser tratados desde el tipo de ley al que pertenecen (Sentencia C-670, 2001).  
Al respecto, el Tribunal Constitucional afirma que “...las leyes estatutarias sobre derechos 
fundamentales tienen por objeto desarrollarlos y complementarlos. Esto no supone que toda 
regulación en la cual se toquen aspectos relativos a un derecho fundamental deba hacerse por vía 
de ley estatutaria. De sostenerse la tesis contraria, se viciaría la competencia del legislador 
ordinario.” (Sentencia C- 013,1993) 
Al respecto, la Constitución Política exige para su aprobación la mayoría absoluta de los 






tratados mediante este tipo de leyes. (Sentencia C-670, 2001). De igual forma, se exige que el 
proyecto de ley sea estudiado y aprobado en una sola legislatura.  
En esta misma línea, cabe añadir que los proyectos de ley estatutaria son estudiados de 
manera previa a su promulgación, por la Corte Constitucional; control que rompe con la regla 
general según la cual la revisión constitucional se realiza a posteriori, pues mediante ello se evita 
que sean aprobadas con vicios en su contenido y en su forma.  
El referido estudio de constitucionalidad no limita a la Corte Constitucional para realizar 
un análisis de la ley de forma posterior. Al respecto, Humberto Sierra Porto afirma que “Si bien, 
la sentencia que emite la Corte Constitucional, al realizar el control previo del proyecto de ley, 
tiene efectos de cosa juzgada, esto no coarta la idea de que en un futuro si esta misma ley vulnera 
derechos fundamentales pueda llegar ser asunto de estudio constitucional posterior” (Concepto 
y Tipos de Ley en la Constitución Colombiana, Humberto A. Sierra Porto.). 
Una vez reseñados todos los tipos de leyes que existen en el ordenamiento jurídico de 
Colombia, a continuación se recoge dicha información en un cuadro comparativo que expone de 
manera sucinta y concreta las diferencias entre cada una de las leyes mencionadas en precedencia. 
Veamos: 
 
CLASIFICACIÓN DE LAS LEYES 
 












Ley Orgánica 1. Regulación de los reglamentos 
de las Cámaras;                                            
2. Normas sobre preparación, 
aprobación y ejecución de los 
presupuestos anuales y del plan 
general de desarrollo; y                             
3. Las relativas a las asignaciones 
de competencia normativa a 
entidades territoriales. 
Artículo 151.  Mayoría Cualificada. 
Ley Estatutaria 1. Derechos fundamentales y 
mecanismos de garantía.                       
2. Administración de justicia,        
3. Regulación de los partidos y 
movimientos políticos, estatuto de 
oposición y funciones electorales,  
4. Instituciones y mecanismos de 
participación ciudadana y  5. 
Estados de excepción. 
Artículo 152. Mayoría Absoluta de 
una y otra Cámara para 
su aprobación. Tramite 




Ley del Plan Nacional 
de Inversiones. 
Plan Nacional de Inversiones. Artículo 341.  Mayoría Simple para su 
aprobación.  
Ley de Expropiación 
por Razones de 
Equidad. 
Expropiaciones que no generen 
indemnización. 
Artículo 58.  Mayoría Calificada 
para su aprobación.  
Leyes Generales. 1. Organización de crédito 
público, 2. Regular el comercio 
exterior y señalar el régimen de 
cambio internacional, en 
concordancia con las funciones 
que la constitución le da la junta 
directiva del banco de la república,                              
3. Modificas por razones de 
política comercial los aranceles, 
tarifas y demás disposiciones 
concernientes al régimen de 
aduanas,                               4.Regular 
las actividades financieras, 
bursátil, aseguradora y cualquier 
otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de 
los empleados públicos, miembros 
del congreso y de la fuerza pública, 
5.Regular el régimen de 
prestaciones sociales mínimas de 
los trabajadores oficiales.  
Artículo 150, 
#19. 
Regulada solo de 
manera general y 
abstracta, no pueden 








Leyes de Delegación.  Atribución de facultades 
extraordinarias al presidente para 
expedir normas con fuerza de ley. 
Artículo 150, 
#10.  
Mayoría absoluta en 
una y otra cámara que 
se exige para su 
aprobación, iniciativa 
solo gubernamental.  
Leyes que conceden 
amnistías o indultos 
generales por delitos 
políticos.  
Conceden Amnistías e Indultos 
Generales por Delitos Políticos.  
Artículo 150, 
#17.  
Mayoría de 2/3 de los 
votos pertenecientes a 
los miembros de una y 
otra cámara para su 
aprobación.  
Leyes sobre 
restricciones a los 
límites del derecho de 
circulación en san 
Andrés islas 
Restricciones a los límites del 
Derecho de Circulación en San 
Andrés Islas.  
Artículo 310, 
inciso 2.  
Mayoría de los 
miembros de cada 
Cámara.  
Leyes que establecen 
monopolios 
económicos. 
Reservas determinadas actividades 
estratégicas o servicios públicos, 
monopolizar las actividades o 
servicios.  
Artículo 365. Mayoría de los 
miembros de una y otra 
cámara y la 
presentación del 
proyecto debe ser 
iniciativa 
gubernamental.  




Convocar la Asamblea Nacional 
Constituyente. 
Artículo 379. Aprobadas por la 
mayoría de los 
miembros de una y otra 
cámara, solo puede ser 
controlado por la corte 
constitucional por los 
vicios de forma 
previstos en la 
constitución. 
Leyes que someten a 
referendo un proyecto 
de reforma 
constitucional 
elaborado por el 
congreso. 
Referendo de proyecto de Reforma 
Constitucional. 
Artículo 378. Mayoría de los 












Ninguna en específico.  
   









2.4.-  LA RUPTURA TEMPORAL DE LA REGLA GENERAL DEL 
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 
De la misma manera en la cual en el acápite anterior se realizó un análisis exhaustivo de 
todos los aspectos relacionados con la ley, en este se procederá a hacer lo propio pero respecto del 
procedimiento de formación de la misma, denominado procedimiento legislativo. 
Este hace referencia al “conjunto de las etapas por las cuales debe pasar un proyecto o 
proposición de ley para ser ley de la república.” (Castillo A, María C.; Padrón Pardo & Floralba 
Alejandra, 2002,p.100), y se encuentra regulado entre los artículos 154 y 169 de la Constitución 
Política, así como en la Ley 5 de 1992 –Reglamento del Congreso de la República-. 
Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado “la regulación del proceso de formación 
de las leyes, que es una de las funciones esenciales del Estado, y en particular del Congreso, 
pretende precisamente potenciar el principio democrático y preservar el contenido esencial del 
régimen institucional diseñado por el Constituyente.” (Sentencia C-737 de Julio 11 de 2001). 
 Ahora bien, debe tenerse en cuenta que de manera previa al inicio de dicho procedimiento 
deben observarse una serie de presupuestos necesarios para su inicio, los cuales tienen por objeto 
crear las condiciones necesarias para que el mencionado procedimiento se adelante en los términos 
previstos por el ordenamiento jurídico. Estos se distinguen de los actos preparatorios, sobre los 






 Sobre ellos, Modungo los define como “aquellos elementos –subjetivos u objetivos- 
externos al procedimiento de formación del acto, cuya ausencia total o parcial, puede determinar 
la ilegitimidad total del acto, sin que pueda salvarse ninguna disposición” (L’invalidità, p. 154.).  
 Otros sectores de la doctrina no están de acuerdo en que estos presupuestos puedan infuir 
en la validez del procedimiento de formación de la ley. Al respecto, cabe señalar que si bien nuestra 
Constitución Política posee estrictos mecanismos de control y formulan de manera expresa y tacita 
todos los requisitos formales y materiales que debe contener una ley y, en este sentido, los 
presupuestos no hacen parte del procedimiento legislativo; se ha considerado que su no 
observancia es susceptible de provocar vicios en la formación de la ley.  
En esta línea, el numeral 4º del artículo 241 superior es muy específico al hablar de los 
actos que hacen parte del procedimiento legislativo. Desde una interpretación exegética se podría 
llegar a decir que los presupuestos del procedimiento legislativo no hacen parte del estudio de 
validez de las leyes, pero es preciso abordar estas normas interpretándolas de manera sistemática, 
pues haciendo un estudio de los artículos subsiguientes al anterior es posible evidenciar que el 
mismo constituyente hace énfasis en dichos presupuestos.  
Entonces, la importancia de esta figura al momento de evaluar la validez de la ley se 
fundamenta en dos razones. La primera, que en realidad puede tomarse como un argumento ad 
abundatiam en cuanto explicación de la segunda, es la importancia de que sean respetados los 
valores fundamentales constitucionales, con independencia que estos se concreten a través de 
requisitos previos a las actuaciones procedimentales. Además, la segunda razón, de índole 
eminentemente normativa, es la inclusión de estos presupuestos dentro de nuestra Carta Política, 






Por otro lado, los actos preparatorios son los requisitos constitucionales que deben estar 
presentes en el proyecto de ley aún cuando no se haya comenzado a ejecutar el procedimiento 
legislativo (Palacio,2005, pp.78-79). Estos no producen efectos jurídicos por sí solos, pues no son 
considerados actos finales en mismos, pero ayudan a perfeccionar y optimizar el procedimiento 
legislativo, favoreciendo el principio democrático – rector dentro del estado social de derecho-. A 
diferencia de los presupuestos del procedimiento legislativo, los actos preparatorios hacen parte, 
sin duda alguna, del estudio de validez del proyecto de ley, toda vez que hacen parte del marco 
normativo del procedimiento legislativo, aun cuando se presenten en la etapa pre procedimental.  
Teniendo en cuenta que algunos proyectos de ley requieren la participación de autoridades 
o su intervención previa, a continuación se presentan algunos ejemplos de actos preparatorios:  
- En la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo deben participar las entidades 
territoriales, el Consejo Superior de la Judicatura y el Consejo Nacional de Planeación. Además, 
se debe contar con el concepto previo del CONFIS sobre el Plan Nacional de Inversiones, para 
posteriormente solicitar la aprobación del COMPES.  Asimismo, el Presidente de la República 
deberá presentarlo ante el mencionado Consejo Nacional De Planeación, órgano que deberá rendir 
concepto y si es el caso, realizar las recomendaciones que estime convenientes.  
- En la elaboración de la Ley Anual de Presupuesto, se requiere iniciativa legislativa 
exclusiva por parte del Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Hacienda, y debe participar 
el Departamento Nacional de planeación, someterse al concepto previo del CONFIS y del 
COMPES -quien deberá aprobarlo-.   
- Cuando el proyecto de ley afecte directamente una comunidad indígena, afro descendiente 






Con posterioridad a la observancia de los presupuestos o los actos preparatorios, deben 
estudiarse las fases que componen de manera íntegra el procedimiento legislativo, a saber: (i) Fase 
de iniciativa; (ii) Fase de discusión y aprobación, también denominada fase parlamentaria, y 
finalmente la (iii) Fase integradora de la ejecución de la ley. Veamos: 
La fase de iniciativa consiste en la etapa pre-parlamentaria, la cual abarca los requisitos 
que deben satisfacerse para presentar un proyecto de ley a una Cámara respectiva del Congreso de 
la República (Lancheros, G. & Otros, 2010, p.17). 
El término iniciativa se refiere a la facultad constitucional que tienen ciertas personas, 
grupos y órganos, de presentar proyectos de ley o de actos legislativos ante el Congreso de la 
República, con el fin de se desarrolle el procedimiento legislativo sobre el mismo. 
Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia C- 363 de 2000, explica que: 
 Iniciativa, en criterio de esta Corte, significa tanto como acción tendiente a 
iniciar o comenzar un proceso o actuación. En quien tiene la iniciativa está el origen 
o la causa próxima del trámite que, en ese proceso o actuación, se adelante. En lo que 
concierne a la aprobación de las leyes, se entiende por iniciativa la facultad, confiada 
por la constitución a ciertos órganos o reconocida al pueblo, de presentar proyectos 
de ley o de acto legislativo. En cuanto a las leyes, en principio -esa es la regla general 
de la que atrás se habla-, ellas pueden tener origen en la propuesta que formule 
cualquiera de los miembros del Senado o de la Cámara, o en el gobierno nacional, o 
en la iniciativa popular, en los casos previstos por la constitución. (Corte 
Constitucional. Sentencia C- 363 de 6 de Abril de 2000) 
Es preciso señalar que la iniciativa puede clasificarse según su origen en popular, 






constitucional, el cual nos define como una República con soberanía popular, regida por el 
principio de democracia participativa.  
Cabe agregar que los mecanismos de participación se encuentran regulados por la Ley 
Estatutaria 134 de 1994, dentro de los cuales se encuentra la iniciativa popular antes mencionada. 
Esta, es la posibilidad que tiene el 5% del censo electoral existente a la fecha respectiva o un 30% 
de los diputados o concejales del país, para presentar ante el Congreso de la República proyectos 
de ley o de actos legislativos. 
Puede señalarse que este mecanismo fue relevante para el constituyente, pues mediante el 
artículo 155 se exhortó al Congreso de la República de Colombia a tramitar este tipo de proyectos 
con el trámite de un proyecto de ley con iniciativa gubernamental y con mensaje de urgencia, pues 
hace parte de la voluntad directa del pueblo.  
En cuanto a la iniciativa legislativa gubernamental, esta puede ser exclusiva y universal –
características que no se contradicen- toda vez que el Gobierno Nacional puede presentar proyectos 
de ley sobre cualquier materia a través de sus ministros o directamente en cabeza del Presidente 
de la República (iniciativa legislativa universal).  
No obstante lo anterior, el artículo 154 Constitución Política le reserva al mencionado 
mandatario ciertos temas (iniciativa legislativa gubernamental exclusiva); los cuáles solo podrían 
proceder en el momento que sean presentados por iniciativa de este, con el fin de respetar el 
principio de tridivisón de poderes. Dentro de estas materias reservadas se encuentran las leyes de 
delegación, las leyes que definen un monopolio y las que someten a referendo un proyecto de 







Sobre la iniciativa legislativa en cabeza del Gobierno, la Corte Constitucional ha señalado 
que,  
las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a propuesta de sus 
respectivos miembros, del gobierno nacional, de las entidades señaladas en el 
Artículo 156, o por iniciativa popular en los casos previstos en la constitución, 
cuando se trata de las materias previstas en el inciso segundo de dicho artículo, esto 
es, las relativas a los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, del numeral 19 
del Artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas nacionales o 
transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del Estado a 
empresas industriales o comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, 
contribuciones o tasas nacionales, tales normas sólo podrán ser dictadas o reformadas 
por iniciativa del gobierno. Así, la Corte ha señalado de manera consistente que la 
iniciativa legislativa en materia de exenciones tributarias corresponde de manera 
exclusiva al gobierno nacional, entendiendo por iniciativa no sólo la presentación 
misma del proyecto de ley respectivo, sino también al avalar o impulsar proyectos 
inicialmente presentados por el Congreso en instancias posteriores del debate 
parlamentario. En esa medida, cuando la iniciativa legislativa radique en el gobierno 
nacional y éste no la ejerza ni la convalide -en los casos en que haya tenido lugar a 
instancia de otros actores políticos-, los proyectos de ley que tramite el Congreso de 
la República resultan contrarios a la Constitución Política, pues contravienen la 
exigencia contenida en su Artículo 154 inciso 2° que le restringe al parlamento la 
competencia para comenzar a su arbitrio, el proceso formativo de leyes que 






decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales”. (Sentencia C 
- 932 de 11 de diciembre de 2009 ) 
 
Por otro lado, el mismo Tribunal ha sido claro en decir que la función de presentar 
proyectos de ley es indelegable, pues al ser una facultad de naturaleza política sólo los ministros 
están facultados para cumplirla. (Corte Constitucional, sala plena. Sentencia C – 498 de 15 de 
septiembre de 1998).  
Ahora, cuando el proyecto de ley con iniciativa gubernamental llega con un mensaje de 
urgencia –enviado por el Presidente de la República-, en principio tendrá el mismo trámite 
legislativo de cualquier proyecto pero tendrá prelación en el orden del día frente a los demás. 
Además deberá ser resuelto por la Cámara correspondiente en un término no mayor a 30 días.  
Sobre esta especialísima figura, la Corte Constitucional estableció una serie de reglas que 
pueden ser resumidas así: (i) Es una facultad del presidente de la república; (ii) No es una 
excepción a la regla de los cuatro debates del procedimiento legislativo; (iii) Si se desconoce el 
trámite de mensaje de urgencia no se forma un vicio de inconstitucionalidad; (iv) El plazo de 30 
días para que el Congreso resuelva sobre la suerte del proyecto de ley es un mandato de celeridad, 
pues si se cumple dicho término y no se ha resuelto, el Congreso no pierde competencia para 
aprobarlo; (v) Puede predicarse para cualquier proyecto de ley, incluso sobre leyes aprobatorias 
de tratados y leyes estatutarias. (Corte Constitucional, sala plena. Sentencia C–379 de 18 de Julio, 
2016)  
También conviene mencionar que los miembros de ambas Cámaras del Congreso están 
facultados para presentar proyectos de ley, bien sea por iniciativa propia o través de sus respectivas 






Los parlamentarios pueden presentar proyectos de ley sobre cualquier tema, con excepción 
de aquellos que tienen iniciativa legislativa exclusiva del gobierno. Sobre esto es importante 
precisar que la Constitución de 1991 contiene una  cláusula general residual de competencia, según 
la cual el poder legislativo tiene iniciativa legislativa de los proyectos de ley sobre asuntos propios 
y sobre aquellos que su competencia no le haya sido atribuída constitucionalmente a otro órgano 
nacional. (Constitución política de Colombia, Art.150). 
Sin embargo, la iniciativa legislativa por parte de los miembros del Congreso no ha 
cumplido los fines para los cuales fue concebida, pues si bien los congresistas presentan el proyecto 
ante los demás miembros de las cámaras, muy pocos son los casos en los cuales estos mismos 
autores se preocupan por el destino de sus proyectos; lo cual implica que sólo solo lo hacen por 
cumplir con un protocolo en ejercicio de su función. (Sepulveda, Muñeton, pp. 26 - 27) 
Continuando con las posibilidades de iniciativa legislativa, resalta que el constituyente 
colombiano le otorgó a las altas cortes y a los diferentes órganos de control (Artículo 140,0 No.11, 
Ley 5, 1992) la facultad de iniciar proyectos de ley. Esta potestad se encuentra limitada a las 
materias relacionadas con sus funciones respectivas, y es utilizada como mecanismo de mejora de 
la estructura del Estado, pues solo los respectivos órganos saben cuáles son las necesidades de 
cada rama.  
 Por otra parte, con independencia de dónde provenga el proyecto de ley, la ley exige que 
el texto contenga una serie de mínimos y esté ordenado de la siguiente manera (Ley 5 de 1992, 
Art. 145, Orden de Redacción del Proyecto): título, encabezado, parte dispositiva y exposición de 
motivos.   






“El titulo o epígrafe de las leyes o actos legislativos como propósito circunscribir 
o delimitar la materia tratada en el respectivo cuerpo normativo con el objeto de 
contribuir a erradicar la incertidumbre de las normas, permitiendo que desde su 
inicio se pueda percibir su contenido y puedan ser conocidas, exigidas y 
aplicadas.” (Sentencia C-1057, 2005)  
 
Por su parte, el encabezado es la frase que sigue al título y que tiene la forma de: “El 
Congreso de Colombia decreta:” (Lancheros, G. & Otros, 2010, p.24).  
Entonces, una vez se satisfagan los presupuestos de orden y estructura, el proyecto de ley 
debe ser radicado en la Secretaría General de la Cámara respectiva de la cual se desea que se le de 
trámite. Sobre ello, la Constitución da la libertad a quién presenta el proyecto, de radicarlo en 
cualquiera de las dos Cámaras; lo cual dependerá de la favorabilidad y la aceptación de los temas 
en cada una de ellas. 
No obstante, existen proyectos de Ley que deben ser presentados en la Secretaria General 
de la Cámara de Representantes, como lo son los relativos a tributos y presupuestos de renta y 
gasto. De igual forma, los asuntos relacionados con las relaciones internacionales deben 
presentarse en la Secretaría General del Senado de la República.  
 El documento debe ser presentado en original y acompañado de dos copias. En la 
actualidad, se presenta una copia del proyecto de ley en medio magnético, facilitando la 
publicación y el manejo que se le da a este proyecto; aspecto que no está consagrado en ninguna 






 Una vez recibido el proyecto, el Secretario debe clasificarlo según su autor, tema, clase de 
proyecto y Comisión a la cual le corresponde tramitarlo (Ley 5 de 1992, Art. 149, Radicación del 
Proyecto), puesto que cada una de ellas maneja temas específicos.  
Cabe agregar que un proyecto de ley o de acto legislativo podrá ser retirado por su autor 
sin solicitar permiso de las Cámaras o de la Comisión respectiva, hasta antes de la ponencia de 
primer debate. En los demás eventos se requiere de la aprobación de la Cámara para su retiro (Ley 
5 de 1992, Art. 155, Retiro de Proyecto). 
Así las cosas, una vez los titulares de la iniciativa legislativa presenten el proyecto de ley en 
la respectiva Cámara, el presidente de la Comisión Constitucional encargada determina su 
admisión o rechazo; examen que constituye uno de los principales puntos dentro del procedimiento 
legislativo.  
Esto reviste de especial importancia, pues en muchas ocasiones los proyectos de ley son 
rechazados o aceptados por motivos políticos más que por motivos de requisitos formales o 
materiales; lo cual no debería ocurrir pues el examen mencionado debe basarse en criterios 
jurídicos más no subjetivos.  
Además, es importante tener en cuenta que este análisis es simplemente un filtro que depura 
los proyectos de ley que poseen todo el contenido que demanda la Constitución o no, haciendo 
más eficaz procedimiento legislativo. Excepcionalmente, se analiza el principio de unidad de 
materia, que se encuentra en la exposición de motivos. Este es el único requisito sobre el cual 







Con las consideraciones anteriormente planteadas consideramos haber realizado un estudio 
integral de la fase de iniciativa de un proyecto de ley. Así pues, a continuación nos ocuparemos de 
todo el procedimiento adelantado en sede parlamentaria.  
  
Como bien indica su nombre, la fase parlamentaria es el conjunto de actos realizados al 
interior del Congreso de la República tendientes a la aprobación de un proyecto de ley.  
El primer paso que debe surtirse es el trámite dentro de las Comisiones que existen en una 
y otra Cámara, siendo cada una de ellas un “grupo de congresistas que se crea al interior de la 
cámara o de la comisión, el cual, sin ostentar la categoría de órgano interno, tiene un papel 
destacado en el desarrollo del procedimiento legislativo.” (Palacio, T. A.,2005,Ed 1.,p.173). 
Sobre ellas, el constituyente señaló en su artículo 142 lo siguiente,  
 Cada Cámara elegirá, para el respectivo período constitucional, comisiones 
permanentes que tramitarán en primer debate los proyectos de acto legislativo o de 
ley. La ley determinará el número de comisiones permanentes y el de sus miembros, 
así como las materias de las que cada una deberá ocuparse. Cuando sesionen 
conjuntamente las comisiones constitucionales permanentes, el quórum decisorio 
será el que se requiera para cada una de las comisiones individualmente consideradas. 
 
Este mandato constitucional fue desarrollado por la Ley 3 de 1992 -reformada por la Ley 
754 de 2002-, en dónde se señala que serán siete las comisiones permanentes dentro de cada 
Cámara, cuantos miembros integrarán a cada una de ellas y los temas de los que serán encargadas. 


































Reforma constitucional; leyes estatutarias; 
organización territorial; reglamentos de los 
organismos de control; normas generales 
sobre contratación administrativa; notariado 
y registro; estructura y organización de la 
administración nacional central; de los 
derechos, las garantías y los deberes; rama 
legislativa; estrategias y políticas para la 
paz; propiedad intelectual; variación de la 


















Política internacional; defensa nacional y 
fuerza pública; tratados públicos; carrera 
diplomática y consular; comercio exterior e 
integración económica; política portuaria; 
relaciones parlamentarias, internacionales y 
supranacionales, asuntos diplomáticos no 
reservados constitucionalmente al gobierno; 
fronteras; nacionalidad; extranjeros; 
migración; honores y monumentos 
públicos; servicio militar; zonas francas y 















Hacienda y crédito público; impuesto y 
contribuciones; exenciones tributarias; 
régimen monetario; leyes sobre el Banco de 
la República; sistema de banca central; 
leyes sobre monopolios; autorización de 
empréstitos; mercado de valores; regulación 
económica; Planeación Nacional; régimen 
de cambios, actividad financiera, bursátil, 


















Leyes orgánicas de presupuesto; sistema de 
control fiscal financiero; enajenación y 
destinación de bienes nacionales; 
regulación del régimen de propiedad 
industrial, patentes y marcas; creación, 
supresión, reforma u organización de 
establecimientos públicos nacionales; 












Régimen agropecuario; ecología; medio 
ambiente y recursos naturales; adjudicación 
y recuperación de tierras; recursos 
ictiológicos y asuntos del mar; minas y 


















Comunicaciones; tarifas; calamidades 
públicas; funciones públicas y prestación de 
los servicios públicos; medios de 
comunicación; investigación científica y 
tecnológica; espectros electromagnéticos; 
órbita geoestacionaria; sistemas digitales de 
comunicación e informática; espacio aéreo; 
obras públicas y transporte; turismo y 




















Estatuto del servidor público y trabajador 
particular; régimen salarial y prestacional 
del servidor público; organizaciones 
sindicales; sociedades de auxilio mutuo; 
seguridad social; cajas de previsión social; 
fondos de prestaciones; carrera 
administrativa; servicio civil; recreación; 
deportes; salud, organizaciones 
comunitarias; vivienda; economía solidaria; 
asuntos de la mujer y de la familia. 
 
 
 Ahora bien, cuando la titularidad de análisis del proyecto de ley es pugnada por dos o más 
comisiones permanentes, el presidente de la respectiva Cámara en dónde se encuentre radicado el 
proyecto de ley decidirá a quién le corresponde su estudio, ya sea por motivos políticos, motivos 






El Presidente de la Cámara respectiva puede resolver la disputa directamente o a través de 
un asignado de la misma Comisión, quien estará encargado de darle fin a la contienda. No obstante, 
esta decisión puede ser impugnada por cualquier miembro de la Corporación y será el Consejo de 
Estado, la autoridad competente para dirimir la controversia.  
 De otro lado, debe tenerse en cuenta que una vez radicado el proyecto de ley en alguna de 
las Cámaras, el Secretario General debe publicarlo en la Gaceta Oficial, pues hace parte de los 
requisitos constitucionales (Sentencia C–386,1996) que demanda la ley, sin los cuales no se podrá 
dar inicio al primer debate en la Comisión Constitucional Permanente respectiva. Dado el caso que 
el proyecto llegue a ser ley aun violando el mencionado requisito, se estaría ante un vicio formal 
en el proceso de formación de la ley. 
Sobre esto, la Corte Constitucional señaló en 1996 que la ausencia de reglas internas 
durante el debate impide que la decisión final pueda calificarse de democrática, pues la legitimidad 
del mecanismo depende del respeto y la observancia de ciertos requisitos, tales como la publicidad 
o las garantías de la inviolabilidad de los parlamentarios por sus votos u opiniones. 
Debe tenerse en cuenta que la circulación del proyecto de ley puede hacerse de manera 
virtual o electrónica, con autorización del presidente de la respectiva Cámara. No obstante lo 
anterior, posteriormente debe ser publicado en el Diario Oficial. (Ley 5 de 1992, Arts. 156 - 157) 
Cuando existan proyectos de ley que traten la misma materia pueden acumularse hasta en 
primer debate en Comisión Constitucional Permanente, y para ello, el presidente de cada comisión 
se lo enviará al ponente del primer proyecto de ley en curso (Ley 5 de 1992, Arts. 151 - 152).  
Luego, dicho presidente elegirá un ponente, quién será el encargado de realizar la 
exposición del proyecto de ley y dar su concepto, ya sea con miras a su aprobación o a su archivo; 






El o los ponentes –pues dependiendo de la complejidad del proyecto se puede designar a 
más de uno-, deberán realizar un informe de ponencia y, en caso de ser aprobado, se inicia el debate 
del proyecto. Este informe puede ser afirmativo o por el contrario, pretender el archivo del 
proyecto de ley, para lo cual el ponente deberá argumentar con suficiencia la razón de su propuesta 
Para la presentación de dicho informe, el presidente de la Comisión le fijará un plazo, que 
dependerá del tema, la necesidad social o de la existencia de un mensaje de urgencia; plazo que en 
todo caso podrá ser prorrogado si se requiere. Si surtidos los plazos respectivos el ponente no 
cumple con el término será reemplazado (Ley 5 de 1992, Art.153).  
Posteriormente se inicia una etapa de debate, la cual una vez concluida, da lugar a adelantar 
las votaciones para decidir la suerte del proyecto de ley; etapa regulada en la sección octava de la 
Ley 5 de 1992. Al respecto,  dicho cuerpo normativo señala que la  “Votación es un acto colectivo 
por medio del cual las Cámaras y sus Comisiones declaran su voluntad acerca de una iniciativa 
o un asunto de interés general. Sólo los Congresistas tienen voto.” (Ley 5 de 1992, Art.122).  
En relación con las comisiones, debe tenerse en cuenta que solo los miembros de las 
mismas pueden votar y, en caso que un miembro de la corporación emita un voto contrario al de 
la mayoría, puede dejar una constancia con las razones de su disidencia; documento que será anexo 
al informe que se creará para el segundo debate.  
Entonces, entre la aprobación del primer debate y el segundo solo deben transcurrir 8 días 
(Ley 5 de 1992, Art. 168 y Constitución Política de Colombia, Art. 160); tiempo determinado que 
tiene el ponente o un miembro de la Comisión asignado por el presidente para revisar el proyecto, 
ordenar su modificación y crear el informe, el cual deberá ser presentado ante la Secretaria 






 La Corte Constitucional expone que la iniciativa del debate de los proyectos de ley o de los 
actos legislativos en las plenarias tienen su ocurrencia después de que el ponente presenta su 
informe. En caso de que la plenaria lo apruebe, se realiza el debate de todo el proyecto de ley; no 
obstante, se puede solicitar que algunos artículos se hagan de manera separada. Asimismo, la Alta 
Corporación indica que una vez el debate se realice y esté aprobado el texto del proyecto de ley, 
el ponente deberá realizar un informe donde se sintetice todo lo ocurrido y deberá remitirlo a la 
otra Cámara. (Corte Constitucional, Sentencia C–168, 2012) 
Por otra parte debe tenerse en cuenta al orden del día, el cual no hace parte del 
procedimiento legislativo pero es requisito de procedibilidad para que este se realice. Las 
encargadas de realizar el listado del orden del día son las mesas directivas de cada Comisión. Al 
respecto se hace hincapié en que los proyectos de ley con mensaje de urgencia tendrán prevalencia 
y serán el primer punto dentro del orden del día.  
Este orden está regulado como se muestra a continuación según el artículo 77 del 
Reglamento Orgánico del Congreso de la República de Colombia: (i) Llamada a lista; (ii) 
Consideración y aprobación del acta anterior; (iii) Votación de los proyectos de ley o de acto 
legislativo, o mociones de censura a los ministros, según el caso, cuando así se hubiere dispuesto 
por la corporación mediante proposición; (iv) Objeciones del presidente de la república, o quien 
haga sus veces, a los proyectos aprobados por el Congreso, e informes de las comisiones 
respectivas; (v) Corrección de vicios subsanables, en actos remitidos por la Corte Constitucional, 
cuando fuere el caso; (vi) Lectura de ponencias y consideración a proyectos en el respectivo debate, 
dando prelación a aquellos que tienen mensaje de trámite de urgencia y preferencia, como los de 
iniciativa popular, y a los aprobatorios de un tratado sobre derechos humanos o sobre leyes 






Cámara se tramitarán riguroso orden cronológico de presentación de las ponencias, salvo que su 
autor o ponente acepten otro orden; (vii) Citaciones, diferentes a debates, o audiencias previamente 
convocadas; (viii) Lectura de los asuntos o negocios sustanciados por la presidencia y la mesa 
directiva, si los hubiere; (ix) Lectura de los informes que no hagan referencia a los proyectos de 
ley o de reforma constitucional y (x) Lo que propongan sus miembros.    
 El orden del día puede modificarse por iniciativa de alguno de los miembros, salvo aquellos 
casos donde deba guardarse prevalencia frente a otros puntos. Esta modificación debe ser aprobada 
por medio de votación ordinaria, llamada también “pupitrazo”, pues los congresistas darán su voto 
afirmativo empleando un golpe sobre su pupitre. (Ley 5 de 1992, Art. 129, modificado por la Ley 
1431 de 2011, Art 1). Cabe agregar que si en la respectiva sesión no se finaliza con todo lo previsto 
en el orden del día, puede continuarse con el mismo en la siguiente.  
Ahora, con el objetivo de continuar agotando las etapas del procedimiento que surte un 
proyecto de ley en el parlamento, cabe hacer referencia a la etapa quizá más álgida y crucial de 
todos ellos: los debates. Al respecto, el artículo 97 de la Ley 5 de 1992, (Modificado por la Ley 
1621 de 2013, Art. 27) nos proporciona el concepto de debate, al definirlo como “el sometimiento 
a discusión de cualquier proposición o proyecto sobre cuya adopción deba resolver la respectiva 
Corporación, es lo que constituye el debate. El debate empieza al abrirlo el presidente y termina 
con la votación general”.  
En el mismo sentido, la Corte Constitucional señala que debate, es el “acto jurídico de 
naturaleza colectivo por medio del cual las comisiones y las plenarias manifiestan su voluntad en 
torno a una iniciativa o propuesta presentada, con posterioridad a la culminación del debate 
parlamentario sobre la misma” (Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia C–1040, 2005), o 






formación de la ley, en cuanto posibilita la intervención y expresión de las minorías, así como la 
votación es el mecanismo que realiza la prevalencia de las mayorías, también consubstancial a la 
democracia” (Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia C–760, 2001).  
Para iniciar un debate, el presidente debe verificar que exista quórum deliberatorio 
(Sentencia C-087, 2016), y abrir la sesión. Sobre ello, la Constitución Política en su artículo 145 
es muy clara al prohibir abrir la sesión sin la existencia de un quórum de deliberación, el cual está 
constituido por la presencia de no menos de una cuarta parte de los miembros de la corporación 
respectiva.  
Entonces, una vez confirmada la presencia del quórum de deliberación, el presidente de la 
corporación da inicio a la sesión con la siguiente formula, "Abrase la sesión y proceda el secretario 
a dar lectura al orden del día para la presente reunión". (Ley 5 de 1992, Art. 91) . 
 Es importante recordar que cada proyecto de ley tiene cuatro debates, lo cual corresponde 
a la estructura bicameral que guarda nuestro órgano legislativo. Estos debates se adelantan así: dos 
en las comisiones homólogas cada Cámara y dos en las respectivas plenarias.  
No puede perderse de vista que es posible que dentro de la discusión de segundo debate 
pueden presentarse diferencias con el primer debate sobre aspectos nuevos respecto del primer 
debate. Dado el caso, pueden incluirse enmiendas, modificaciones o adiciones sin necesidad de 
retirar y devolver el proyecto de ley a la comisión constitucional permanente de primer debate, a 
menos que no coincidan las ponencias aprobadas en los debates o se presenten razones de 
conveniencia. (Ley 5 de 1992, Art. 178). 
También debe señalarse que en el debate se pueden distinguir dos partes: discusión y 
votación de la ponencia. La discusión es el debate propiamente dicho, dónde se expone el 






da la oportunidad de pronunciarse al respecto tanto a los Congresistas como a las demás 
autoridades competentes.  
Por su parte, la votación de la ponencia es el momento en el cual se decide el futuro del 
proyecto de ley según la decisión de las mayorías, las cuales se exigen dependiendo del tipo de ley 
que se pretenda aprobar. Al respecto, la Constitución Política de Colombia en su artículo 146, 
establece que las decisiones, ya sea en plenaria, comisiones permanentes u otras, se tomarán con 
la votación de la mayoría de los miembros asistentes de cada corporación, salvo se exija una 
mayoría diferente.  
Esta norma superior es desarrollada por la Ley 5 de 1992, que contiene los siguientes tipos 
de mayorías: 
- Mayoría simple. Las decisiones se toman por la mayoría de los votos de los asistentes, 
y es aplicable a las leyes ordinarias, las leyes generales y las que expiden el plan 
nacional de inversiones. (Ley 5 de 1992, Art. 118)  
- Mayoría absoluta. La decisión es adoptada por la mayoría de los votos de los integrantes 
de cada corporación, como ocurre en los casos de las leyes estatutarias y las leyes de 
delegación. (Ley 5 de 1992, Art. 119) 
- Mayoría calificada. Las decisiones se toman por los dos tercios de los votos de los 
asistentes o de los miembros. Se deciden por esta mayoría las leyes orgánicas y las 
leyes de expropiación por razones de equidad. (Ley 5 de 1992, Art. 120)   
- Mayoría especial. Representada por las tres cuartas partes de los votos de los miembros 
o integrantes. Esta únicamente fue creada para las leyes que conceden amnistías e 







De conformidad con lo anterior, si un proyecto es votado de forma negativa en las dentro 
de la plenaria de la Cámara en la que se realiza el segundo debate, este se entenderá negado y se 
procederá a su archivo (Ley 5 de 1992, Art. 183).  
Contrario a lo anterior, cuando las votaciones resultan favorables a la promulgación del 
proyecto de ley, el presidente de la Cámara lo remitirá a la Secretaría General de la otra Cámara 
en un plazo de 15 días, para continuar con el procedimiento legislativo en la otra plenaria. (Ley 5 
de 1992, Art. 184).  
Huelga señalar que, excepcionalmente, el segundo debate puede tramitarse en plenarias 
conjuntas; aspecto que se rige por lo establecido en el numeral 2 del artículo 157 de la Constitución 
Política y la sección tercera de la Ley 5 de 1992. 
De conformidad con las precitadas normas, las Comisiones Permanentes homólogas de una 
y otra Cámara sesionarán conjuntamente por los siguientes motivos, los cuales deben estar 
determinados en resolución motivada: 
- Por disposición constitucional. Las comisiones de asuntos económicos de las dos 
Cámaras deliberarán en forma conjunta para dar primer debate al proyecto de 
presupuesto de rentas y ley de apropiaciones. Las mismas comisiones elaborarán un 
informe sobre el Proyecto de Plan Nacional de Desarrollo que será sometido a la 
discusión y evaluación de las plenarias de las Cámaras.  
- Por solicitud gubernamental. Se presenta cuando el Presidente de la República envía 
un mensaje para trámite de urgencia sobre cualquier proyecto de ley. En este evento se 
dará primer debate al proyecto, y si la manifestación de urgencia se repite, el proyecto 
tendrá prelación en el orden del día, excluyendo la consideración de cualquier otro 






- Por disposición reglamentaria. En el evento que así lo propongan las respectivas 
comisiones y sean autorizadas por las mesas directivas de las Cámaras, o con 
autorización de una de las mesas directivas si se tratare de comisiones de una misma 
Cámara. 
 
 También se indica que el presidente de esta comisión conjunta será el presidente de la 
Comisión en el Senado, y su vicepresidente será el presidente de la Comisión de la Cámara de 
Representantes; salvo se trate de un proyecto de ley que tenga origen privado en la Cámara de 
Representantes, caso en el cual se tratará de manera contraria. Conviene precisar que, tanto en 
temas de quórum como de votaciones y mayorías, cada Comisión se estudiará de manera separada.  
 En el caso que no se integren las mencionadas comisiones conjuntas, una vez se remita el 
proyecto a la otra Cámara, el tramite adelantado será el mismo que se cursó ante la primera. 
No obstante, luego del debate y la votación en la segunda plenaria, es posible que surjan 
diferencias entre el texto final del proyecto de ley en el Senado y en la Cámara de Representantes, 
caso en el cual debe conformarse una comisión accidental o de conciliación (Acto Legislativo 01 
de 2003, Art. 9).  
 Finalmente, cabe añadir que los proyectos de ley deben debatirse máximo en dos 
legislaturas, a excepción del trámite de las leyes estatutarias el cual debe surtirse en su integridad 
dentro de una sola legislatura.  
 Una vez se han cumplido todos estos requisitos, pasamos a la fase final, relacionada con la 







 Esta etapa se integra por el conjunto de actos que se realizan una vez el proyecto de ley es 
aprobado por el Congreso de la República, siendo el paso a seguir la sanción presidencial 
(Constitución Política de Colombia, Art. 166).  
La Corte Constitucional define la sanción como “La sanción es un requisito esencial en el 
sentido de ser un trámite constitucionalmente ordenado, que debe cumplirse y por medio del cual 
el gobierno participa de la función del Congreso en la etapa final del período de expedición de la 
ley. La sanción que el gobierno imparte a los  proyectos de ley es un deber que para nada incide 
en el contenido material de tales proyectos, carece del carácter sustantivo que la demandante le 
atribuye y comparte, por ende, la naturaleza formal de los diversos actos que integran el 
procedimiento orientado a la formación de las leyes, naturaleza que no sufre modificación por la 
sola circunstancia de que la tantas veces mencionada sanción sea cumplida por el gobierno y no 
por el órgano de representación popular.” (Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia C–256, 
1998). 
 Si así lo desea, el Presidente de la República cuenta con un término de seis días para 
plantear sus objeciones al proyecto de ley cuando este contiene menos de 20 artículos, si contiene 
más de ellos el término será de 10 días y, si contiene más de 50, será de 20 días (Constitución 
Política de Colombia, Art 167. Ley 5 de 1992, Art. 167).  
Si el Presidente no cumple con efectuar la sanción, le corresponderá esta facultad al 
presidente del Congreso, salvo que esta no se haya dado porque el presidente objetó el proyecto 
de ley.  
En relación esto, la Constitución Política no le señala un término al Congreso de la 
República para resolver las objeciones, y tampoco lo hace la Ley 5 de 1992. Entonces, la Corte 






162 de la constitución permite afirmar que el Congreso tiene (…) máximo dos legislaturas 
adicionales para pronunciarse sobre las objeciones que formule el gobierno nacional.” (Corte 
Constitucional, Sala Plena. Sentencia C-068, 2004) 
 Sobre las razones que puede tener el Presidente para objetar un proyecto de ley, deben 
mencionarse la inconstitucionalidad y la inconveniencia. Cuando se trate de la primera de ellas 
(Ley 5 de 1992, Art. 199 #1), deben presentarse las razones de la objeción ante la Corte 
Constitucional, órgano que deberá resolver las objeciones en los seis días hábiles siguientes. Debe 
tenerse en cuenta que esto no limita el juicio posterior a la publicación de la ley que el mismo 
órgano realiza sobre los requisitos de forma de la ley, o sobre la acción pública de inconstitucional 
que recaiga sobre ella.  
Si la Corte Constitucional resuelve que las objeciones presidenciales son infundadas este 
fallo obliga al Presidente a sancionarla para posteriormente promulgarla. Sin embargo, si considera 
que es parcialmente inexequible, el proyecto es devuelto a la Cámara donde se le dio origen para 
que se realicen las modificaciones o aclaraciones respectivas. Una vez la Cámara acate las 
observaciones de la Corte Constitucional, debe devolverlo a esta última para su revisión final. 
 En segundo lugar, el presidente puede objetar el proyecto de ley por motivos de 
inconveniencia (Ley 5 de 1992, Art. 199 #2), esto es, que no resulta beneficioso para el país 
promulgar la ley en ese momento. En este caso, es remitido nuevamente al congreso para su 
revisión.  
Si las Cámaras consideran que las razones son infundadas, el Presidente está obligado en 
sancionar la ley sin presentar nuevamente objeciones. No obstante, si se presentan discrepancias 






sancione la ley, le corresponde al presidente del Congreso hacerlo. (Constitución Política de 
Colombia, Art. 168)  
 Entonces, una vez el proyecto sea sancionado por el Presidente se convierte en ley para el 
ordenamiento jurídico colombiano, y solo basta su publicación en el diario oficial para darlo a 
conocer a los ciudadanos.  
Su vigencia comienza, como regla general, dos meses después de su promulgación 
(Sentencia C–025, 2012), salvo que la ley indique la fecha desde la cual comenzará a regir o 
autorice al gobierno para fijar una fecha al respecto.  
Finalmente, debe precisarse que en el caso que por guerra u otra circunstancia inevitable 
las comunicaciones en el país se encuentren afectadas y no se pueda dar a conocer la ley, se contará 
como plazo para su entrada en vigencia los dos meses contados a partir del restablecimiento de las 
comunicaciones.  
Esgrimidas las consideraciones anteriores, consideramos haber abordado a fondo todas las 
vicisitudes del procedimiento legislativo ordinario. Con ello, pretendemos dar un parangón para 
en el capítulo siguiente, referirnos al especial procedimiento implantado en el ordenamiento 
jurídico como consecuencia del Acuerdo Final de Paz del 24 de noviembre de 2016. 
  
2.5.- PARALELO ENTRE EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO ORDINARIO Y 
EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO ESPECIAL PARA LA PAZ 
 El Fast Track o también llamado procedimiento legislativo especial, es un procedimiento 
legislativo abreviado para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, firmado entre el gobierno colombiano y el grupo 






 En aras de facilitar su implementación, 7 de julio de 2016 el Congreso de la República 
expidió el Acto Legislativo 01, mediante el cual se buscó crear los instrumentos para facilitar y 
asegurar la implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo Final.  
La mencionada norma, que consta de 5 artículos, fue derogada por el artículo 2 del Acto 
Legislativo de 2017, en dónde se estructuran los elementos que hacen parte del procedimiento 
legislativo especial y, en lo que no se señale de manera expresa en el documento, se aplicará el 
reglamento del Congreso de la República.  
En la citada norma se señala que el propósito del procedimiento legislativo especial es 
agilizar, darle rapidez al proceso legislativo ordinario, para garantizar la implementación de lo 
acordado en el Acuerdo Final de Paz, así como ofrecer garantías de cumplimiento del mismo y del 
fin del conflicto.  
En cuanto a los términos, establece que el procedimiento legislativo especial es transitorio 
y excepcional, -solo estará vigente por 6 meses contados a partir de la entrada en vigencia del Acto 
legislativo 1 de 2016-, en la medida que el ordenamiento jurídico colombiano posee un 
procedimiento legislativo ordinario, el cual dependerá de cada tipo de ley. 
Debe señalarse que la vigencia del mencionado Acto Legislativo estará determinada por la 
Refrendación Popular del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una 
paz estable y duradera, y que se podrá realizar una prórroga de dicho termino en la medida que el 
gobierno nacional comunique formalmente al Congreso de la República que así se hará.  
Por medio del procedimiento legislativo especial, solo se podrán los tramitar proyectos de 
ley y de actos legislativos que tengan las siguientes características: (i) Tienen iniciativa exclusiva 
del gobierno; (ii) Su contenido estará determinado en función del propósito mismo del 






Acuerdo Final; (iii) Tendrán tramite preferencial; (iv) Su título seguirá la siguiente formula, “El 
Congreso de Colombia, en virtud del procedimiento legislativo especial para la paz, DECRETA”; 
(v) Su primer debate se surtirá en sesiones conjuntas de las comisiones constitucionales 
permanentes, sin necesidad de la solicitud del Gobierno y el segundo debate en las plenarias de 
cada Cámara; (vi) Las mayorías tenidas en cuenta para su aprobación seguirán siendo las mimas 
contenidas en la Constitución o la ley, dependiendo de la naturaleza del proyecto de ley y, en 
cuanto a los actos legislativos, la mayoría exigida será mayoría absoluta; (vii) Los actos 
legislativos tendrán una sola vuelta de 4 debates y el tránsito entre una cámara y otra no podrá 
excederse de 8 días; (viii) Las modificaciones de los proyectos de ley y de los actos legislativos 
solo serán procedentes cuando se ajusten al contenido del acuerdo final y deben contar con el aval 
previo del gobierno nacional; (ix) Podrán ser tramitados en sesiones extraordinarias; (x) Su 
deliberación se hará a través de una sola votación, donde se decidirá sobre la totalidad de cada 
proyecto, incluidas las modificaciones, y (xi) Su control de constitucionalidad será automático, 
único y posterior a su entrada en vigencia.  
Debe tenerse en cuenta que los actos legislativos solo se podrán declarar inconstitucional 
en el momento que posean vicios de forma y que los términos para realizar el control constitucional 
se reducirán a la tercera parte de los del procedimiento legislativo ordinario sin prorrogas. 
Por otra parte, el artículo 2 del mencionado Acto Legislativo 01 de 2016, establece que otro 
elemento que hace parte del Fast Track son las facultades extraordinarias que se le otorgan al 
presidente de la república, por las cuales, dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigencia 






El contenido de los Decretos con Fuerza de Ley que expida el Presidente en función de las 
facultades extraordinarias dadas por dicho Acto Legislativo, debe estar acorde con el objetivo de 
facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo Final.  
De igual forma, el presidente no podrá hacer uso de estas prerrogativas extraordinarias para 
expedir leyes estatutarias, leyes orgánicas, leyes códigos, leyes que necesiten mayorías calificadas 
o absolutas para su aprobación, ni para decretar impuestos.  
Asimismo es claro que estos decretos tendrán control de constitucionalidad automático, el 
cual deberá ser surtido ante la Corte Constitucional dentro de los dos meses siguientes a su 
expedición.  
De otro lado, el Fast Track posee un tercer elemento referido al plan de inversiones para la 
paz, según el cual el gobierno estará facultado para realizar los ajustes institucionales y normativos 
tendientes y necesarios para ejecutar el componente de paz.  
Al igual que el Gobierno, las autoridades departamentales, municipales y distritales, 
tendrán un término de 6 meses, contados a partir de la adopción del Plan de Inversiones para la 
paz, para realizar los ajustes necesarios dentro de su Plan de Desarrollo Territorial. 
Este componente que debe estar presente durante los veinte años próximos, se adelantará 
con recursos diferentes a los ya programados por las entidades territoriales de orden Nacional o 
Territorial, y tiene como propósito cerrar las brechas sociales, económicas e inconstitucionales en 
dichas entidades territoriales.  
Al inicio de cada legislatura, el Presidente de la República, como máximo órgano 
representante del gobierno nacional, junto a la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría 






los recursos y el cumplimiento de las metas dentro del componente de paz del plan plurianual de 
inversiones. 
 De otro lado, cabe recordar lo dicho en líneas anteriores, relacionado con que la vigencia 
del Acto Legislativo está limitada a la refrendación popular del Acuerdo Final para la terminación 
del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera.   
Sin embargo, la señalada norma no establece que se entiende por refrendación popular, 
pues aun en los debates parlamentarios no se tenía claro cuál iba a ser el mecanismo por el cual 
esta se vería satisfecha o si se realizaría a mediante un solo mecanismo o varios, por lo que lo 
mejor fue establecer un concepto genérico (C. C. Sala Plena, Sentencia C - 699, de trece (13) de 
diciembre de dos mil dieciséis, 2016).  
Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia C-699 de 2016, realiza un juicioso 
estudio sobre la entrada en vigor del Acto Legislativo 01 de 2016, para lo cual inicia indagando en 
los antecedentes jurisprudenciales, y encontrando que sólo en dos oportunidades previas, la Corte 
Constitucional, ha usado los términos “Refrendación Popular” conjuntamente. Esto fue plasmado 
en la sentencia en comento en los siguientes términos: 
En la Sentencia C-784 de 2014, al revisar el proyecto que se convirtió en Ley 
Estatutaria 1745 de 2015, empleó estas palabras para aludir al contexto comparado 
de celebración e implementación de acuerdos de paz con participación ciudadana. 
En la Sentencia C-379 de 2016, al controlar el proyecto que se convirtió en Ley 
Estatutaria 1806 de 2016, se usan esos términos en numerosas ocasiones, para 
aludir al plebiscito como un mecanismo apto para la refrendación popular.  
 
De lo anterior se desprende que la Corte Constitucional no ofrece una definición cerrada 
de “refrendación popular”, que se adapte a los términos de interpretación del Artículo 5 del Acto 






Pese a ello, en la Sentencia C-379 de 2016 la Corte Constitucional asemeja el termino de 
refrendación a una serie de mecanismos de participación popular, como son los referendos y 
plebiscitos (Ley 1745 de 2015 y Ley 1806 de 2016), afirmando que pueden llegar a ser idóneos 
para realizar la refrendación popular del Acuerdo. Sin embargo, esto no significa que sean los 
únicos idóneos para ello.  
Esta delimitación surgió de la necesidad que al concepto de refrendación popular se le 
otorguen límites. Al respecto, la Corte Constitucional mencionó que los límites “vienen 
determinados por sus márgenes semánticos, su contexto de expedición, los principios 
constitucionales que aspiran a realizar, sus relaciones con otras previsiones normativas, y las 
aproximaciones conceptuales relevantes en la jurisprudencia nacional, la teoría constitucional y 
jurídica en general.” (C. C. Sala Plena, Sentencia C - 699, de trece (13) de diciembre de dos mil 
dieciséis, 2016)  
Todo lo cual quiere decir entonces que el Acto Legislativo 1 de 2016 tiene vocación de 
entrar en vigencia, por cuanto la misma está supeditada a una refrendación popular que, en los 
términos antes indicados, es aún susceptible de cumplirse. ¿Quiere decir lo anterior que el Acto 
Legislativo 1 de 2016 ya entró en vigencia? En concepto de la Corte, quien debe definir ese punto 
es el Congreso. No es necesario determinar en este proceso si el acto legislativo ha entrado en 
vigor, por cuanto para habilitar las competencias de control de esta Corporación basta con que 
tenga vocación de entrar en vigor. Incluso si no está vigente, pero tiene vocación de entrar en vigor, 
sería necesario un fallo de fondo para proteger el principio de supremacía constitucional (CP Arts. 
4 y 241). 
No estableció si el Acto Legislativo 1 se encontraba vigente o no, pues a su consideración, 






a este problema jurídico. No obstante, la Corte Constitucional, se declara competente para estudiar 
la constitucionalidad del acto legislativo en cuestión, pues tiene vocación de entrar en vigor, es 
decir que, en un futuro se encuentre vigente, luego del cumplimiento de los requisitos para ello, en 
otras palabras, que se realice la refrendación popular.  
Frente a esto, es menester señalar que la refrendación popular del Acuerdo Final se llevó a 
cabo a través de un plebiscito, elegido como el mecanismo mas adecuado para conocer la opinión 
de los ciudadanos frente al tema y para legitimar la gestión realizada por el gobierno. 
Este mecanismo fue avalado por la Corte Constitucional mediante la sentencia C-379 de 
18 de julio de 2016, dónde se afirmó que el acuerdo con las FARC podría ser aprobado con 4,4 
millones de votos positivos -13% del censo electoral-, siempre y cuando que no sean superados 
por el número de votos por el "No" (Noticiascaracol.com y AFP, 2016).  
Es así como el presidente Juan Manuel Santos, hizo un llamado a la ciudadanía, para que 
el domingo 2 de octubre de 2016 asistieran a las urnas a votar “Sí” en el plebiscito sobre el Acuerdo 
de Paz firmado por el gobierno y las FARC-EP. Cuando se firmó el Decreto que convocó al 
plebiscito, el Presidente afirmó que "hoy damos un paso más hacia la paz, gracias al Congreso (...) 
el plebiscito es ahora una realidad. Acabo de firmar el decreto que lo convoca", dijo Santos en una 
alocución desde el Palacio Presidencial.  
Dicho plebiscito constaba de una pregunta, la cual en concepto del presidente era clara, 
sencilla y no daba lugar a ninguna confusión. Esta sería respondida de manera afirmativa o 
negativa, y fue: ¿Apoya usted el acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción 






Fue con esta pregunta que, en un marco de total cese de hostilidades y el“No” supero la 
votación del “Sí”,  alcanzando el 50,21% del censo electoral, con una cifra de 6.431.376 de votos. 
Lo anterior implica que en dicha oportunidad, el Acuerdo Final de Paz no fue refrendado.  
Entonces, el presidente Santos, invitó a los lideres de la oposición, entre ellos los ex 
presidentes Álvaro Uribe y Andrés Pastrana, a modificar y redactar un mejor acuerdo, donde sus 
diferencias se vieran solventadas. Así, para el 4 de octubre de 2016 el gobierno y la oposición 
designaron sus representantes ante la mesa de negociaciones en la Habana, los cuales fueron, por 
una parte, la canciller María Ángela Holguín, el ministro de Defensa, Luis Carlos Villegas, y el 
jefe del equipo negociador, Humberto de la Calle, y por otra, Óscar Iván Zuluaga, Carlos Holmes 
Trujillo e Iván Duque.  
Los mencionados líderes de la oposición se reunieron con el presidente Santos el 5 de 
octubre, mismo día en el cual se realizó la marcha del silencio por la paz, donde mas de miles de 
personas se unieron para caminar hasta la plaza de Bolívar en Bogotá, para apoyar la firma de los 
acuerdos de paz.  
Cabe destacar que, por orientar todos sus esfuerzos a conseguir la paz, el 7 de octubre de 
2017 el Presidente Juan Manuel Santos, fue galardonado con el premio Nobel de Paz, conferido 
por “sus decididos esfuerzos para llevar a su fin mas de 50 años de guerra civil del país” (Comité 
de Noruega, 2016).  
Tres días después de este acontecimiento, se reanudaron en Caracas, Venezuela, las 
negociaciones de paz con las FARC-EP; esta vez, con la participación de los sectores de oposición 
que votaron por el “No”. Así pues, se dio una prórroga del cese del fuego desde 13 de octubre al 
31 de diciembre, de tal forma que los miembros del grupo Farc-EP continuarían concentrados en 






Este ciclo de reuniones adelantadas entre el gobierno, los promotores del “No” y los 
representantes de las victimas finalizaron el 3 de noviembre de 2016, dando como resultado un 
nuevo documento con 57 nuevos ejes temáticos. (EL TIEMPO ESPECIAL, 2016). Así pues, el 
segundo Acuerdo de Paz entre el gobierno nacional y las FARC-EP, se firmó en La Habana el 12 
de noviembre de 2016. 
Tras ello, el 30 de noviembre el Congreso de la República aprobó el nuevo Acuerdo Final 
de Paz, utilizando la figura de la refrendación popular indirecta. Para ello, se fundamentó en que 
el Congreso es el órgano de elección popular que representa al pueblo en su máxima expresión, es 
quien puede velar por los derechos de la sociedad y elegir por ellos o tomar decisiones de este 
carácter.  
Si bien, la Corte Constitucional no definió a ciencia cierta el concepto de refrendación 
popular y tampoco fijó un mecanismo único para que esta se llevara a cabo, da espacio a que 
mediante el empleo de herramientas hermenéuticas pueda determinarse el alcance de dicha 
refrendación y así ejecutar un mecanismo válido para satisfacer este fin. 
Entonces, toda vez que el artículo 3 de la Constitución Política dice que el pueblo puede 
actuar directamente o a través de sus representantes, se entendió que el Congreso, como 
representante del pueblo, puede decidir si se aprueba o imprueba el Acuerdo Final de Paz. Así 
pues, mediante una refrendación popular indirecta, entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 
2016, privilegiando la efectividad y celeridad del proceso de paz entre el gobierno y las FARC-
EP. 
Así las cosas, cabe reiterar que en el mencionado Acto Legislativo, uno de los mecanismos 
que se desarrolló fue el procedimiento legislativo especial, cuyo trámite ya se explicó en páginas 






que se han planteado alrededor del mismo, concretamente, aquellos relacionados con la posible 



















3.- LA SUSTITUCIÓN DE LA CONSTITUCIÓN Y LA TESIS DE LA 
TRANSGRESIÓN FLAGRANTE DE SUS PRINCIPIOS ESENCIALES DE SOBERANÍA 






Tras todas las violaciones a los derechos humanos que se produjeron en el marco de la 
Segunda Guerra Mundial, las diferentes constituciones políticas decidieron -además de establecer 
un catálogo de derechos humanos-, señalar mecanismos que garantizaran su cumplimiento e 
incorporar medios de defensa para resguardar el respeto de ella; dentro de los cuales se pueden 
señalarse el control de constitucionalidad, el principio de supremacía constitucional y el proceso 
de constitucionalización del ordenamiento jurídico (Guastini, Riccardo).  
Teniendo en cuenta lo anterior, a continuación se pretenderá determinar si existe o no una 
sustitución de la Constitución Política de 1991, con la implementación del procedimiento 
legislativo especial, también denominado Fast Track.  
Para ello, en primera medida se precisarán conceptos claves como el de soberanía y el de 
supremacía de la democracia, pues siendo estos principios en los cuales se funda nuestro 
ordenamiento jurídico, solo en el momento en que de alguna forma se violenten se estaría bajo una 
sustitución de la constitución. Finalmente, se realizará un test de efectividad del Acto Legislativo 
01 de 2016, pues este es el modelo fijado por la Corte Constitucional para dirimir controversias 
similares.  
 
3.1.- LOS PRINCIPIOS ESENCIALES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO, LOS 
CUALES SON LA BASE PARA DISIPAR LA INCERTIDUMBRE DE LA 
EXISTENCIA DE LA SUSTITUCIÓN CONSTITUCIONAL 
 
A. SOBERANÍA 
El concepto de soberanía ha generado gran controversia en la teoría política puesto que su 






Sukiennicki manifiesta que “la noción de soberanía es la calidad suprema del Estado, que no 
actúa jamás por otra determinación que la de su propia voluntad”.  
Por su parte, Jellinek plantea que la soberanía “es la propiedad del poder de un estado, en 
virtud de la cual corresponde exclusivamente a este la capacidad de determinarse jurídicamente 
así mismo”.  
Así mismo, Van Bunkersh ha dicho “potestas ferral finiri ubi finitur armorium Vis”; lo 
cual significa que la soberanía terrestre termina donde acaba la fuerza de las armas. (Citado por 
Jaime Vidal Perdomo, en su libro “Derecho Constitucional General”, capítulo“Formación del 
Estado”, p.46). 
Por su parte, la soberania popular como hoy la conocemos, es producto del desarrollo de 
teorias antecedentes, las cuales se remontan a la antigüedad con Aristóteles y a la filosofía 
medieval, en dónde se encontraban posturas según las cuales el fin de ejercer el poder era buscar 
el beneficio en general.  
 Luego, en los siglos XV y XVII surgen los estados nacionales europeos modernos; hecho 
precededido por circunstancias de diversa índole -religiosos, políticos, económicos, intelectuales-
, tales como el desarrollo del comercio extranjero, el renacimiento, el redescubrimiento del 
Derecho Romano, las reformas, el establecimiento de las iglesias nacionales y el desplazamiento 
de funciones de los estamentos feudales a manos de los reyes. Cabe señalar que hasta este 
momento, la denotación de estado nacional no era muy diferente al de estado monárquico, debido 
a que quien poseía la soberanía era quien reinaba.  
Entonces, los grandes ilustres de la epoca replantearon las teorías iusnaturalistas y 
contractualistas, refutando el concepto de soberanía monárquica y conduciendo a que las teorías 






Naranjo Mesa afirmó que “fue así, como a partir del contrato social, la teoría soberanía popular 
se convirtió en una bandera política que se enarbolo primero a las luchas de emancipación de las 
colonias británicas de Norteamérica, luego revoluciones, como la francesa y la industrial y 
después en las revoluciones de independencia de las antiguas colonias hispanoamericanas”. 
(Vladimir Naranjo Mesa, 2000, p.50) 
Así,  en contraste con el concepto de soberanía monárquica, según el cual el rey era el único 
órgano supremo con potestad estatal, las teorías democráticas afirmaban que el poder recaía 
únicamente en el pueblo. Más concretamente, Carré de Malberg (1998) nos trae una afortuna 
definición según la cual “el concepto de soberanía popular se funda directamente sobre una 
confusión entre la soberanía estatal y la potestad del más alto órgano del estado”. 
 Ahora, este tipo de soberanía ha sido criticada por la doctrina con fundamento en dos 
razones. La primera de ellas es que el voto es un derecho particular e individual y que, al 
desprenderse de sus derechos subjetivos, se entra a una democracia participativa y, la segunda 
razón, es que los papeles de gobernante y gobernado se invierten, es decir, que el gobernado es 
quien le dice que hacer al gobernante. 
De otro lado, encontramos el concepto de soberanía nacional, cuyo origen se le atribuye al 
filósofo Sieyes. Este hace referencia a la soberanía atribuida a la nación, como elemento 
perteneciente al concepto de Estado. Esta teoría fue elaborada para expresar los deseos de la 
voluntad mayorista, toda vez que en la soberanía popular las decisiones debían ser aprobadas de 
manera unánime. 
Así las cosas, en este nuevo concepto de soberanía ésta no estaba fraccionada en cada uno 
de los individuos que conformaban un país, sino que se regía por un cuerpo social denominado 






otro cuerpo, ninguna autoridad la puede ejercer, únicamente emana de ella. La soberanía es una, 
indivisible, inalterada, imprescriptible; ella pertenece a la Nación”. (Carré de Malberg,1998). 
Sin embargo, esta soberanía nacional también es criticada, debido a que el voto, siendo una 
función social es obligatorio y no es posible que la nación vote, de tal manera que necesariamente, 
los ciudadanos tienen que ejercer su derecho como individuos pertenecientes a un estado. De otro 
lado, la doctrina también critica este concepto puesto que para llegar al poder se requiere 
necesariamente un mandato de representación. 
 Por su parte, en la historia colombiana han existido destellos tanto de soberanía nacional 
como de soberanía popular. La Constitución Política de Colombia de 1886 consagraba la soberanía 
nacional en su artículo segundo, fundamentada en los artículos 105 y 179 de la misma. 
 Posteriormente, en 1991 el constituyente decide tomar como fundamento la soberanía 
popular. En efecto, en su artículo tercero se lee que “la soberanía reside exclusivamente en el 
pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa o por intermedio de 
sus representantes, en los términos que la constitución establece”.  
El artículo 133 de la nueva Constitución, que reemplazó al 105 de la Constitución Política 
de 1886, señala que “los miembros de cuerpos colegiados de elección directa representan al 
pueblo, y deberán actuar consultando la justicia y el bien común”. Por su parte, el artículo 179 de 
la otra norma constitucional, no hace parte de la constitución actual.  
Sin embargo, los preceptos constitucionales citados anteriormente no quieren decir que 
nuestra Constitución se fundamenta únicamente en la soberanía popular. Por el contrario, en ella 
existen elementos de soberanía nacional, como el artículo 9 superior en dónde se señala que “las 






autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho 
internacional aceptados por Colombia”. 
Así las cosas, huelga concluir que la Constitución Política de 1991 incorpora un concepto 
de soberanía mixta, en dónde están presentes conceptos tanto de soberanía popular como nacional; 
aspecto que deberá ser tenido en cuenta en todos los análisis que al respecto se realicen. 
 
B. SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN 
De conformidad con la teoría desarrollada por el Derecho Constitucional, existe un 
principio de supremacía de la constitución, según el cual las constituciones políticas son la cabeza 
del sistema de fuentes del ordenamiento jurídico de cualquier país.   
Este principio ha sido definido por la Corte Constitucional colombiana en los siguientes términos: 
La noción de supremacía constitucional parte de la naturaleza normativa de la 
Constitución, que se revela en el carácter de fuente primaria del ordenamiento jurídico. 
En tal sentido, el artículo 4 de la Constitución Política indica: “La Constitución es 
norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u 
otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”. Así, la naturaleza 
normativa del orden constitucional es la clave de la sujeción del orden jurídico restante 
a sus disposiciones, en virtud del carácter vinculante que tienen sus reglas. Tal 
condición normativa y prevalente de las normas constitucionales, la sitúan en el orden 
jurídico como fuente primera del sistema de derecho interno, comenzando por la 
validez misma de las normas infra-constitucionales cuyas formas y procedimientos de 
producción se hallan regulados en la propia Constitución. De ahí que la Corte haya 






tanto la pertenencia al orden jurídico como la validez de cualquier norma, regla o 
decisión que formulen o profieran los órganos por ella instaurados. El conjunto de los 
actos de los órganos constituidos -Congreso, Ejecutivo y jueces- se identifica con 
referencia a la Constitución y no se reconoce como derecho si desconoce sus criterios 
de validez. La Constitución como lex superior precisa y regula las formas y métodos 
de producción de las normas que integran el ordenamiento y es por ello “fuente de 
fuentes”, norma normarum. Estas características de supremacía y de máxima regla de 
reconocimiento del orden jurídico propias de la Constitución, se expresan 
inequívocamente en el texto del artículo 4”. (CC, Sala plena. Sentencia C – 415, de 
junio 6, 2012.) 
 
De igual forma, en el artículo 4 de la Constitución Política de 1991 se señala expresamente 
la supremacía de la constitución, pues en dicha norma puede leerse que “la constitución es norma 
de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la constitución y la ley u otra norma jurídica, 
se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los nacionales y de los extranjeros en 
Colombia acatar la constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.”  
Así, esta superioridad implica, desde un punto de vista formal, que las demás normas y 
disposiciones que se creen en el ordenamiento jurídico colombiano deben regirse y fundamentarse 
en la constitución. Por su parte, una visión material de la supremacía constitucional indica que esta 
norma es la que ancla principios y valores y define al estado mismo, de tal manera que si se trata 
de un estado de derecho, sus disposiciones centrales estarán destinadas a exaltar las libertades, 






 De igual manera, es preciso mencionar que la Corte Constitucional en su jurisprudencia, 
menciona la supremacía constitucional junto al principio de rigidez de la constitución, llegando a 
parecer incluso, que se tratara de expresiones sinónimas.  
Además, el Tribunal identifica la Constitución de 1991 como una Carta Magna portadora 
de rigidez, o una Constitución Rígida, (C - 816 de 2004 y C - 740 de 2013) atribuyéndole un grado 
de rigidez específico. Esto quiere decir que el grado de resistencia de una constitución se determina 
con el mayor o menor nivel de rigor de los procedimientos de reforma constitucional, señalando 
que puede existir la resistencia constitucional relativa, diversa o la funcionalmente diferenciada.  
La primera de ellas, es decir, la resistencia constitucional relativa hace referencia a que 
pese a la susceptibilidad de adaptación de las normas jurídicas al paso del tiempo y a la evolución 
de la sociedad, las normas constitucionales tienen una resistencia al cambio mucho mayor al que 
tienen las leyes; aspecto que se da, entre otros, porque el constituyente estableció mecanismos más 
complejos para adelantar reformas constitucionales, que reformas legales. (C. C. Sala Plena, 
Sentencia C - 699, de trece (13) de diciembre de dos mil dieciséis, 2016).  
Brevemente, es oportuno mencionar que estos mecanismos estrictos son: los actos 
legislativos, el referendo constitucional y la asamblea nacional constituyente. En relación con el 
primero de ellos, únicamente cabe señalar que son tramitados por el Congreso de la República, 
mediante un procedimiento similar al de aprobación de las leyes, pero con la rigidez del caso al 
tratarse de un acto reformatorio de la constitución.  
Por su parte, para que el referendo constitucional puede llevarse a cabo, debe estar 
precedido de una ley convocatoria cuya iniciativa la tienen los ciudadanos o el Gobierno y  que 
debe ser aprobada por mayoría absoluta de ambas Cámaras; además, debe surtir un control de 






Si este control es superado, puede someterse la consulta al pueblo, y si en ella participa 
más de la cuarta parte del censo electoral y la mayoría de sufragantes apoyan la reforma, esta queda 
aprobada. Cabe agregar que en este caso, podrá haber control constitucional posterior mediante el 
empleo de la acción pública de constitucionalidad. (CP arts 241- y 2, y 378). (C. C. Sala Plena, 
Sentencia C - 699, de trece (13) de diciembre de dos mil dieciséis, 2016).  
El otro mecanismo mencionado, esto es, la asamblea nacional constituyente, también 
requiere que su aprobación se realice mediante ley, la cual tiene iniciativa ciudadana o 
institucional, y en su trámite, debe ser aprobada por la mayoría absoluta de ambas cámaras. Esta 
ley debe someterse a control constitucional automático por vicios de procedimiento, y si lo supera 
se realiza la consulta.  
Tras ello, debe consultársele al pueblo si quiere convocarla, y la competencia, periodo y la 
composición que se quiera. Para la aprobación de la Asamblea se exige un apoyo a la convocatoria 
de “cuando menos, una tercera parte de los integrantes del censo electoral”. 
Si esto se logra, vendría la elección de los delegatarios, y si la asamblea tenía competencia 
limitada, sus actos se pueden sujetar a control constitucional mediante acción pública (CP arts 155, 
241-1 y 2, y 376), (C. C. Sala Plena, Sentencia C - 699, de trece (13) de diciembre de dos mil 
dieciséis, 2016). 
No obstante la inclusión de estos procedimientos, lo cual hace que la rigidez de la 
constitución sea mayor en comparación con la de la ley, se puede decir que al equipararlo a las 
demás constituciones que han estado presentes en la historia colombiana y a las de otras naciones, 
éste es inferior, toda vez que no contiene clausulas pétreas o disposiciones que limiten la 






 De otro lado, la resistencia constitucional diversa, hace referencia a la existencia de varios 
mecanismos por los cuales se puede llegar a reformar, cambiar o modificar la constitución. En 
estos procesos también se hace necesaria la intervención de diferentes órganos, entes, autoridades 
y sectores de la población, de tal manera que con ello se busque el mayor consenso dentro de la 
nación.  
Sin embargo, es diferente cuando se habla de un cambio o una reforma en una de las 
disposiciones centrales y esenciales de la constitución, o de la composición de un nuevo orden 
político; caso en el cual el concepto correcto será el de la resistencia diferenciada, pues estaríamos 
frente a la sustitución de la misma Carta Magna por una no semejante.  
 
3.2.- LA TEORÍA DE LA SUSTITUCIÓN DE LA CONSTITUCIÓN Y LA TESIS 
DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
La Constitución Política le confía las funciones de guardián de la integridad y de la 
supremacía constitucional a la Corte Constitucional a través de su artículo 241. Este Tribunal, 
mediante sentencia C–551 de 2003 (Sala Plena), expuso la doctrina de la Sustitución 
Constitucional por primera vez.  
Sin embargo, cabe resaltar que antes de esta providencia, en Colombia ya se había utilizado 
la doctrina de la sustitución de la constitución para la revisión de reformas a la Carta Magna de 
1886, aludiendo que el procedimiento reformatorio comprende la competencia del poder que 
efectúa las correspondientes reformas, quien debe actuar dentro de sus límites competenciales y 
no sustituir la Constitución. (Muñoz Hernández, Luis Antonio & Otros, 2016, p.204)  
Entonces, la tesis planteada por la Corte Constitucional, llamada “Doctrina de Sustitución 






imposibilidad de sustituir la Constitución en ejercicio del poder de reforma, pues quien ostenta el 
poder derivado estaría excediéndose si lo hace. Si esto ocurre, la Corte Constitucional debe 
pronunciarse y declarar inexequible dicha reforma.  
En relación con lo anterior destaca la definición de Higuera Jiménez, quien señaló que la 
inconstitucionalidad por sustitución constitucional es “la posibilidad de controlar las reformas 
constitucionales, no solo por razones de trámite, sino porque la misma afecte los elementos de la 
Carta Magna.” (Higuera J., 2016, p. 215). 
Este análisis, aplicado a los actos legislativos que expide el Congreso en función de su 
poder Constituyente derivado, pretende demostrar la dicotomía existente entre la naturaleza 
política y jurídica de la Constitución, lo cual implica la armonización entre el principio de 
supremacía de la constitución y la soberanía popular.  
 Ahora bien, cabe destacar que en aplicación de esta teoría, la Corte Constitucional ha 
declarado inexequibles diferentes actos legislativos mediante diferentes sentencias, tal como se 
muestra a continuación mediante el empleo de una gráfica comparativa: (C. C. Sala Plena, C - 
1040, de 19 de octubre de 2005).  
 
SENTENCIA EXEQUIBLE INEXEQUIBLE INHIBIDAS. 
C 387 DE 1997 X   
C 543 DE 1998 X X  
C 214 DE 2002 X   
C 551 DE 2003 X X  
C 1092 DE 2003 X X  
C 970 DE 2004   X 
C 757 DE 2004   X 






C 816 DE 2004  X  
C 1121 DE 2004 X   
C 1040 DE 2004 X X  
C 153 DE 2007   X 
C 803 DE 2008 X  X 
C 033 DE 2009 X X  
C 427 DE 2008 X  X 
C 588 DE 2009  X  
C 303 DE 2010 X   
C 882 DE 2011 X   
C 574 DE 2011   X 
C 397 DE 2010  X  
C 141 DE 2010  X  
C 1056 DE 2012  X  
C 170 DE 2012 X   
C 288 DE 2012 X  X 
C 249 DE 2012  X  
C 317 DE 2012 X  X 
C 336 DE 2013   X 
C 579 DE 2013 X   
C 130 DE 2014   X 
C 577 DE 2014 X   
Fuente: Decisiones de la Corte Constitucional. Tomado de: Higuera Jiménez, Diego Mauricio. “Análisis Dinámico 
De La Línea Jurisprudencial Respecto De La Sustitución de la Constitución”, 2016, p. 232.  
 
De otro lado, cabe señalar que el poder constituyente se puede dividir en dos: el poder 
originario y el poder derivado. Si bien ambos hacen parte y tienen el mismo origen, poseen 
funciones diferentes que están limitadas entre sí. El primero de ellos es el encargado de crear la 
constitución, mientras que el segundo tiene como función la reforma, modificación y adición de 







Al respecto, cabe citar a José Vicente Concha-Ferreira, según el cual 
 El poder legislativo y el poder constituyente, establecidos ambos por una 
misma constitución, pero con facultades diferentes: el primero las tiene para dictar 
leyes ordinarias; el segundo, para dictar leyes constitucionales. Pero aun en los casos 
en que se atribuye a las mismas corporaciones legislativas la facultad de reformar 
leyes constitucionales obran de maneras diferentes [...] ora votando las reformas con 
una mayoría más considerable de las que se requiere para la expedición de las leyes 
comunes, o haciéndolo en una primera legislatura y ratificándolo en otra posterior. 
(Concha-Ferreira, 1915). 
 
 Asi, el poder de reforma a la constitución no tiene competencia para modificar su estructura 
básica, su esencia y su identidad, la cual se basa en principios y valores claros que demuestran y 
expresan la voluntad del constituyente. Al respecto, la Corte Constitucional en la precitada 
sentencia C-551 De 2003, señaló que en el momento en que se llegue a reemplazar toda la 
constitución o se modifique un elemento esencial que defina su identidad por otra totalmente 
diferente, estaríamos ante una sustitución total o parcial de la constitución, según sea el caso. 
(Corte Constitucional, Sentencia C-757, 2008, p. 23).  
Siguiendo esta línea, cabe señalar que la doctrina de la sustitución de la constitución parte 
de dos postulados. El primero de ellos hace referencia a que la Constitución Política en su artículo 
374, le asigna al Congreso de la República, a una Asamblea Nacional Constituyente o al pueblo 






mecanismos de reforma se pueda modificar el régimen mismo del estado y los postulados de 
identidad de la Carta Política.  
Así las cosas, esta omisión se convierte en una prohibición impuesta por la misma 
Constitución (Corte Constitucional, Sentencia C- 551, 2003), puesto que no existen cláusulas 
pétreas, es decir, cláusulas que son irreformables, inmodificables, inamovibles de la constitución 
o intocables mediante reformas efectuadas por el legislador ordinario, toda vez que revisten de 
gran importancia para la permanencia del orden fundamental. 
No obstante lo anterior, estas cláusulas hoy en día no son absolutas, pues en el desarrollo 
de la sociedad y su evolución se hace necesario efectuar diferentes cambios. Al respecto vale la 
pena resaltar lo dicho por el argentino Germán Bidart Campos, que aún sostiene teorías tan 
extremas como que la confesionalidad del estado está protegida por cláusulas pétreas (Juárez, 
F.,2008).  
Ahora, el segundo postulado hace referencia a la distinción existente entre el poder de 
reforma como poder constituido o derivado y el poder constituyente como titular de la soberanía, 
pues el único que puede crear y disponer de un nuevo ordenamiento constitucional es el poder 
constituyente originario.  
En este sentido, quien actúa por excelencia como constituyente originario es la Asamblea 
Nacional Constituyente, la cual desaparece una vez se fija el texto constitucional definitivo, 
dándole paso al constituyente derivado. Sobre ello, Sieyés señala que “la distinción entre poder 
constituyente y poder constituido, daría lugar a la tesis de que la técnica de la reforma pertenece 
a la esfera del poder constituido y por ende se tiene que sujetar a los límites propuestos en la 






Así las cosas, podría afirmarse que el poder de reforma existe sólo para continuar con la 
adición o modificación de lo ya creado por el constituyente originario; de tal forma que este no 
puede sustituir o reemplazar la constitución, pues estaría abordando funciones que no le 
corresponden o extralimitándose en las propias.  
 Sobre este tema, la Corte Constitucional afirmó en la pluricitada sentencia C- 551 de 2003, 
que es diferente el tratar la reforma de cualquier artículo de la Constitución -función que se le 
otorga al poder de reforma-, cuando con el pretexto de reformar totalmente la constitución se 
desnaturaliza dicho poder excediendo las competencias del constituyente derivado, el cual no 
puede derogar ciertas características de la constitución vigente (Corte Constitucional, Sentencia 
C-551, 2003, p. 99).  
 Visto lo anterior, conviene puntualizar en el vicio que se configura cuando dicho 
constituyente derivado incurre en los mencionados excesos. En efecto, a la sustitución 
constitucional, se le ha dado el tratamiento de un defecto procedimental, puesto que uno de los 
elementos necesarios para la aprobación de un acto legislativo es la competencias del organismo 
para dicho fin, la cual es extralimitada en casos como estos.  
  Sobre esto, el eminente profesor Olano García afirma que la revisión que realiza la Corte 
Constitucional es restringida, pues ésta solo puede verificar que la actuación desplegada por el 
Congreso de la República se haya dado en el marco de sus funciones como poder Constituyente 
Derivado. En este sentido, sólo se podría declarar una disposición como inconstitucional en el 
momento que se encuentren vicios formales por incumplimiento de los procedimientos 
establecidos en la Constitución Política. (Olano, G. H. A., 2005), No obstante, al analizar la 
competencia de quien ostenta el poder de reforma, se realiza un estudio acerca de la doble 






como límite material.  
  Entonces, es evidente que la Corte Constitucional ha incurrido en una contradicción al 
afirmar que el juicio de sustitución no abarca un control material, pues en anteriores providencias 
el Alto Tribunal ha calificado la Competencia del poder de reforma como un vicio de 
procedimiento en la formación, negando su alcance como límite material. (C - 1200 de 2003 y C - 
1040 de 2005). 
  Al respecto, cabe traer a colación lo señalado en su momento por el magistrado Humberto 
Sierra Porto en el salvamento parcial de voto a la Sentencia C-1040 de 2005, en dónde manifestó 
que la contradicción es evidente, pues a pesar de que la Carta Magna no establece clausulas 
inmodificables, es evidente que el poder de reforma no puede abusar de su función hasta el punto 
de sustituir la identidad perteneciente al Estado Social de Derecho; aspecto que dota a la 
Constitución de características similares a las de las cláusulas pétreas sin que consagren 
expresamente, pues implican limites materiales al poder de reforma (C. C. Sala Plena, C - 1040, 
de 19 de octubre de 2005).   
 Por otro lado, también se ha dicho que según la permanencia de la sustitución 
constitucional, esta puede ser definitiva o temporal. Si bien una sustitución constitucional suele 
ser definitiva, pues una vez se reemplaza una constitución por otra esta última adquiere vigencia 
hasta su derogación, existen casos en los cuales se sustituye un elemento esencial por otro, en un 
determinado periodo de tiempo (Sentencia C-1040 de 2005, p. 2),  por ejemplo, mientras se cumple 
el periodo de un estado de excepción.  
 De igual forma, y en punto del estudio de la teoría de la sustitución, la Corte Constitucional 
ha identificado otras figuras que no son reformas constitucionales pero que a través de ellas se 






quebrantamiento y la suspensión. La primera de estas figuras, esto es, la destrucción de la 
constitución, implica que se fragmenta tanto la Carta Magna como el poder constituyente que la 
estableció. Sin embargo, en nuestro sentir con ello no se configura una sustitución puesto que no 
implica un cambio constitucional de gran magnitud sino la abolición del texto constitucional en su 
totalidad. 
Por su parte, el quebrantamiento de la constitución hace referencia al desconocimiento de 
las cláusulas constitucionales y sus disposiciones, pero en casos excepcionales y específicos, en 
tanto en los demás casos siguen inalterables. Esta no es una sustitución parcial de la constitución 
sino una reforma relacionada exclusivamente a los casos descritos, en cuanto las disposiciones 
aplicables quedan suspendidas temporalmente.  
 En tercer lugar, el fenómeno de suspensión constitucional se produce cuando “una o varias 
prescripciones son provisionalmente puestas fuera de vigor” (Corte Constitucional, Sala Plena. 
Sentencia C-588,2009). Entonces, en estos casos las normas siguen estando vigentes, pero su 
eficacia se ve afectada temporalmente en tanto se aplica el régimen existente, por ejemplo, en el 
respectivo estado de excepción. A efectos de ejemplificar las categorías mencionadas en párrafos 
precedentes, esta reforma que suspende temporalmente los ejes definitorios de la identidad de la 
Constitución podría catalogarse como una sustitución parcial y temporal. 
Finalmente, cabe recordar que estos fenómenos no son los únicos que pueden sustituir la 
constitución, pues pueden presentarse situaciones que no se adecuen a ninguno de los 
anteriormente mencionados, puesto que la doctrina de la sustitución constitucional es una tesis en 
constante evolución y que no abarca presupuestos absolutos o acabados. 
Así pues, vistos los elementos que componen la doctrina de la sustitución constitucional, 






cuando en efecto, se ha producido una sustitución de la Carta Magna; aspecto que se abordará a 
continuación, mediante el estudio del llamado test  de efectividad.  
 
3.3.- EL TEST DE EFECTIVIDAD COMO UN INSTRUMENTO POR EL CUAL 
LA CORTE CONSTITUCIONAL ANALIZA SI LA REFORMA A LA CONSTITUCIÓN 
PUEDE REEMPLAZAR Y SUSTITUIR LA CARTA MAGNA 
Con ocasión del estudio de la constitucional de los actos legislativos, la Corte 
Constitucional propuso el test de efectividad para hacer más eficiente y preciso el control sobre 
los mismos, pues con la aplicación del mismo, se puede evitar que se sustituya la constitución y se 
produzca un quebrantamiento de la misma. A modo de ejemplo, en las sentencias C-588 de 2009, 
C- 551 de 2003, 249 de 2012, C-574 de 2011 y C-579 de 2013, la Corte Constitucional ha aplicado 
el mencionado test.  
  Entonces, para llevar a cabo el test de efectividad y en primera medida, es necesario que 
concurran los siguientes tres elementos (Corte Constitucional, sala plena. Sentencia C-1040, 
2005): (i) Enunciar con claridad cuál es la disposición que realiza la sustitución; (ii) Señalar cual 
es la disposición constitucional que se está sustituyendo, y (iii) Demostrar por qué esta es una 
disposición esencial y fundamental dentro de la Constitución Política y la determinación de su 
identidad.  
Estos tres elementos hacen parte de la denominada premisa mayor, la cual cumple con el 
propósito de despejar el problema jurídico, lo cual es de suma importancia para evitar el caer en el 
subjetivismo judicial.  
 Tras ello, deben seguirse los siguientes pasos: (iv) verificar si dicha disposición se puede 






porque en estos casos, se estaría por fuera de la competencia de la Corte -elementos que hacen 
parte de la carga argumentativa de la Alta Corporación-. 
 Finalmente, se procede a (vi) verificar si la disposición esencial dentro de la Constitución 
Política ha sido reemplazada, pues no puede haber sido simplemente modificada o afectada, pues 
se necesita de manera irrestricta que esta haya desaparecido y en su lugar se haya instaurado una 
nueva –lo cual constituye la premisa menor-; y (vii) finalmente, si la nueva disposición es opuesta 
a la anterior, a tal punto que resulte incompatible con la Constitución misma.  
 En este orden de ideas, y una vez se abordaron los elementos del test de efectividad, en el 
acápite subsiguiente el mismo se aplicará al procedimiento legislativo especial para la paz, con la 
finalidad de determinar si -con independencia de lo dicho por el Tribunal Constitucional en su 
jurisprudencia-, este sustituye en su esencia el contenido de la Constitución Política de 1991.  
 
3.4.- LA APLICACIÓN DEL TEST DE EFECTIVIDAD AL ACTO LEGISLATIVO 
01 DE 2016 
El juicio de sustitución de la constitución que realiza la Corte Constitucional al Acto 
Legislativo 01 de 2016, mediante la Sentencia C-699 del mismo año, se destaca por tener y precisar 
todos los aspectos y elementos necesarios para realizarlo de manera amplia y objetiva. No obstante, 
en nuestro parecer, sus conclusiones no son las más adecuadas. 
 Respecto de la premisa mayor, se deja claro que la disposición que sustituiría la 
Constitución es el artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2016 en su literal f), el cual fija el 
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, según el cual los actos legislativos, serán 






8 días – lo cual se traduce en la reducción de los debates-, equiparándolo al número de debates que 
se deben realizar en la formación de cualquier ley ordinaria.  
 Esto indicaría que la norma demandada sustituye elementos esenciales en un estado 
constitucional de derecho, así mismo como ciertas características fundamentales de la Constitución 
Política vigente, tales como la rigidez constitucional, la supremacía de la constitución y el control 
constitucional de las leyes; disposiciones que se encuentran en los artículos 3, 4, 241, 243, 374 y 
siguientes de la Constitución, a concepto del autor de la demanda.  
En esta línea, la Corte Constitucional se limita a decir que los procedimientos de reforma 
establecidos en la constitución no son parte de la identidad de esta, de tal manera que pueden llegar 
a modificarse o sustituirse sin que se afecte la esencia misma de la Constitución, puesto que no 
existen cláusulas pétreas, como tampoco una disposición que expresamente prohíba su alteración.  
En síntesis, la premisa mayor que aborda la Corte Constitucional, expresa que nuestro 
ordenamiento se basa en un principio de rigidez específica y únicamente si se varían los niveles 
de resistencia al cambio, o se vuelven intangibles sus cláusulas de reforma, o si no hay diversidad 
en los mecanismos de reformas, o si se equipara el poder constituyente derivado con el originario, 
se estaría ante una sustitución de la constitución.  
En cuanto a la premisa menor, la Corte Constitucional indica que el procedimiento 
particular previsto en el Acto Legislativo 01 de 2016 busca “agilizar y garantizar la 
implementación” del Acuerdo Final de Paz. Por lo tanto, su justificación se encuentra en la 
necesidad de una implementación oportuna que disipe el riesgo de no cumplir con lo acordado y 
garantice la ejecución de los compromisos.  
Así las cosas, se determinó que toda vez que este procedimiento únicamente puede 






introducir arbitrariamente reformas a la Constitución, en relación con temas que no sean conexos 
con el Acuerdo Final. 
De acuerdo con los argumentos antes expuestos, la Corte Constitucional decide que no hay 
sustitución de la constitución por medio del Acto Legislativo 01 de 2016. Sin embargo, no se 
entiende porque la Corte Constitucional colige que no se está ante la presencia de una Sustitución 
de la Constitución.  
A esta conclusión se arriba con fundamento en diferentes aspectos. En primer lugar, debe 
reiterarse que el concepto de soberanía hace parte de la identidad de la Constitución Política de 
Colombia, donde a pesar que se pueda ejercer vía directa o a través de sus representantes, no deja 
de estar en cabeza exclusiva del pueblo, y solo este último tiene la facultad de darse una nueva 
constitución o sustituir la existente, por procedimientos que garanticen el cumplimiento de su 
voluntad inequívoca, siendo así que solo a través de una Asamblea Nacional Constituyente sin 
límites de competencia, se podría ejecutar el poder constituyente originario. (Sentencia C-153, 
2007).  
En consecuencia, cabe destacar que el Acto Legislativo 1 de 2016 no fue proferido por una 
Asamblea Nacional Constituyente sin límites de competencia, sino por el Congreso de la 
República, de tal manera que el Congreso estaría extralimitándose en sus funciones como poder 
constituyente derivado.  
De otro lado, es preciso reiterar que el nivel de resistencia al cambio es uno de los 
parámetros para establecer si existe una sustitución a la Constitución. Dicho nivel, en el caso de 
las reformas constitucionales debe ser mayor al establecido para las leyes, de tal manera que el 
propio constituyente del año 1991, determinó que los proyectos de acto legislativo que pretendan 






Las características antes mencionadas son: (i) la iniciativa puede provenir del Gobierno, de 
un numero de diez congresistas, el treinta por ciento de los concejales o diputados o los ciudadanos 
en un número equivalente al cinco por ciento del censo electoral; (ii) requieren de 2 vueltas en 
cada cámara y 8 debates (incluyendo los que se presentan al interior de las comisiones); (iii) se 
aprueban en periodos ordinarios y consecutivos; (iv) en los primeros 4 debates se aprueban por 
mayoría simple, en los debates en plenarias de cada cámara se aprueban por mayoría absoluta, y 
(v) cuentan con un control constitucional mediante demanda que puede interponerse solo dentro 
del año siguiente a su promulgación.  
En comparación con las características anteriormente citadas, el procedimiento legislativo 
especial para la paz tiene las siguientes características: (i) iniciativa exclusiva del Gobierno; (ii) se 
tramitan en una sola vuelta de cuatro debates y ocho días de tránsito entre las Cámaras; (iii) pueden 
tramitarse en sesiones extraordinarias; (iv) se aprueban con mayoría absoluta, y (v) tienen control 
constitucional automático.  
 Así pues, a simple vista se puede observarse que el procedimiento legislativo especial para 
la paz equiparó los pasos a seguir para la aprobación de un acto legislativo, al procedimiento 
legislativo existente en Colombia para expedir cualquier tipo de ley. 
Con ello, en principio, se pierde la naturaleza de los actos legislativos y de su procedimiento 
mismo, porque el constituyente no estableció un procedimiento más extenuante por simple 
liberalidad sino en resguardo de la Constitución Política, pues lo que buscaba, es que los 
encargados de realizar las reformas a la Constitución tengan un tiempo más amplio para decidir 
sobre qué es lo más conveniente para el país, teniendo presente la prevalencia del interés general 
sobre el particular, contando con la participación ciudadana y el respeto por la garantía que goza 






De esta manera podría llegarse a desconocer el espíritu del constituyente, y en la premura 
de implementar y darle cumplimiento al Acuerdo Final de Paz, el procedimiento y las exigencias 
aplicables a la expedición de otras leyes, queda en un lugar jerárquicamente igual o superior al del 
procedimiento legislativo especial para la paz. 
Por ejemplo, al hablar de la iniciativa, tanto la del proyecto de Ley de Delegación, de la 
Ley que establece Monopolios Económicos y de las leyes que someten a referendo un proyecto de 
reforma constitucional elaborado por el congreso, tienen iniciativa exclusiva del Gobierno.  
Igualmente, las mayorías de aprobación que se exigen para las leyes que conceden 
amnistías por delitos políticos y conexos son superiores al establecido en el Acto Legislativo 1 de 
2016, pues solo puede llegarse a aprobar aquel proyecto que obtenga la 2/3 partes de los votos de 
los miembros pertenecientes a cada una de las cámaras.  
Respecto del control de constitucionalidad que realiza la Corte Constitucional, el 
requerimiento para las Leyes Estatutarias se hace más ambiguo en comparación con el de los 
proyectos que se llevaran a cabo mediante el procedimiento especial para la paz, pues las leyes 
estatutarias requieren de un control de constitucionalidad previo a su promulgación, mientras que 
en el segundo caso, si bien existe un control automático, es posterior.  
De esta forma, el Acto Legislativo 01 de 2016 si sustituiría un elemento fundamental dentro 
de la identidad de la Constitución Política, pues el nivel de resistencia al cambio, que debe ser 
superior al de las leyes, queda en las mismas condiciones que para ellas, y en algunos casos 
inclusive, puede verse inferior.  
Por otra parte, la Constitución Política menciona explícitamente los mecanismos por los 






referendo constitucional o el acto legislativo aprobado por el Congreso de la República, y para 
cada uno de ellos se fija su procedimiento. 
Entonces, en caso que el constituyente hubiese querido que por otro medio se llegara a 
reformar, modificar, enmendar o adicionar las disposiciones constitucionales, este se habría 
consagrado en el texto superior. Así, puesto que no hay clausulas pétreas, ni disposiciones 
inmutables, no podemos desconocer el carácter taxativo que tienen estos 3 mecanismos de reforma.  
 Por último, es oportuno resaltar la importancia que tiene el procedimiento dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico, en la medida en que la Corte Constitucional, al realizar el control de 
constitucionalidad, la mayoría de sus veces, solo puede declarar una disposición como 
inconstitucional por vicios de forma, es decir, cuando esta no cumpla con los requisitos o 
procedimientos establecidos en la Constitución Política, según su naturaleza. 
Con fundamento en ello, se encuentra irrisorio que los procedimientos constitucionales, 
teniendo tal valor dentro del ordenamiento jurídico colombiano, puedan ser modificados a través 





























4.- LA VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODERES, 
CONSIDERADO COMO UN QUEBRANTAMIENTO DE LA IDENTIDAD DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE CARA A LAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS 
OTORGADAS AL PRESIDENTE DENTRO DEL FAST TRACK 
Como se mencionó en el capítulo precedente, en nuestro concepto, con la implementación 
de la figura del Fast Track se dio paso a una sustitución de la Constitución Política de 1991. 
Teniendo esto en cuenta, a lo largo de este acápite nos enfocaremos en determinar si el 
otorgamiento de facultades extraordinarias al Presidente de la República con base en el 







Así las cosas, es preciso señalar que al referirse a la estructura del Estado, la dogmática 
constitucional emplea los conceptos de territorio, pueblo y poder público, los cuales son los 
elementos que lo componen; elementos, que se han sido expresamente definidos por las 
constituciones de 1986 y 1991, pues si bien las anteriores no los mencionaban de manera 
individual, si se señalaba expresamente, que Colombia era un Estado.  
Estos elementos hacen que Colombia sea reconocido internacionalmente como un Estado, 
haciéndolo partícipe de políticas públicas internacionales, Cortes y organizaciones de esta misma 
índole. De igual manera, en razón de esta calidad estatal, Colombia es sujeto de derechos y 
correlativamente, adquiere deberes y obligaciones frente a otros sujetos de derecho internacional 
público, vr.gr., otros estados u organizaciones. 
Sin embargo, no debe confundirse esta estructura del estado con el concepto de poder 
estatal, pues la estructura del estado hace referencia a los elementos que lo conforman, mientras 
que la estructura del poder del estado se refiere en la forma en la cual se distribuyen y se asumen 
las distintas funciones al interior del mismo, y que se encuentran repartidas en los órganos que 
conforman las ramas del poder público. Así pues, la relación entre ambos es de genero a especie, 
pues la estructura del poder del estado solo es una parte del estado en sí mismo.  
En relación con lo anterior, conviene precisar de manera breve que la Constitución Política 
de 1991 usa de forma impropia los términos Estado y estructura del Estado, específicamente, en 
el Capítulo I del Título V, titulado “Estructura del Estado”, pues el contenido de este se relaciona 
con la estructura del poder del estado y no a la estructura del Estado como tal. (Pérez, Escobar 
Jacobo,1997, p. 395). 
Ahora bien, continuando con el análisis dogmático objeto de este acápite, es menester 






y sum; los cuales en conjunto, significan potente. (Barcia,Roque, 1944, p. 378). A raíz de este 
significado, es común que se relacione poder con fuerza, o con la voluntad que posee una persona 
para llevar a cabo todos sus propósitos por sí mismo o imponiéndose ante los deseos de otra 
persona.  
Por su parte, La Real Academia de la Lengua Española tiene un sin fin de definiciones 
acordes con la palabra “Poder”. Pese a ello, en el presente documento tomaremos un concepto 
que acoja todas ellas, a saber: El poder es la facultad y facilidad, ya sea física o moral, de la cual 
goza una persona para lograr su objetivo, directamente o a través de otra persona o cosa.  
No obstante, cabe agregar que la Real Academia de la Lengua Española, resalta el uso del 
término Poder dentro del Estado en relación con los poderes públicos, definiéndolo como el 
“conjunto de las autoridades que gobiernan un estado”.  
Al hablar de poder público, Fischbach (1949) recure a los conceptos de poder político, 
autoridad política, dominium e imperium, y señala que este se caracteriza por ser soberano y 
superior a cualquier otro poder dentro del estado. Así mismo, afirma que el poder político tiene 
menos relación con la violencia de la cual proviene su significado, pues lo importante del poder es 
la facultad en cabeza del estado de organizar y administrar la colectividad, dejando en un segundo 
plano la coerción política; es decir, se trata del último medio para mantener el orden, pero no es el 
objetivo principal (p.118). 
Ahora bien, al hacer referencia al poder público, de manera irremediable debe hacerse 
referencia a la soberanía, aunque muchos autores no estén de acuerdo en la inclusión de dicho 
concepto al interior del primer término mencionado.  
Al respecto, en las revoluciones norteamericana y francesa -inspiradas en la teoría de 






Estado, encuadrándolas dentro del estado liberal con el objetivo de garantizar los derechos 
fundamentales y las libertades individuales.  
Así, se estableció que el poder no podía estar en manos de una sola persona, pues se corría 
el riesgo de abuso y que en consecuencia, se violaran las libertadas de los ciudadanos. Entonces se 
determinó que el poder debía ser distribuido en tres fuerzas equilibradas entre ellas y con control 
mutuo, de tal forma que la una podría restablecer el equilibrio que fuese roto por la otra. Entonces, 
el poder público dejó de ser considerado una unidad, y ahora se entiende como la concurrencia de 
múltiples fuerzas, con el objetivo último de cumplir con los fines esenciales del estado (Pérez, E. 
J.,1997,p.397). 
Para lo anterior fue indispensable la teoría de Montesquieu, quien en el siglo XVIII retomó 
las ideas de Locke, afirmando que el poder si bien es solo uno, está conformado en principio por 
3 ramas, cumpliendo cada una de ellas una función diferente –ejecutiva, legislativa y judicial-. 
(Montesquieu,1984,p.145).  
Por su parte, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en su artículo 
16, habló de poderes; terminología que fue elegida por los legisladores colombianos en las 
primeras constituciones para dar idea de las limitaciones preexistentes entre los tres poderes 
públicos.  
Pese a ello, con los avances del derecho público la concepción clásica fue quebrantándose 
y hoy en día no se admite la coexistencia de varios poderes públicos, sino que se afirma que el 
estado tiene un solo poder, dividido para actuar, por órganos o ramas. (Gnecco, Mozo, p.225. 
Citado en Pérez, Escobar Jacobo. Derecho Constitucional Colombiano, quinta edición, Temis, 






Descendiendo de manera concreta al caso colombiano, las constituciones anteriores a la 
reforma de 1936 hablaron de poderes sin ninguna distinción, pues aún se concebía que el poder 
público era uno. No obstante, por influencias de autores franceses como Leon Duguit, en el Acto 
Legislativo No. 1 de 1936 se estableció en su artículo 21 que “son órganos del poder público: el 
legislativo, el ejecutivo y el judicial”.  
Sin embargo, esta distinción se consideró inadecuada e impropia, pues se decía que 
resultaba pleonástico, puesto que conducía al mismo fin, toda vez que no se podía llegar a ser 
órganos del órgano. Otras personas anotaron que no se podían tildar a las funciones como órganos 
ya que los órganos no eran los encargados de realizar las funciones del estado, entre otras (Pérez, 
E. J.,1997,pp. 398-399). 
Así, en 1945 se tuvo en cuenta las anotaciones realizadas anteriormente y, como 
consecuencia de ello, la terminología que se usó en el acto legislativo del mismo año, fue la de 
“ramas del poder público”, señalando que el poder público es el instrumento esencial del estado 
para desarrollar sus funciones y lograr sus fines esenciales, a través de las ramas legislativa, 
ejecutiva y judicial.  
Las mencionadas ramas poseen autonomía para satisfacer las funciones que cada una tiene 
sin la injerencia de la otra, pero estas deben actuar de manera armónica. Así pues, se concibe la 
estructura del poder del estado como un árbol “de cuyo tronco nacen las ramas.” (pp.398-399) 
Por su parte, la Constitución de 1991 contiene un concepto amplio sobre las ramas del 
poder público, definiéndolas así.  
“Articulo 113. Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la 
judicial. Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 






diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran 
armónicamente para la realización de sus fines”. 
 
Con esto se refleja que el término poderes del estado fue mutando a órganos del estado, el 
cual fue traído de las ciencias naturales a la política y usada en sus primeras veces de forma 
metafórica, es decir, que pasó de un ámbito corriente a uno de derecho constitucional. Entonces, 
estos órganos del estado ejercitan y desarrollan las actividades que le corresponden a éste para el 
logro de sus fines esenciales.  
En este sentido, el profesor George Jellinek (1958), dice que los órganos deben ser 
distinguidos con las personas titulares del mismo, pues aun cuando ambos son personas físicas no 
son iguales. Dicho esto, cabe aclarar que el órgano no tiene derechos, pero si competencias 
públicas, pues las constituciones le otorgan ciertas funciones a cumplir, siendo claro que puede ser 
reemplazado el funcionario titular pero no el órgano (pp.457- 461). 
 Ahora bien, esta independencia de los poderes públicos, se orienta por el principio de 
separación de poderes, el cual es considerado un pilar de la arquitectura de cualquier estado liberal 
de derecho, junto a las nociones básicas de democracia, derechos fundamentales y garantías 
sociales. Este ha sido definido por la Corte Constitucional como un elemento definitorio de la 
identidad de la Constitución, constituyéndolo en uno de los límites al ejercicio de reforma 
Constitucional.  
Conviene señalar que a día de hoy, las prácticas de intercambio social basadas en las 
relaciones de poder, jerarquizadas y desiguales, y con los muchos casos de corrupción dentro de 
las funciones públicas, hacen del abuso del poder estatal uno de los enigmas a resolver con la 






Así, uno de los puntos de donde parte este principio es que el Estado y quien ostenta el 
poder tiende a abusar de él y de sus atribuciones (Bonilla-Maldonado, D.E.,2005,p.238), de tal 
manera que este principio debe limitar dichas atribuciones y evitar excesos de poder por parte una 
sola rama, o la inclinación negativa de un poder sobre otro, (GUERRERO GARCIA, Diego 
Armando. "Pesos, contrapesos y juicio de sustitución: Jurisprudencia de la Corte Constitucional 
frente a los ajustes de ingeniería Constitucional de la jurisprudencia Colombiana", 2014), 
reduciendo las probabilidades de violación de los derechos a los ciudadanos sea menor. 
(Fernández-Albertos,2005, pp. 293-316)   
 De igual manera debe señalarse que el principio de separación de poderes no puede 
concebirse solo, pues su aplicación de manera absoluta trae graves consecuencias para cualquier 
ordenamiento jurídico. Por ello, la doctrina ha determinado que este principio debe organizarse 
alrededor de cuatro elementos, a saber: (i) División tripartita del poder público; (ii) Funciones 
distintas para cada una de las ramas del poder público; (iii) Sistema de frenos y contrapesos, y (iv) 
Colaboración armónica entre las ramas (Bonilla-Maldonado, D. E., 2015, p.239). 
 De ellos cabe destacar el elemento relacionado con la colaboración armónica entre las 
diferentes ramas del poder público, pues en el concepto clásico no existía la armonización de los 
poderes, pues se pensaba que los limites trazados de manera rotunda eran el mejor mecanismo para 
el equilibrio.  
No obstante, con la evolución de la sociedad, esta teoría entro en crisis y se hizo necesario 
reinventarla, acudiendo a conceptos como el de la colaboración entre las ramas –fundamental para 
aplicar mecanismos de pesos y contrapesos-, dejando a un lado la teoría estricta que no encuadraba 






 Este importante principio posee un grado jerárquico compartido con otras disposiciones de 
gran magnitud, pues de su existencia depende directamente la existencia del estado mismo. Estos 
son los principios de legalidad y de imparcialidad.  
 El principio de legalidad aplicado de manera concreta a las relaciones entre las ramas, 
afirma que el actuar de las ramas ejecutiva y judicial debe subordinarse a lo señalado por el poder 
legislativo, pues sus funciones deben sujetarse al imperio de la ley. Por su parte, el principio de 
imparcialidad establece que las funciones de la rama judicial deben ser completamente 
independientes, garantizando la ejecución fidedigna de la ley.   
 Cabe resaltar que, si bien la relación entre los órganos de poder se en la no injerencia en 
las funciones de cada rama, de la armonización de las mismas depende el buen funcionamiento del 
estado, de tal manera que no es posible hablar del principio de separación de poderes de manera 
radical, pues se necesita que la separación sea flexible. Esto permite que ciertos órganos de poder 
realicen determinadas funciones que se son dables a otros, lo que implicaría que en ciertos 
momentos, los principios de legalidad e imparcialidad deban ceder.  
 De otro lado, el concepto de pesos y contra pesos se refiere al control que puede ejercer 
una rama sobre la otra, aun cuando estas mismas son independientes. El objeto de este control no 
es otro que el de lograr evitar la concentración del poder a través de limitarse recíprocamente. Al 
respecto, Guerrero García (2014) afirma que “que la relación directa de la separación de poderes 
con el control es notoria, pues incluso Montesquieu entiende su división de poderes como el 
mecanismo por excelencia de pesos y contrapesos, de control entre las diferentes ramas del poder.” 
(GUERRERO GARCIA, Diego. p.22, 2014) 
En relación con esto, se ha dicho que es necesario que el poder sea distribuido, regulado, 






división de poderes no garantiza que las ramas del poder público no afecten las garantías y los 
principios que se consideran fundamentales y básicos en la identidad de una constitución.  
Sin embargo, y de manera contraria al sistema de pesos y contrapesos, muchos doctrinantes 
prefieren acudir a la teoría del autocontrol, señalando que cada órgano al realizar su función la 
debe cumplir de manera que se satisfaga el objetivo de buscar siempre el interés del Estado como 
un todo. 
Pese ello, las ramas del poder público no son ajenas a la corrupción ni a los intereses 
particulares, razón por la cual esta teoría no funciona, y se reitera, se necesitan otras herramientas 
que cumplan con esta finalidad, evitando la concentración y el abuso del poder; como bien lo 
señala Madison, nadie puede ser juez de su propia causa (Greppi, Andrea.,2012,p.92).  
Pasando al caso colombiano, en el precitado artículo 113 de la Constitución Política se 
encuentra la base del principio de separación de poderes, pues según este, el poder público se 
divida en las ramas ejecutiva, legislativa y judicial y además, las cuales cuentan con distintos 
órganos que las integran. 
El constituyente también dejó claro que la teoría de separación de poderes debía ser 
flexible, pues advierte que estas funciones pueden ser realizadas por diferentes órganos o pueden 
ser delegadas, aunque el delegatario no tenga como principal la función delegada.   
Además, reconoce la existencia de organismos de control, organización electoral y 
organismos autónomos. Los organismos de control, son la Procuraduría, la Defensoría y la 
Contraloría, los cuales tienen como función evitar o sancionar aquellas actuaciones de los 







Dicho esto, puede concluirse que cada órgano está encargado de cumplir con una función 
principal, pero puede desempeñar funciones accesorias, en virtud de la cooperación y 
armonización con los demás órganos que detentan el poder público.  
 En relación con lo dicho anteriormente, la Corte Constitucional en Sentencia C-699 de 
2016, afirmó que el Órgano Ejecutivo puede llegar a cumplir funciones que le corresponden al 
Legislativo a través de la delegación; no obstante, deben observarse ciertas reglas, pues se trata de 
una función accesoria y no principal, y de no hacerlo, se puede llegar al abuso del poder.  
Esta Legislación Delegada es compatible con el Principio de Separación de poderes si (i) 
se condiciona a tal punto que se evite que la absorción de esta función en su totalidad; (ii) el 
ejercicio sea en un tiempo determinado, pues es transitorio, y (iii) que su ejercicio sea controlado 
por órganos independientes que busquen siempre preservar el equilibrio entre los poderes y la 
supremacía de la Constitución.  
 Cabe resaltar que, esta función sólo puede trasladarse al ejecutivo en momentos donde se 
necesita dotarlo de prerrogativas especiales para hacer frente a amenazas contra Estado, como lo 
son, la guerra exterior, la conmoción interior y la emergencia económica, social y ecológica.  
La Corte Constitucional en diversas oportunidades (C-004 de 1992, C-802 de 2002, C-135 
de 2009, C-252 de 2010, C-156 de 2011, C-216 de 2011, C-670 de 2015, entre otras.) ha señalado 
que sobre estas Facultades Excepcionales se debe efectuar un control material, determinando que 
ellas deben guardar correlación con los referentes de un Estado Social de Derecho, tales como la 
separación de poderes, la democracia, la participación ciudadana y los derechos humanos.  
Teniendo esto en cuenta, debe señalarse que como cabeza de gobierno, además de esta 






serie de facultades extraordinarias con base a la necesidad de intervención del ejecutivo dentro de 
las guerras o/y los alzamientos en armas (Sentencia 101,agosto,1991).   
Por ejemplo, en 1881, con La ley 61, se consagró un estado permanente de facultades 
extraordinarias del ejecutivo (Restrepo P. C.,1973,pp.153-221); aspecto que generó una gran 
tensión política. De igual manera, entre 1899 y 1902, a través de decretos legislativos de sitio, se 
estableció la vigencia permanente de las facultades extraordinarias del presidente, siendo esta una 
experiencia terrible para nuestro ordenamiento jurídico. Por ello, el Congreso dictó la Ley 2ª de 
1904, derogada por la Ley 8ª. de 1903, como respuesta preventiva a una posible futura dictadura.  
 A estas facultades extraordinarias hicieron referencia las constituciones de diferente 
manera, ubicándolas dentro de su estructura organizacional de conformidad con la personalidad 
de cada una. Fue así que, dentro de las constituciones de 1832 y 1853, fueron llamadas “facultades 
congresionales”, pues se partía de la base que las leyes eran fruto del esfuerzo que realizaba el 
Congreso en ejercicio de sus funciones legislativas.   
Por su parte, en las constituciones de 1843 y 1858 se titulaban “facultades 
presidencialistas”, puesto que las funciones del presidente se veían reforzadas con las facultades 
extraordinarias. Esto implica que, mientras algunas Constituciones el se hacía referencia al apoyo 
del presidente al legislativo para hacer la ley, en otras se realzaba la persona del presidente, 
enriqueciendo sus funciones.  
Cabe anotar que si bien la Constitución de 1886 consagraba ambas modalidades, la de 1863 
no contaba con ninguna, pues simplemente no se otorgaban facultades extraordinarias al presidente 
(Sentencia 101,1991); tan era así, que expresamente en su artículo 21 se prohibía la delegación de 






 Situándonos en épocas más recientes, la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, entró 
a analizar el estado de las facultades extraordinarias otorgadas al presidente dentro de la 
constitución inmediatamente anterior; la cual en su artículo 76, numeral 12, le atribuía al Congreso 
la función de: “Revestir pro tempore al Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias, cuando la necesidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje”.   
De la citada norma pueden desprenderse dos elementos básicos: (i) la temporalidad de la 
delegación, y (ii) la determinación de las materias a regular. El elemento de temporalidad hace 
referencia a la duración de la delegación, el cual si bien no se limitaba con un periodo de tiempo 
determinado, era claro que este no podía ser perpetuo. Por su parte, la determinación de las 
materias a regular por el presidente en el uso de sus facultades extraordinarias debía ser clara, 
precisa y limitada en la ley de delegación que le otorgaba dichas facultades. (Sentencia C-
702,1999).  
 En un estudio histórico, la Corte Constitucional explicó que el otorgamiento de facultades 
extraordinarias en la Constitución de 1886 debía interpretarse de forma restrictiva y excepcional, 
pues llegaba a afectar el principio de separación de poderes, alterando las competencias normativas 
básicas de cada órgano de la rama correspondiente. Se hizo énfasis en  que las materias en las que 
podía entrar a legislar el presidente en función de las facultades extraordinarias debían estar 
limitadas taxativamente, y sujetas a un determinado ámbito material y temporal sin lugar a 
extensiones o analogías (Sentencia C-498,1995).  
Hecho este breve recuento, y de cara a determinar si las facultades con las que goza 
actualmente el Presidente de la República en virtud de lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 
2016 en relación con el Procedimiento Legislativo Especial para la  Paz, a continuación nos 






Constitución de 1991, para posteriormente, referimos a las mismas de cara al Fast Track, y finalizar 
con la aplicación del test de efectividad sobre las mismas. Veamos:  
 
4.1.- EL MANEJO DE LAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS DEL 
PRESIDENTE DENTRO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
En la Constitución de 1991, las facultades extraordinarias tomaron un aire más rígido y su 
alcance era restringido en comparación con los demás textos constitucionales, en razón de las 
situaciones que se presentaron con antelación y la preocupación de los doctrinantes de que se 
rompiera con el principio de separación de poderes, colocando en peligro inminente las libertades 
individuales y originando el riesgo notable del abuso de poder (Herrán, O, V.,2001,pp.48-53 ).  
Sin embargo, los elementos básicos se mantuvieron incólumes. Por ejemplo, en relación 
con la temporalidad se señaló que estas pueden ser conferidas por un periodo máximo de 180 días, 
evitando que el término se extienda peligrosamente. En lo concerniente a las materias, la 
constitución incorporó una lista taxativa de los temas específicos sobre los cuales la cabeza del 
ejecutivo puede legislar.  
También se estableció la necesidad de existencia de una ley delegatoria que le otorgue 
dichas facultades al presidente, incluyendo los límites a estas dentro de su contenido. En cuanto al 
trámite de dicho proyecto de ley, se señaló que debe tener iniciativa expresa del Gobierno, ya sea 
por necesidad o porque la conveniencia publica lo aconseje, y se aprobará con votación a favor 
por mayoría absoluta de los miembros de una y otra cámara (p.50). 
Debe tenerse en cuenta que las facultades legislativas del presidente, por regla general, solo 






otorgadas al presidente por el Congreso a través de la ley delegatoria, no necesariamente se ejercen 
en un contexto de anormalidad.  
Ahora bien, doctrinantes como Lizarralde (1957), clasifican las tesis que explican la 
naturaleza de las facultades extraordinarias en, (i) Teoría del mandato y la delegación; (ii) Teoría 
del Reglamento; (iii) Teoría del acto condición, y (iv) Teoría de la función Constitucional (pp.217-
219).  
La primera de estas teorías -mandato y delegación-, dice que la naturaleza de las facultades 
extraordinarias es la de un contrato de mandato, ya que el presidente en el desarrollo de las 
facultades extraordinarias obra como mandatario del congreso, y su mandato se constituye con la 
ley de delegación. No obstante, otros sectores de la doctrina afirman que las facultades legislativas 
son indelegables, y, en todo caso, si se trata de delegación, no se podría superar las facultades de 
quien está delegando, de tal manera que las críticas dejan sin valor esta teoría.  
Por su parte, la teoría del reglamento, afirma que las facultades extraordinarias tienen una 
naturaleza de carácter ejecutivo, pues los decretos reglamentarios que en ejercicio de estas 
facultades expidiera el presidente serían los mismos dictados en el ejercicio de la potestad 
reglamentaria que le otorga la constitución política (Art.189 Constitucional, numeral 11). Esta 
teoría es criticada porque confunde los decretos reglamentarios con los decretos con fuerza de ley, 
lo cual carece de veracidad pues, si se tratara de las mismas normas jurídicas, no tendría sentido 
la existencia de las facultades extraordinarias.  
De otro lado la teoría del acto condición, señala que las facultades extraordinarias y la ley 
que las contienen son actos condición (Rodríguez,L.1996,pp.194-95). No obstante, se debe 
mencionar que los actos condición tienen carácter administrativo, es decir, se sale de la esfera 






para casos específicos y el carácter general de la ley o los decretos con fuerza de ley no está en 
discusión.  
 Por último, la teoría de la función constitucional, se refiere a la naturaleza de potestad 
constitucional de investir al presidente de facultades extraordinarias y las ejercerla; potestad que 
es igual o superior a las de Congreso, de tal manera que cuando las normas dictadas por el 
presidente excedan la ley que lo faculta, estaría violando la constitución. 
En esta línea, es oportuno añadir que la Corte Constitucional ha señalado que una vez se le 
otorgan facultades extraordinarias al presidente, se entiende que el Congreso entregó una comisión 
al presidente de forma temporal, y que este debe ejecutarla en el marco de ciertos parámetros, 
buscando la protección de principios básicos como la separación de poderes (Sentencia C-
511,1992). Entonces, si bien la Corte explícitamente no acoge ninguna de las teorías explicadas 
por Copete, se puede percibir que el Tribunal la ha entendido como una función Constitucional 
(Corte Constitucional, Sentencia C-514, 1992).  
Cabe agregar que dentro del Congreso de la Republica se encuentra la Comisión 
Consultiva, conformada por 2 representantes de cada Cámara, elegidos por las corporaciones 
respectivas y por la sala de consulta y servicio civil del Consejo de Estado, la cual tiene como 
objeto el asesorar al presidente en el ejercicio de las facultades extraordinarias. Como su nombre 
lo indica, Cumple funciones meramente consultivas, es decir que el concepto de esta no es de 
obligatorio cumplimiento para el presidente y su función no genera duplicidad ni interfiere en la 
autonomía del ejecutivo (Sentencia C-511,1992). 
De igual manera debe tenerse en cuenta el artículo 115 de la Constitución Política, según el 
cual, el presidente junto a los ministros del ramo o directores de departamentos administrativos del 






delegadas por el Congreso, estás no pueden ser sub delegadas a otras autoridades (Sentencia C-
119,1996). 
Precisando las funciones de los ministros, la Corte Constitucional ha dicho que  
“Corresponde a los ministros exclusivamente desarrollar la función de gobierno 
consistente en concurrir a la formación de las leyes mediante la presentación de 
proyectos de ley, obviamente en asuntos que correspondan a sus respectivas 
competencias. Tal atribución no es delegable en los viceministros ni en otros 
funcionarios, ni puede ser desempeñada por los directores de departamentos 
administrativos en cuanto se trata de una responsabilidad típicamente ministerial que 
compromete la política general del Gobierno en la materia respectiva.” (Sentencia C- 
498,1998). 
 
 Ahora bien, la solicitud de habilitación de las facultades extraordinarias tiene iniciativa 
exclusiva gubernamental, es decir que el Congreso “no puede otorgar facultades extraordinarias 
muto propio” (Sentencia C-246,1995); siendo esta otra forma de limitar el ámbito de competencia en 
el cual se van a ejercer las facultades extraordinarias. Si bien la Carta Magna no hace referencia a los 
requisitos que deben cumplirse para presentar la solicitud, ni mucho menos quién debe realizarla, pues 
solo habla de “el gobierno”, se entiende satisfecha la solicitud cuando el presidente o uno de sus 
ministros, dependiendo de la materia que trate, presentan el proyecto de ley, incluyendo la 
exposición de motivos.  
Sobre la facultad que tiene el Congreso para revestir al presidente de facultades 
excepcionales, el artículo 150 Constitucional consagra en su numeral 10: 
“10. Revestir, hasta por seis meses, al Presidente de la República de precisas facultades 






la conveniencia pública lo aconseje.  Tales facultades deberán ser solicitadas 
expresamente por el Gobierno y su aprobación requerirá la mayoría absoluta de los 
miembros de una y otra Cámara. 
El Congreso podrá, en todo tiempo y por iniciativa propia, modificar los decretos leyes 
dictados por el Gobierno en uso de facultades extraordinarias.  
Estas facultades no se podrán conferir para expedir códigos, leyes estatutarias, 
orgánicas, ni las previstas en el numeral 20 del presente artículo, ni para decretar 
impuestos”. 
 
De igual manera, la Carta Magna señala que, para conceder estas facultades extraordinarias, 
deben mediar aspectos como la necesidad o la conveniencia pública (Sierra Porto, H.,); los cuales 
son esenciales para analizar la pertinencia de la solicitud. Por lo tanto, el gobierno tiene la carga 
de acompañar la solicitud con los argumentos que justifiquen suficientemente esta medida, los 
cuales serán evaluados por parte del Congreso para determinar si se encuentran méritos suficientes 
para otorgarla. Lo anterior no quiere decir que la Corte Constitucional pierde competencia para 
conocer de futuras demandas de inconstitucionalidad relacionadas con esta materia (Sentencia C-
140,1998). 
 Concretamente, los mencionados requisitos de necesidad y conveniencia implican realizar 
un estudio de la relación entre la entrega de las facultades extraordinarias y la motivación que se 
presenta junto a la solicitud por parte del gobierno, es decir, que existan razones de peso que lo 
justifiquen, las cuales deben ser ponderadas por la Corte Constitucional cuando realiza el control 







De igual forma cabe señalar que las facultades extraordinarias tienen la característica de 
ser temporales. Así, en la Constitución de 1886 se prohibía que fueran permanentes, pero en 
muchas ocasiones el término se hacía ilimitado, de tal manera que se pudiese degenerar en un 
abuso del poder.  
Por lo tanto, el constituyente de 1991 señaló un plazo máximo de 180 días para el 
otorgamiento de dichas facultades, los cuales debían ser contados a partir de la promulgación de 
la ley delegante, pues la finalidad de este mecanismo es agilizar la legislación, pero sin afectar la 
tridivisión del poder (Herrán, O.V.,pp.65-66); así las cosas, una vez el término cese las funciones 
legislativas volverán al Congreso (Sentencia C-511,1992). 
Cabe destacar que si el presidente expide alguna normativa usando las facultades 
extraordinarias por fuera del término conferido, estará invadiendo la órbita del Congreso 
(Sentencia C-138,1996). Sobre ello, la Corte Constitucional prohibió al gobierno la “auto 
habilitación legislativa”, es decir, la posibilidad de ampliar el termino por el cual le concedieron 
las facultades extraordinarias, puesto que se atentaría contra la Constitución (Sentencia C-
088,1998).  
Por otro lado, el precitado numeral 10 del artículo 150 constitucional menciona el concepto 
de precisión, sinónimo de claridad. En este sentido, la norma indica que la ley de delegación debe 
señalar las materias y todas las especificaciones necesarias para que el presidente pueda cumplir 
su función legislativa sin mayores inconvenientes.  
No obstante, debe tenerse en cuenta que ni el congreso puede imponer límites materiales 
que obstaculicen el ejercicio legislativo del ejecutivo, ni se le puede dar una delegación genérica 
al presidente para proferir normas de manera indeterminada. De igual forma debe resaltarse que 






aquellos casos donde se desatienda el marco señalado, las leyes serán declaradas como inexequible 
(Sentencia C-030,1999). 
En aras de realizar una aproximación más concreta al tema, conviene traer a colación la 
definición que le ha dado la Corte Constitucional al concepto de precisión, pues al tenor del Alto 
Tribunal, este es 
“En punto a la exigencia de precisión, materia del presente debate, a jurisprudencia ha 
sostenido que si bien por su intermedio se busca establecer parámetros claros al acto 
condición propia de la función legislativa extraordinaria, el mismo no comporta una 
limitación absoluta ni rigurosa que obligue al Congreso a definir en forma meticulosa 
el contenido de los asuntos materia de regulación normativa, reduciendo a su mínima 
expresión el ejercicio de facultades y, por ende, tornándolas inoperantes e innecesarias. 
No cabe duda entonces de que cuando la ley de delegación define con nitidez el término 
de su vigencia y el alcance de las facultades, excluidos aquellos asuntos expresamente 
prohibidos por la Constitución, no puede tildarse de imprecisa o ambigua.  La 
circunstancia de que la materia sobre la cual recaigan las atribuciones sea amplia y 
aparezca enunciada de modo general, sin detalle, no implica que dichas facultades 
carezcan de precisión y, por tanto, que la misma devengue inconstitucional.  Lo 
importante, y esencial, es que la materia descrita en la ley, aun cuando sea de contenido 
general, permita al interprete establecer inequívocamente su campo de acción.” 
(Sentencia C-032,1999) 
 
Ahora bien, continuando con lo relativo al contenido de la delegación, éste sólo se conoce 






numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política cita las materias que no pueden ser objeto 
de regulación mediante los decretos ley que expide el presidente en el uso de las facultades 
extraordinarias (Herrán, O. V.,2001,pp.78-88). 
En efecto, las facultades no pueden concederse para la expedición de: (i) códigos; (ii) leyes 
estatutarias; (iii) leyes orgánicas; (iv) para decretar impuestos; (v) ni sobre las materias previstas 
en el numeral 20 del artículo 150 constitucional, es decir, la creación de los servicios 
administrativos y técnicos de las cámaras.  
Además de ello, deben tenerse en cuenta otras prohibiciones que no se encuentran en la 
Carta Magna, tales como (i) la prohibición de subdelegación; (ii) la prohibición que el Congreso 
permita modificar la propia ley delegante, y (iii) la prohibición de la expedición de decretos que 
tengan efectos retroactivos (Humberto A., 1998, pp.331-332). 
 Dicho lo anterior, puede señalarse que se ha abordado de una manera integral lo relativo al 
otorgamiento de facultades extraordinarias al presidente de la república, con fundamento en el 
contenido de la Constitución Política de 1991. Así, en párrafos posteriores, estudiaremos las 
mencionadas facultades desde el punto de vista del Procedimiento Legislativo Especial para la 
Paz. 
 
4.2.- EL INSÓLITO TRATAMIENTO DE LAS FACULTADES 
EXTRAORDINARIAS DEL PRESIDENTE EN EL FAST TRACK 
El artículo 2º del Acto Legislativo 01 de 2016, le otorga facultades extraordinarias al 
presidente de la republica en búsqueda de facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo 
normativo del Acuerdo Final para la Terminación de Conflicto y la Construcción de una Paz 






Estas prerrogativas tienen las siguientes características: (i) están dadas en el marco 
contextual para el acuerdo de la paz; (ii) son otorgadas de manera transitoria, abarcando una 
temporalidad de 180 días siguientes a la entrada en vigencia del Acto Legislativo; (iii) el objeto 
por el cual se le delegan estas facultades es preciso, es decir, el de facilitar y asegurar la 
implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo Final para la Terminación de Conflicto y 
la Construcción de una Paz estable y Duradera; (iv) la facultad es limitada, toda vez que excluye 
la posibilidad de decretar Actos Legislativos, Leyes Estatutarias, Leyes Códigos, Leyes que 
necesitan mayorías calificadas o absolutas para su aprobación, o para decretar impuestos, y (v) 
tiene un Control Constitucional de carácter autónomo, posterior y con un término menor al 
ordinario.  
 En relación con la última característica mencionada, es decir, el control constitucional, la 
Corte Constitucional ha señalado que sobre los decretemos emitidos en virtud del procedimiento 
Fast Track, procede un control formal y un control material. En primera medida, procede el control 
por requisitos de forma, respecto del cual el Tribunal Constitucional ha señalado que en el marco 
del mismo deben satisfacerse una serie de requisitos. (Corte Constitucional,C-160, 2017). 
Concretamente, los aspectos que deben verificarse son los siguientes: (i) deben ser 
otorgados por el gobierno, es decir que debe estar firmado por el Presidente de la República y por 
el Ministro o Director del Departamento correspondiente en cada materia en particular; (ii) debe 
haber sido expedido en el término de los 180 días siguientes a la entrada en vigencia del Acto 
Legislativo 01 de 2016, y (iii) debe tener la suficiente argumentación para que se demuestre su 
condición de instrumento para implementar el Acuerdo Final de Paz.  
Una vez verificados estos requisitos, la Corte debe efectuar un control material, en el marco 






extraordinarias dadas por el Acto Legislativo 01 de 2016, estén en consonancia con la finalidad 
por la cual ésta facultad fue otorgada, y que tengan una conexidad objetiva, estricta y suficiente, 
entre el decreto expedido y el contenido del acuerdo. Estos puntos deben argumentarse en cada 
uno de los decretos; carga que le corresponde al presidente de la república (Corte Constitucional,C-
331, 2017).  
Dentro de los mencionados requisitos que deben verificarse en el marco del control 
material, el de conexidad objetiva se refiere al vínculo entre el decreto y el acuerdo final, el cual 
debe ser cierto y verificable, y servir para facilitar y asegurar la implementación del acuerdo, pues 
puede correrse el riesgo que mediante los decretos expedidos vía Fast Track se regulen asuntos 
que excedan sus propósitos.  
Por su parte, la conexidad estricta o también denominado juicio de finalidad, busca que el 
presidente demuestre que el contenido del decreto expedido responda de manera significativa al 
contenido del Acuerdo Final de Paz; y la conexidad suficiente, se relaciona con que el gobierno 
debe presentar de manera clara y precisa el grado de estrecha proximidad entre las materias 
reguladas.  
Si ninguno de los requisitos anteriormente mencionados se encuentran probados dentro de 
los decretos que expide el presidente en virtud de la mencionada facultad, estos serán declarados 
inconstitucionales toda vez que no cumplirían con los presupuestos para superar el control 
material.  
 Una vez explicado el contenido de la delegación presidencial para emitir decretos vía Fast 
Track, a continuación nos ocuparemos de realizar un Test de Efectividad sobre las mencionadas 
facultades extraordinarias, con el fin de determinar si con ellas se estaría incurriendo en un vicio 







4.3.- LA APLICACIÓN DEL TEST DE EFECTIVIDAD AL ARTICULO 2 DEL 
ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2016, POR EL CUAL SE OTORGAN FACULTADES 
EXTRAORDINARIAS DEL PRESIDENTE 
Dentro de la sentencia C-699 de 2016, la Corte Constitucional analizó la posible sustitución 
de la Constitución mediante la realización de un Test de Efectividad, exponiendo la premisa mayor, 
la premisa menor y las conclusiones a las cuales se llegaron.  
En esta línea, la Corporación recapitula los aspectos históricos del principio de separación 
de poderes, y nuevamente lo enuncia como uno de los principios esenciales de la identidad de la 
Constitución Nacional de 1991. Sin embargo, la Corte no realizó un análisis adecuado sobre el 
principio de separación de poderes y los pasos a seguir en el desarrollo del Test de Efectividad, 
pues parece obviar los siguientes aspectos: (i) la disposición que pretende sustituir la Constitución, 
la cual debe ser enunciada con total claridad; (ii) no disipa los artículos que se están sustituyendo, 
y (iii) aun exponiendo la historia y algunos fundamentos sin importancia por los cuales se establece 
que el principio de separación de poderes es una base en la identidad de la Constitución Política, 
no es suficiente para despejar y darle contundencia al problema jurídico; la cual es una carga que 
pesa en la Corporación, reflejando poco interés por desempeñar su principal función.  
Ahora, la premisa menor comienza señalando los elementos que componen las facultades 
extraordinarias del presidente, caracterizándolas como una habilitación legislativa temporal y 
limitada temáticamente, la cual cuenta con restricciones competenciales y con un control 
constitucional automático, posterior e integral.  
Se aclara que en esta segunda parte del análisis se hará una confrontación no material sino 






Extraordinarias al Presidente, pues hace parte del poder de revisión de la Constitución y que, 
además, la figura de la delegación por medio de un acto legislativo fue anteriormente utilizada en 
los Actos Legislativos 3 de 2002, 1 de 2003 y 5 de 2011. Todos estos aspectos son relevantes más 
allá de sus aportes históricos, pues hoy hacen parte de la Constitución Política, contribuyendo a la 
creación de su identidad.  
Asimismo, la Corte establece ciertos requisitos que deben estar presentes, pues de no ser 
así se producirían vicios de constitucionalidad, a saber: (i) requiere de la refrendación Popular;  (ii) 
debe establecer garantías para que el Congreso no se vea privado de sus funciones legislativas -
garantías que se reflejen en la limitación para ejercer las facultades extraordinarias; (iii) necesita 
límites temáticos, los cuales se deben probar mediante los criterios de conexidad objetiva, estricta 
y suficiente con el acuerdo final, y (iv) no tiene competencias para emitir cualquier disposición, 
tales como actos legislativos, leyes estatutarias, leyes orgánicas, códigos, leyes que necesitan 
mayorías calificadas o absolutas, leyes tributarias, ni regular otras materias que tienen estricta 
reserva de ley; (v) tiene límites temporales -180 días desde la promulgación del Acto Legislativo 
01 de 2016 y (vi) los controles inter orgánicos deben estar presentes para el lograr el equilibrio de 
los poderes públicos y asegurar la supremacía de la Constitución.  
Por todo lo anterior, la Corte concluye que no se evidencia una sustitución de la 
Constitución, pues verificados los anteriores requisitos, el Acto Legislativo 01 de 2016 supera los 
controles formales y materiales y por ende, el test de efectividad.  
No obstante, no estamos de acuerdo con su decisión, pues el Presidente de Colombia, en el 
uso de las facultades extraordinarias ya ha expedido el total de 35 decretos con fuerza de ley, los 






Para ejemplificar lo dicho anteriormente, a continuación incluimos un cuadro comparativo 
mediante el cual mostraremos los decretos emitidos con procedimiento Fast Track que se han 







Decretos Ley expedidos en uso de facultades concedidas en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016 "Facultades Presidenciales para la 










Modificación de la adscripción de la 
Agencia de Renovación del Territorio 




Se adiciona el procedimiento para el 
control de constitucionalidad de actos 
legislativos, leyes y decretos ley 
expedidos en virtud del procedimiento 
legislativo especial y las facultades 













































Se crea la Comisión Nacional de 
























Exequibilidad bajo el 
entendido de que los 
particulares que 
participan en la 
comisión estarán 
sometidos al régimen 
de responsabilidad 
establecido para los 
servidores públicos. 
Se autoriza el uso de saldos del Fondo 
Nacional de Regalías para la 












Exequible el inciso 1 
y el artículo 2. 
Inexequible el inciso 
segundo y tercero. 
 
Se regula la contratación para la 














Se establece el procedimiento para la 





















Se exceptúa a la Unidad Nacional de 
Protección de la aplicación de 
restricciones para el aumento de 
gastos de personal relativos a la 



























Se organiza la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la 















Se organiza la Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas en 



















Se modifica la Ley 1448 en relacion 
con la certificacion de desvinculacion 































Se establece el tratamiento especial a 
miembros de la Fuerza Pública en el 















Interposición de habeas corpus en 
casos de prolongacion de la privación 
de la libertad por no aplicación 


















Se dictan normas para que el Sistema 
de Defensa Técnica y Especializada de 
los 
Miembros de la Fuerza Pública, 
financiado por Fondetec preste 
servicios de defensa técnica a los 






























Fuerza Pública en el Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y No 
Repetición 
Por medio del cual se crea la visa de 














Por el cual se establece el Pago por 
Servicios Ambientales y 













Por el cual se adoptan normas sobre 
la organización y prestación del 
servicio educativo estatal y el ejercicio 
de la profesión docente en zonas 




















Por el cual se modifica la Ley 1819 de 
2016 para incluir a las empresas 
dedicadas a la minería ya la 
explotación de hidrocarburos en la 






















Por el cual se expiden normas 
tendientes a la implementación del 
Plan Nacional de Electrificación Rural 
en el marco del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la 






















Por medio del cual se modifica la Ley 
434 de 1998 y se crea el Consejo 















Por el cual se modifica la estructura y 
se crean unos cargos en la planta de la 
















Por el cual se adiciona un artículo 
transitorio al Decreto 2067 de 1991 








Por el cual se dictan disposiciones 
para la formulación del Plan Nacional 
de Construcción y Mejoramiento de 




































excepción del inciso 
segundo del 
parágrafo 1 e inciso 
segundo del 






condicionada de la 
parte final del inciso 
quinto del artículo 9. 
Por el cual se adiciona un parágrafo al 
artículo 190 de la Ley 1448 de 2011 en 
lo relacionado con el proceso de 
restitución de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes a cargo del 
lCBF, desvinculados de las FARC-EP 
en virtud del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la 








































Por el cual se crea un régimen 
transitorio para la acreditación en alta 
calidad de los programas académicos 
de licenciaturas a nivel de pregrado 
que son ofrecidos en departamentos 
donde se localizan municipios 
priorizados para la implementación 
de los Programas de Desarrollo con 


































Exequibilidad a  
excepción del inciso 
segundo del artículo 







Por el cual se crean los Programas de 















Por el cual se dictan normas en 
materia de empleo público con el fin 
de facilitar y asegurar la 
implementación y desarrollo 
normativo del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la 






























artículo 6 y 8. 
Por el cual se crea el Sistema Integral 

















Por el cual se crea el Programa 
Nacional Integral de Sustitución de 














Por el cual se modifica la estructura 
de la Agencia Colombiana para la 
Reintegración de Personas y Grupos 




























Por el cual se crea al interior de la 
Fiscalía General de la Nación la 
Unidad Especial de Investigación para 
el desmantelamiento de las 
organizaciones y conductas criminales 
responsables de homicidios y 
masacres, que atentan contra 
defensores/as de derechos humanos, 
movimientos sociales o movimientos 
políticos o que amenacen o atenten 
contra las personas que participen en 
la implementación de los acuerdos y la 
construcción de la paz, incluyendo las 
organizaciones criminales que hayan 
sido denominadas como sucesoras del 
paramilitarismo y sus redes de apoyo, 
en cumplimiento a lo dispuesto en el 
Punto 3.4.4 del Acuerdo Final para la 
terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y 
duradera, se determinan lineamientos 
básicos para su conformación y, en 
consecuencia, se modifica 
parcialmente la estructura de la 
Fiscalía General de la Nación, la 
planta de cargos de la entidad y se 























































Por el cual se establecen medidas e 
instrumentos para la reincorporación 
económica y social colectiva e 
individual de los integrantes de las 
FARC-EP conforme al Acuerdo Final, 
suscrito entre el Gobierno Nacional y 

































Por el cual se adiciona el artículo 8 de 
la Ley 418 de 1997, a su vez 
modificado por el artículo 1 de la Ley 






















Por el cual se adoptan medidas para 
facilitar la implementación de la 
Reforma Rural Integral contemplada 
en el Acuerdo Final en materia de 
tierras, específicamente el 
procedimiento para el acceso y 



















Gloria Stella  
Ortiz Delgado 
Sin decisión 
Por el cual se dictan disposiciones 
sobre la realización de un inventario 
de los bienes y activos a disposición de 



























Tras abordar el estudio integral de todos los elementos expuestos en los capítulos 
precedentes, en este acápite se expondrán las conclusiones transversales del presente trabajo de 
investigación, buscando señalar hacia dónde se dirige el Fast Track y con él nuestro ordenamiento 
jurídico, no sin antes dar una perspectiva sobre los retos que este mismo afronta. Si bien, las 
reflexiones que decantaremos inmediatamente señalan las vicisitudes que logramos encontrar 
dentro del Fast Track, de cara a la Constitución Política de 1991, tras el estudio elaborado y 
sistematizado, ordenado en los 4 capítulos anteriormente presentados, no  obstante no 
emprenderemos el plano del mecanismo ideal para la implementación de los acuerdos de paz, pues 
dicha tarea desbordaría las finalidades del presente trabajo de investigación.  
Así pues, debe señalarse que el pasado 29 de noviembre de 2017 y luego de seis meses de 
uso y una prórroga por tiempo similar, terminó la vigencia del Fast Track; el cual operó durante 
un lapso suficiente para abordar los proyectos de ley que servirían para dar seguridad a la 
reincorporación de los miembros de las FARC-EP a la vida en sociedad –según el gobierno-. 
No obstante, el mecanismo no resulto tan ágil como se pensaba, pues en virtud del mismo 
únicamente se lograron sancionar 15 normas, entre ellas la Ley que creó a Jurisdicción Especial 
de Paz – JEP, la Ley de amnistía e indulto, el proyecto por el cual se establecieron las bases para 
el partido político de las FARC y el estatuto de oposición.  
Por su parte, dentro de las disposiciones que quedaron a mitad de camino para su 






organizaciones criminales, la adjudicación de baldíos en reserva forestal, el sistema catastral 
multipropósito y el tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores de coca, entre otros.  
A esta situación debe sumársele que el gobierno nacional no logró radicar los proyectos de 
ley para la jurisdicción agraria, las garantías para el ejercicio de la protesta social, la reforma a la 
Ley de Víctimas y los ajustes necesarios para el Plan Nacional de Desarrollo, de tal manera que 
todos ellos tendrán que tramitarse por la vía ordinaria.  
Todo lo anterior puede encerrarse en las cifras presentadas por el Instituto de Estudios de 
Paz Internacional Kroc de la Universidad de Notre Dame, el cual emitió informe señalando que 
hasta el 31 de agosto de 2017, de las 558 disposiciones que conforman el Acuerdo Final el 45% 
había iniciado su implementación, el 17% se había ejecutado completamente, el 6% tenía un nivel 
intermedio de implementación y el 22% se había implementado mínimamente. (Olga Patricia 




Primera. La paz, además de ser un fin del Estado Social de Derecho, es uno de los 
fundamentos del derecho internacional, de tal manera que es un deber de la humanidad, de forma 
colectiva e individual, convivir en paz; es por ello que la paz no se resume en un acuerdo firmado 
por las dos partes de un conflicto y cabe resaltar que inexorablemente va más allá. Por lo tanto, es 
nuestra misión hacer velar los derechos fundamentales individualmente considerados como 
también de la colectividad, pensando siempre en la prevalencia del interés general.  
Segunda. El Acuerdo de Paz entre el gobierno nacional y las FARC-EP es un documento 






construcción de una paz estable y duradera, firmado tras una serie de negociaciones en La Habana. 
Este documento no es un tratado internacional ni puede asemejarse a uno, pues los dos firmantes 
no son sujetos de derecho internacional, ni tampoco es un Tratado de Libre Comercio, pues sus 
temas son meramente internos y correspondientes a circunstancias especificas de Colombia.  
Tercera. La Constitución es la norma de normas y de eso no cabe duda, pues su núcleo de 
protección es innegociable y no admite relativización alguna, por ello nació la teoría de la 
sustitución, evitando que las modificaciones, reformas y adiciones que permean el desarrollo de la 
actividad del Constituyente derivado, llegaran a quebrantar la supremacía con la que goza la Carta 
Magna. En Alemania, ante el caos de la Constitución de Weimar, Carl Schmitt, propuso la teoría 
de la excepción constitucional, la cual parte de la ruptura del orden constitucional para devolver la 
paz, en dicho país. Sin embargo, esta propuesta no puede llevarse a la practica en Colombia, pues 
la Constitución Política tiene su guardián, la Corte Constitucional, la cual tiene funciones de velar, 
defender y proteger su supremacía. Es por tanto que, no podemos ver la Corte como una amiga de 
la paz o de los acuerdos, como señalaba Rojas Pinilla a la Corte Suprema de Justicia, erosionando 
la seguridad social, pues en ultimas no es juez político, es el arma que tiene el ordenamiento 
jurídico para defender la Constitución política, siendo asi que, debe recordarle, una vez mas, al 
gobierno que esta obligado a construir una paz dentro de la realidad tanto política como 
constitucional de Colombia y no dentro de la excepción constitucional.  
Cabe resaltar que, a mi juicio, el propósito por el cual se creo la Corte Constitucional frente 
a este tema, no acaba en realizar los Test de Sustitución o Test de Efectividad de las reformas sino 







Cuarta. Si bien, el Fast Track inició su vigencia a partir de la refrendación indirecta del 
acuerdo final de paz que propicio el Congreso, sin embargo y a mi concepto no se le puede llamar 
refrendación popular; A pesar de que el congreso de la republica sea el órgano por excelencia de 
representación de la ciudadanía, el acuerdo final de paz necesitaba nuevamente que la sociedad 
decidiera su aprobación. Cabe resaltar que posiblemente este fenómeno se originó en la premura 
del gobierno nacional en búsqueda de la aceleración de la implementación de los acuerdos, pues 
la inmediatez era necesaria si se partía del temor a la inestabilidad que denota el cese bilateral al 
fuego y a las dislocaciones delicadas que conllevan las negociaciones con los grupos al margen de 
la ley. Siendo asi que, el tiempo no siempre juega a favor de los interesados. En derecho las cosas 
se deshacen como se hacen, se debió realizar nuevamente un plebiscito del acuerdo final de paz, 
ya que este fue el mecanismo primario para abordar la refrendación popular y el selecto para cubrir 
todas las características propias de este termino.  
Quinta. El acuerdo no adujo a la Refrendación Popular un significado en concreto, por 
tanto siempre recurrimos a la interpretación de sus clausulas, para con ello saber a que se referían, 
y a mi parecer, era necesario que el pueblo directamente decidiera el rumbo del acuerdo de paz, 
no hay una intervención mas popular que esta, haciendo uso de los mecanismos ya legitimados por 
nuestra Constitución en el articulo 103; tal hecho fuese galardonado como la mayor manifestación 
de un estado democrático, legitimando las decisiones tomadas por el gobierno nacional en la mesa 
de negociaciones con las FARC-EP, en la Habana. Entonces, es un error haber refrendado 
indirectamente el Acuerdo final, porque además de lo anteriormente explicado, el congreso 
nacional, si bien es una corporación, integrada por un grupo plural de personas, que siguen 
diferentes ideologías y que en todo caso representan al pueblo colombiano, prevalecen las 






representada, en conclusión, el mecanismo del Fast Track deja de ser una oportunidad para ahondar 
en la mayor legitimidad democrática del acuerdo de paz, pues solo a través de la Refrendación 
Popular directa se puede llegar a garantizar la supremacía de la Constitución y la Transparencia en 
el uso del Fast Track, evitando que se abuse de ello.  
Sexta. La refrendación indirecta desarrollada por el Congreso, se extendió con fundamento 
en razones de conveniencia y de necesidad de celeridad en la aprobación del acuerdo final de paz, 
pues solo así podría ponerse en marcha el Fast Track. Tristemente, este mecanismo no sólo fue 
utilizado para adelantar proyectos de ley conexos con dicho acuerdo, sino que además, se utilizó 
para desempolvar aquellos proyectos que ya habían sido archivados, y así tramitarlos mediante un 
procedimiento abreviado; proyectos que en otras circunstancias no habrían sido culminados.  
Séptima. En nuestro sentir, “facilitar y asegurar la implementación y desarrollo normativo” 
del acuerdo final es un objetivo amplio y ambiguo, donde se incluye un número considerable de 
temas, atado a seis  problemas claves, como lo son política agraria, participación política, solución 
al problema de las drogas ilícitas, víctimas del conflicto armado, fin del conflicto e 
implementación, verificación y refrendación del acuerdo final; lo cual llevaría irremediablemente 
a la exequibilidad de la mayoría de los decretos ley, pues sería muy difícil no probar la conexidad 
objetiva teniendo un catálogo de temas tan amplio.  
Ahora bien, teniendo en cuenta que las facultades extraordinarias le fueron otorgadas al 
presidente para que haga uso de ellas en el momento que resulte necesario, el mandatario estaría 
evaluando de acuerdo a su criterio el termino de necesidad y determinando cuáles son los aspectos 
que se manejarán a través de este mecanismo.  
Un ejemplo de ello es el Decreto Ley 121 de 2017, (el cual fue revisado por la Corte 






DL-002, y encontró exequible las disposiciones contenidas), por el cual el presidente, en el uso de 
las facultades extraordinarias, reglamenta el control constitucional de los decretos ley que expide 
el mismo presidente con las facultades extraordinarias.  
El cuestionamiento surge toda vez que, si bien una de las funciones que le otorgó el 
constituyente al presidente es la reglamentaria, no es claro que haga realmente necesidad de emitir 
reglamentaciones por medio de facultades extraordinarias. ¿No podría llegarse a esta 
reglamentación en el marco de un procedimiento ordinario de esta categoría? 
Creemos que de no ser así, se estaría reflejando una concentración del poder, pues quien va 
a ser objeto de control también estaría diseñando las reglas con base en las cuales este control va 
a ser adelantado, demostrándose de manera clara un conflicto de interés.  
Con ello, se evidencia como se rompe el principio de separación de poderes, pues rompe 
cualquier equilibrio del poder, ya que las materias del presidente estarían desbordadas y con ello 
podría llegarse al vaciamiento de las competencias del legislador ordinario. Así, se cae en el error 
que todo pueda ser considerado materia de competencia de las facultades extraordinarias, 
provocando que el trámite ordinario se esté desplazando sin motivo razonable, generando un alto 
riesgo para la independencia de las tres ramas del poder público en Colombia.  
Octava. Otra conclusión a la que llegamos, señalando lo antes expuesto, es que las 
facultades Extraordinarias del presidente, como consecuencia de su ejercicio, y del marguen tan 
amplio que da el objeto del acuerdo de paz, puede llegar a ser un ejercicio excesivo y sin limite 
alguno, que no supondría la permeabilidad de los conceptos básicos, como la separación de 
poderes, de la Constitución Política.  
Novena. En complemento con lo anteriormente dicho, es preciso reconocer que son 






pero sin duda, es mayor la incertidumbre que rodea al Fast Track como mecanismo de reforma 
Constitucional y herramienta de implementación de dichos acuerdos.  
Así pues, no debemos olvidar que la Constitución Política es norma de normas, y que todos 
debemos procurar en su resguardo y respeto. Si bien como ciudadana colombiana quiero un país 
en paz, también deseo que en el exterior seamos reconocidos por cosas distintas a la guerra, las 
drogas y el fútbol –aspectos que sólo son una parte de nuestra historia-.  
Pese a ello, el Fast Track no es el mecanismo más apropiado para llegar al objetivo que 
queremos, es decir, una paz estable y duradera, pues es el más grande detrimento que se le ha 
podido causar en los últimos años a nuestra Constitución política. Es inevitable pensar que la 
estructura del Fast Track es opuesta al Sistema jurídico Colombiano, pues no solo yerra en la 
negación de principios básico como la supremacía, la soberanía y la separación de poderes, antes 
demostrado, sino que afecta el transito del Ordenamiento Jurídico y con ello, la perdida de su 
identidad, en procura de la sustitución Constitucional.  
Lo anterior, no sin dejar una reflexión al lector, a modo de interrogante: ¿realmente es 
necesario este procedimiento abreviado, o el mismo hace parte de una conveniencia política que 
solo vela por el interés de unos pocos?. 
Decima. En todo caso siempre se deslumbra incertidumbre sobre los mecanismos nuevos 
en el ordenamiento jurídico Colombiano. La pregunta que siempre nos agobia, que pasará 
después?. Si los compromisos fijados en el Acuerdo de paz no se cumple, y se necesitas mas 
reformas constitucionales, ya que el ambiente no ha sido el propicio para la obediencia de dichas 
clausulas. No tenemos certeza sobre las medidas que puede llegar a implementar el Presidente, 
para seguir con la vigencia del Fast Track, mucho se ha dicho sobre si decreta un Estado de 






Cabe decir que, no es conveniente una Asamblea Nacional Constituyente porque si bien 
conocemos su comienzo, y todas las causas por las cuales se creó, su terminación nunca es la mas 
esperada y dentro de ella todo puede pasar. De igual forma, estaremos sometidos a una Asamblea 
Nacional Constituyente, manejada y dirigida por el ejecutivo, en la mayoría de las veces, 
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